[bookmark: _Toc366755199]AGENDA Nº 29-21
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas treinta minutos del 12 de julio de dos mil veintiuno.
Sesión ordinaria virtual con asistencia del doctor Juan Carlos Segura Solís, el máster Carlos Montero Zúñiga, de las licenciadas Ingrid Moya Aguilar, Ana Lucrecia Ruiz Rojas y de los licenciados Arnoldo Hernández Solano y Freddy Chacón Arrieta.
Asimismo, asiste en calidad de invitado el MPM. Oslean Mora Valdez, como Director interino de la Junta en temas administrativos de conformidad con el permiso con goce de salario otorgado por el Consejo Superior en sesión N° 17-2021 celebrada el 19 de abril de 2021, artículo XXV
[bookmark: _Toc76714061][bookmark: _Toc74918986]ARTÍCULO I 
Documento N° 917-2021
Aprobación del Acta 28-2021 del 5 de julio de 2021. 
La licenciada Ana Lucrecia Ruiz Rojas no la aprueba por no haber participado en la sesión. 
Se acordó por mayoría:  Aprobar el acta N° 28-2021 de la sesión celebrada el lunes 05 de julio de 2021. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc74918988][bookmark: _Toc76714063]ARTÍCULO II 
Documento N° 916-2021
Secretaría General de la Corte presenta la orden del día para la sesión N° 29-21.
Por unanimidad se acordó: Aprobar el orden del día, presentado por la Secretaría General de la Corte. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc76714065]ARTÍCULO III
Documento N° 969-20, 908-2021
Mediante resolución N° SP-R-2090-2021 remitida el 8 de julio de 2021, suscrita por la licenciada Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, comunicó lo siguiente:
[bookmark: _Hlk76701362]“Superintendencia de Pensiones, al ser las quince horas del día siete de julio del año dos mil veintiuno.

RESULTANDO:
1.	El artículo 242 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, No. 8, reformada por la Ley No. 9544 del 24 de abril de 2018, establece que la Junta Administradora emitirá un reglamento general del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el cual deberá ser aprobado por la Superintendencia de Pensiones.

2.	Mediante la resolución SP-R-2011-2020 de las veinte horas del día seis de octubre de 2020, la Superintendencia de Pensiones aprobó el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

3.	La SUPEN, a través del oficio SP-160-2021 del 10 de febrero 2021, conocido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión No. 008-201, art. III. solicitó valorar “…la oportunidad y conveniencia de lo normado en el artículo 25, inciso a), relacionado con la solicitud de la declaración jurada rendida por un notario público, por el costo que esto implica para el beneficiario, así mismo, se solicita analizar lo normado en el último párrafo del artículo citado, relacionado con el plazo establecido para emitir la aprobación o denegatoria de la solicitud de una pensión, con el propósito de que se considere su razonabilidad desde el punto de vista del lapso de tiempo en que los beneficiarios podrían encontrarse sin percibir ningún ingreso económico”. Asimismo, señaló la SUPEN que se consideraba relevante que  “…el Fondo analice del “Reglamento para el otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada y al poder judicial con recursos del fondo de jubilaciones y pensiones del poder judicial (artículo 240 bis, ley 9544)", el artículo 11, literales a) y b), relacionados con los tipos de préstamos denominados de única amortización y revolutivo; el primero de ellos por los riesgos de crédito y liquidez que podrían implicar una afectación de las reservas del Fondo y el segundo para que se amplíen las condiciones bajo las cuales sería factible su otorgamiento. Lo anterior, en función de lo normado en el artículo 35 del Reglamento de Gestión de Activos, en donde se estable la necesidad de analizar los niveles de tolerancia de riesgo mediante la modelación de escenarios que permitan valorar la conveniencia de los tipos de crédito propuestos.”

4.	En sesión No. 18-2021, art. IX. del 26 de abril de 2021, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial conoce las propuestas de reforma a los artículos 1, 2, 25, 29 y 36 del Reglamento general del régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, tomando al respecto el siguiente acuerdo: “(…) 1.) Tener por recibido el correo electrónico de 21 de abril de 2021, del máster Oslean Mora Valdez, Encargado de Apoyo Administrativo de esta Junta Administradora, mediante el que remite la propuesta de modificación del Reglamento General del FJPPJ. 2.) Hacer el reglamento de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones, en cumplimiento del SP-160-2021, por lo que el MPM. Oslean Mora Valdez, Director a.i. de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, tomará nota para los fines correspondientes. Una vez aprobado por la Superintendencia se procederá con la publicación en el Diario oficial La Gaceta.”

5.	La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por medio del oficio No. 0440-202004 de mayo de 2021, solicitó a la SUPEN analizar los documentos donde se atienden los requerimientos planteados por aquella, con el fin de ser aprobados, conforme lo establece la Ley Orgánica del Poder Judicial en su artículo 242 para, posteriormente, proceder con su publicación en el diario oficial La Gaceta.

6.	El acuerdo tomado en sesión No. 18-2021, art. IX. del 26 de abril de 2021, atrás citado,  no indica la aprobación de las reformas propuestas al reglamento, por lo que la Superintendencia de Pensiones, mediante correo electrónico remitido en fecha 09 de junio de 2021, señaló al Fondo que, si bien en el oficio  No. 0440-2021 de fecha 04 de mayo 2021, se señala que, en el citado artículo IX, se aprueban los cambios propuestos al Reglamento, de la literalidad del acuerdo que se transcribe puede apreciarse que únicamente señala tener por recibida la propuesta, no por aprobada, recordando además que la SUPEN aprueba, no autoriza, el reglamento y sus reformas.

7.	Por el oficio No. 012-DJA-2021 de fecha 21 de junio de 2021, el señor Oslean Mora Valdez, Director Ejecutivo a.i. de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, procedió a informar a la SUPEN que, en sesión No. 25-2021, del 14 de junio de 2021, artículo N° VIII “…la JUNAFO decide aclarar lo referente a la aprobación del citado reglamento, tomando el acuerdo que a continuación se detalla:

“Se acordó por unanimidad: (…) 2.) Aclarar a la Superintendencia de Pensiones que el espíritu de lo acordado por esta Junta Administradora en sesión N° 18-2021 celebrada el 26 de abril de 2021, artículo IX, fue aprobar el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (sic), por lo cual se remitió a esa entidad para la revisión correspondiente.” Conforme a lo anterior, estima atendido el requerimiento presentado por la Superintendencia de Pensiones, quedando a la espera de la aprobación final, con el fin de concluir el trámite de publicación necesario.

8.	Las modificaciones que se solicita aprobar por parte de la SUPEN, destacadas en “negrita”, son las que, de forma comparativa, se transcriben de seguido:

	
NORMAS VIGENTES

	MODIFICACIONES APROBADAS

	Artículo 1. Regulación. 
El presente reglamento regula y desarrolla lo dispuesto en el Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme a lo definido en el artículo 242 de la Ley N°. 9544 Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Contenido en la Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de Mayo de 1993, y sus Reformas, en adelante LOPJ.

	Artículo 1. Regulación. 
El presente reglamento regula y desarrolla lo dispuesto en el Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ), conforme a lo establecido en el artículo 242 de la LOPJ según reforma introducida por la ley N°. 9544 Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Contenido en la Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de Mayo de 1993, y sus Reformas, en adelante LOPJ.

	Artículo 2. Definiciones. 
Para los efectos de este reglamento, entiéndase:

Jubilación: Derecho de la persona servidora judicial de percibir una asignación calculada según los años de servicio y la edad al retirarse libremente de la función judicial y que se adquiere con el cumplimiento de los requisitos fijados por la Ley y que consisten en alcanzar la edad prefijada tanto de la persona como de servicio.


	Artículo 2. Definiciones. 
Para los efectos de este reglamento, entiéndase:

Jubilación: Derecho de la persona servidora judicial de percibir una asignación calculada según los años de servicio y la edad al retirarse libremente de la función judicial y que se adquiere con el cumplimiento de los requisitos fijados por la Ley y que consisten en alcanzar la edad prefijada tanto de la persona como del tiempo de servicio.


	Artículo 25. Documentación.
Documentos que se deben presentar con la solicitud de pensión, ya sea en forma personal o mediante el formulario en línea dispuesto en la página Web de la Dirección de Gestión Humana o de la dependencia o personal que la Junta disponga:

 Declaración jurada rendida ante notario público habilitado para tales efectos, para solicitud de pensión debidamente cumplimentada.

(…)


h) Si la pensión se gestiona para hijos o hijas de la persona fallecida, que presenten alguna discapacidad que no le permita valerse por sus propios medios de manera permanente, deberá aportarse certificación del Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS).



Una vez que se haya recibido la documentación completa, la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que la Junta disponga, deberá rendir el informe respectivo, en un plazo no mayor a dos meses, contado a partir del recibo de la totalidad de la documentación solicitada en este artículo. La Junta deberá conocer la solicitud de pensión dentro del mes siguiente al recibo del informe de las oficinas tramitadoras y en ese plazo, deberá emitir la aprobación o denegatoria de la solicitud de pensión planteada.
	Artículo 25. Documentación
Documentos que se deben presentar con la solicitud de pensión, ya sea en forma personal o mediante el formulario en línea dispuesto en la página Web de la Dirección de Gestión Humana o de la dependencia o personal que la Junta disponga:

 Declaración jurada para solicitud de pensión debidamente cumplimentada.



(…)


h) Si la pensión se gestiona para hijos o hijas de la persona fallecida, que presenten alguna discapacidad que no le permita valerse por sus propios medios de manera permanente, deberá aportarse certificación de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe.

Una vez que se haya recibido la documentación completa, la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que la Junta disponga, deberá rendir el informe respectivo, en un plazo no mayor a dos meses, contado a partir del recibo de la totalidad de la documentación solicitada en este artículo. La Junta deberá conocer la solicitud de pensión dentro del mes siguiente al recibo del informe de las oficinas tramitadoras y en ese plazo, deberá emitir la aprobación o denegatoria de la solicitud de pensión planteada.


	Artículo 29. Requisitos para las pensiones por orfandad. En los casos contemplados en el inciso b) del artículo anterior …

Para el supuesto del punto c) del artículo anterior, se deberá presentar documento idóneo emitido por el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS), en donde certifique que la persona gestionante se encuentra discapacitada.

	Artículo 29. Requisitos para las pensiones por orfandad. En los casos contemplados en el inciso b) del artículo anterior …

Para el supuesto del punto c) del artículo anterior, se deberá presentar documento idóneo emitido por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe, en donde certifique que la persona gestionante se encuentra discapacitada.



	Artículo 36. – Sobre el derecho de jubilación. 
El derecho a la jubilación es facultativo, salvados los casos de incapacidad permanente para el desempeño del cargo, una vez que cumpla con los requisitos previstos en la ley. El derecho debe ser acogido por la Junta Administradora y regirá a partir del día siguiente al cese de las labores como persona servidora activa.

	Artículo 36. – Sobre el derecho de jubilación. 
El derecho a la jubilación es facultativo ejercerlo por parte de la persona funcionaria, salvo los casos de incapacidad permanente para el desempeño del cargo; una vez que cumpla con los requisitos previstos en la ley. El derecho debe ser declarado por la Junta Administradora y regirá a partir del día siguiente al cese de las labores como persona servidora activa.




CONSIDERANDO:
Analizadas las reformas a los artículos 1, 2, 25, 29 y 36 del Reglamento general del régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, aprobadas por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión No. 25-2021, del 14 de junio de 2021, artículo N° VIII, la Superintendencia de Pensiones no tiene objeciones que realizar a las mismas.
POR TANTO:
Se aprueban las reformas a los artículos 1, 2, 25, 29 y 36 del Reglamento general del régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, aprobadas por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión No. 25-2021, del 14 de junio de 2021, artículo N° VIII, según solicitud cursada mediante oficio No. 012-DJA-2021 de fecha 21 de junio de 2021.

-0-
En sesión N° 33-2020 celebrada el 12 de octubre del 2020, artículo VII, se tuvo por conocida la resolución N° SP-R-2011-2020 de las veinte horas del día seis de octubre de 2020, emitida por la Superintendencia de Pensiones, mediante la que se aprueba el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, según solicitud cursada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, asimismo, se hizo de conocimiento de ese órgano que en cuanto al artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta Junta lo interpretaba en concordancia a lo indicado por ese ente rector. 
Luego, en sesión N° 8-2021 celebrada el 22 de febrero del año 2021, artículo III, se tuvo por conocido el oficio SP-160-2021, suscrito por el señor Mauricio A. Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones. Asimismo, se conformó una comisión especial para la atención de estos requerimientos, quienes coordinarán lo necesario, además se remitió a la SUPEN el plan de acción N° FJPPJ011 con el cual se daba atención a lo solicitado, el cual señala “…informe las acciones que llevarán a cabo para atender las observaciones indicadas”, sujetando su cumplimiento a los plazos y actividades ahí establecidas. 
Luego, en sesión N° 18-2021 celebrada el 26 de abril del año 2021, artículo IX, se tuvo por recibido el correo electrónico de 21 de abril de 2021, del máster Oslean Mora Valdez, Encargado de Apoyo Administrativo de esta Junta Administradora, mediante el que remite la propuesta de modificación del Reglamento General del FJPPJ. Asimismo, se hizo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones, en cumplimiento del SP-160-2021. Además, se dispuso que una vez aprobado por la Superintendencia se procedería con la publicación correspondiente en el Diario oficial La Gaceta.
Finalmente, en sesión N° 25-2021 celebrada el 14 de junio del año 2021, artículo VIII, se tuvo por conocidas las manifestaciones de la licenciada Tatiana Martínez Navarro, máster Oslean Mora Valdez y licenciada Rocío Hernández Morelli, respecto a la aprobación del Reglamento General de la Junta Administradora. Además, se le aclaró a la Superintendencia de Pensiones que el espíritu de lo acordado por esta Junta en sesión N° 18-2021 del 26 de abril de 2021, artículo IX, fue aprobar el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por lo cual se remitió a esa entidad para la revisión correspondiente.
-0-
Por unanimidad se acordó: Tener por recibida la resolución N° SP-R-2090-2021 remitida el 8 de julio de 2021, suscrita por la licenciada Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, mediante la cual informa que se aprobaron las reformas a los artículos 1, 2, 25, 29 y 36 del Reglamento general del régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, según solicitud cursada por la Dirección de esta Junta en oficio No. 012-DJA-2021 de fecha 21 de junio de 2021.
La Dirección de la JUNAFO tomará nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc76714067]ARTÍCULO IV
Documento N° 868-2021
El máster Oslean Mora Valdez y el licenciado Fabián Salas Fernández, por su orden, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y Jefe interino del Proceso Financiero, en oficio número 026-PF-2021 del 14 de junio de 2021, en que el máster Ubaldo Carrillo Cubillo, director de la Administración de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social (C.C.S.S.), con oficio N.º GP-DAP-0564-2021, solicitó el traslado de las cuotas aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones Judiciales, del exfuncionario judicial nombre 001, conforme al detalle del documento adjunto:


DATOS 001
-0-
Considerado el informe remitido por la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, mediante oficio número 026-PF-2021 del 14 de junio de 2021, se acordó por unanimidad: Tener por conocida la gestión de traslado de cuotas a favor del señor nombre 001, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) de la Caja Costarricense de Seguro Social y aprobarla, por la suma de ¢1,800,470.73 (un millón ochocientos mil cuatrocientos setenta colones con setenta y tres céntimos), así como al Régimen Obligatorio de Pensiones la suma de ¢292.012.15 (doscientos noventa y dos mil doce colones con quince céntimos) conforme el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y remitir a la Dirección de la Junta Administradora del del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para el trámite correspondiente. Se declara acuerdo firme
[bookmark: _Toc76714069]ARTÍCULO V
Documento N° 879-2021
En sesión de Consejo Superior número 07-2016, del 26 de enero del 2016, artículo XXI, se aprobó la jubilación de la licenciada Alicia María Salas Torres, en condición de Jueza 4 del Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José, sede Suroeste, cuya asignación mensual sería de ¢ valor 001 , a partir del 1 de febrero de 2016.
En oficio número 120-PO-2021 del 30 de junio de 2021, los másteres Oslean Mora Valdez y José Andrés Lizano Vargas, por su orden, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y Jefe de Proceso de Operaciones, informaron:
“Para su estimable conocimiento y lo que a bien estime resolver, en lo relacionado con el beneficio de la jubilada judicial Alicia Salas Torres, cédula número 01-0592-0321, en forma atenta se indica:

1. Que el 25 de mayo de 2021 esta oficina recibió vía correo electrónico la notificación respectiva del SIGA-GH (Sistema de la Dirección de Gestión Humana), correspondiente al nombramiento a favor de la jubilada judicial como Magistrada en la Sala Constitucional, por el período del 02 al 03 de marzo de 2021. 

2. Que a la fecha de recepción de dicha notificación en esta oficina no fue posible suspender el beneficio de jubilación, por lo que, se canceló a la señora Salas Torres, el monto completo del beneficio de jubilación de la I quincena de marzo de 2021.

3. Que con el oficio N° 103-PO-2021 de fecha 22 de junio de 2021 se notificó a la jubilada judicial mediante correo electrónico, la cuenta por cobrar por la suma girada de más en el período del 02 al 03 de marzo de 2021, por un monto total de ¢35.651,66 (se anexan diligencias).

4. Que el 23 de junio de 2021 la señora Salas Torres remitió a esta oficina vía correo electrónico el comprobante del depósito pertinente al pago de la cuenta por cobrar, información que fue confirmada por el funcionario Cristian Gómez Solís de la Unidad de Tesorería del Proceso Financiero de la Dirección de la JUNAFO, vía correo electrónico el 24 de junio de 2021, mediante el cual señala que se refleja el depósito N° 16520018 por la suma de ¢35.651,66 en la cuenta número 229-0000032-9 que mantiene el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con el Banco de Costa Rica, monto que corresponde al beneficio de jubilación girado de más en la primera quincena de marzo de 2021. 

Es importante mencionar que, en razón que se efectuó la recuperación de la suma girada en demasía a la jubilada judicial hasta en el mes de junio de 2021, los montos de Cuota Obrera C.C.S.S. (5%) y Cuota Patronal C.C.S.S. (8,75%), e Impuesto sobre la Renta producto de la cuenta por cobrar por el período del 02 al 03 de marzo de 2021, deberán ser recuperados ante dichas entidades de acuerdo con los procedimientos establecidos a lo interno de esta Dirección.”
-0-
DATOS 002
Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio número 120-PO-2021 del 30 de junio de 2021, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez y José Andrés Lizano Vargas, por su orden, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y Jefe de Proceso de Operaciones, mediante el cual informan sobre la recuperación de la suma girada en demasía a la jubilada judicial Alicia Salas Torres. 2.) Tomar nota de lo indicado por la Dirección de la Junta Administradora del del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en cuanto al trámite de la recuperación de los montos ante las entidades correspondientes.
La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tomará nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc76714071]ARTÍCULO VI
Documento N° 214-2020 / 881-2021
En oficio número 145-PF-2021 del 30 de junio de 2021, el máster Oslean Mora Valdez y el Licenciado Fabián Salas Fernández, por su orden, Director interino y Jefe interino de Proceso Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, remitieron el siguiente informe:
“Conforme lo establecido en el artículo N°. 6 del Reglamento de Gestión de Activos de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) en el cual se indica la obligatoriedad de contar con una Política de Inversiones y efectuar actualizaciones o revisiones de esta, es por esa razón que en la sesión ordinaria del Comité de Inversiones N°. 101 del 24 de mayo de 2021 comunicada mediante oficio N°. 87-PF-21 se hizo de conocimiento de la Junta Administradora del documento aprobado por dicho Comité. 

En cumplimiento de lo normativa citada anteriormente, se requiere que dicho documento sea conocido y aprobado por la Junta Administradora y una vez que se cuente con ese consentimiento sea trasladado a la Superintendencia de Pensiones. 

(…).”
[bookmark: _MON_1687265099]-0-


Por unanimidad, se acordó: Tener por recibido el oficio 145-PF-2021 del 30 de junio de 2021, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez y el licenciado Fabián Salas Fernández, por su orden, Director interino y Jefe interino de Proceso Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y aprobar el documento denominado “POLÍTICA DE INVERSIONES FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL”
La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones tomará nota para lo de su cargo. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc76714073]ARTÍCULO VII 

Documento N° 894-2021
El máster Oslean Mora Valdez y el licenciado Fabián Salas Fernández; por su orden, Director interino y Jefe interino, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante oficio N° 152-PF-2021 del 05 de julio de 2021, manifestaron:
“Conforme las políticas de transparencia, así como lo analizado y aprobado por el Comité de Inversiones en la sesión ordinaria N°. 102 del 21 de junio de 2021, se adjuntan los siguientes documentos:

1. Acta 102-CI-2021 sesión ordinaria del Comité de Inversiones con los respectivos anexos.
2. Informe de Inversiones de la cartera del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al cierre de mayo 2021.
3. Actualización de la Estrategia de Inversiones para el III trimestre del 2021(actualización para julio 2021).
4. Revisión y actualización de la Planificación Estratégica de las Inversiones.

La información detallada y anexada en este documento es, si bien así lo estima, para hacerlo de conocimiento a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”

Seguidamente, se transcribe el acta 102-CI-2021, que dice:


“Acta N° 102-CI-FC-2021 
Comité de Inversiones - Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Información General
Acta de la sesión ordinaria N°. 102 celebrada por el Comité de Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al ser las 14:14:00 horas del lunes 21 de junio de 2021. 

Asistencia:

Integrantes titulares:

· MONTERO ZÚÑIGA CARLOS, Presidente Comité de Inversiones.
· RUIZ ROJAS ANA LUCRECIA, Secretaria de Actas. 
· VELÁSQUEZ CHÁVEZ EDI DARIO, Miembro Externo del Comité de Inversiones.
Apoyo técnico e invitados:
· MORA VALDEZ OSLEAN, Director a.i. Junta Administradora del FJPPJ
· SALAS FERNÁNDEZ FABIÁN, Jefe a.í Proceso de Inversiones.
· CALVO CALDERON BRYAN, Apoyo técnico Comité de Inversiones.

Durante esta sesión se presentaron las siguientes ausencias:
· VILLALTA FALLAS MAURICIO.

Orden del día

El Lic. Fabián Salas Fernández inicia presentando la agenda, señala que debería ser una sesión relativamente corta, se traen los asuntos normativos y los asuntos informativos son cortos también:

· Aprobación acta ordinaria 101-CI-2020 del 24 de mayo de 2021
· Actualización económica Asesor externo.
· Informe de Inversiones FJPPJ mayo 2021.
· Actualización de Estrategia de Inversiones Julio-III trimestre 2021.
· Actualización de Planificación Estratégica de Inversiones.
· Temas informativos.

El máster Oslean Mora señala que debería incluirse en el orden del día la renuncia del señor Mauricio Villalta.

La Licda. Ana Lucrecia Ruiz Rojas indica que la carta no fue copiada al Comité por lo que, considera es mejor que Junta que conoció hoy, baje el acuerdo a los Comités.

El Máster Bryan Calvo consulta si se debería incluir a Don Mauricio Villalta como ausente para hoy, y en la próxima sesión conocer la renuncia formalmente.

Indica la Licda. Ruiz Rojas y el MPM Mora Valdez estar de acuerdo. 

Consulta el máster Eddy Velásquez ¿cómo se justificaría la no presencia del señor Villalta?. 

El máster Carlos Montero Zúñiga, informa, en calidad de presidente de este Comité y miembro de la Junta, el día de hoy se conoció en sesión de Junta Administradora la renuncia de Mauricio Villalta tanto a su posición en la Junta como en el Comité de Inversiones. Esta es la razón de la ausencia del señor Villalta, la comunicación oficial la hará la Junta posteriormente dado que hasta hoy se conoció la nota.

ARTÍCULO 1 - APROBACIÓN DEL ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR

El Máster Bryan Calvo señala que el primer punto en agenda es conocer y dar por aprobada el acta de la sesión anterior N°. 101 del Comité de Inversiones del 24 de mayo del 2021, se cumplieron todos los plazos establecidos en el Reglamento de Gestión de Activos y se cargó en el repositorio para la Superintendencia de Pensiones, de acuerdo al procedimiento establecido en la carpeta de Microsoft Teams. Todos los demás temas fueron efectuados sin ningún contratiempo.

Se somete a aprobación Acta N° 101-CI-FC-2020 de la sesión ordinaria del 24 de mayo de 2021 a las 14:12 hrs.

Se aprueba por unanimidad [x] Se aprueba con disidencia [  ]   No se aprueban [  ]

ARTÍCULO 2 - ACUERDOS EN FIRME 

El Comité de Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de conformidad con las facultades, funciones y responsabilidades establecidas en el Reglamento de Gestión de Activos, emitido por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero:

Considerando:

Aspectos normativos vinculantes del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

1. Conforme se establece en la Ley N°. 9544 “Reforma al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N°. 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial” en su artículo 239, se crea la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la cual dentro de sus atribuciones que la ley le confiere, mantiene los siguientes incisos relacionados con la administración de sus recursos:
 
“Le corresponde a la Junta:

a) Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial.(…)
f) Invertir los recursos del Fondo, de conformidad con la ley y con la normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones.(…)
g) Cumplir con la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero como la Superintendencia de Pensiones.(…)
i) Todas las demás atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos.”

2. El Comité de Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se conforma de acuerdo con lo definido en el Reglamento de Gestión de Activos, Titulo II “Gobierno de las Inversiones”, Capitulo III “Comité de Inversiones”, artículos del 8 al 11, correspondiendo a la Junta Administradora del FJPPJ nombrar a los miembros de este comité.

3. Que conforme a sesión N°. 001-2020 con fecha 27 de enero del 2020, articulo VI y complementariamente mediante el oficio N°. 265-20 (respuesta a 2020SP439) con fecha 11 de mayo 2020, se determina la conformación de los comités de apoyo de dicho Junta Administradora del FJPPJ, estableciendo a las siguientes personas como miembros titulares:

Comité de Inversiones:

· Máster Carlos Montero Zúñiga, Presidente de Comité.
· Máster Mauricio Villalta Fallas, Vicepresidente de Comité.
· Licenciada Ana Lucrecia Ruiz Rojas, Miembro Director de Comité.
· Máster Miguel Ovares Chavarría, Miembro Director de Comité.
· Máster Edi Velásquez Chávez, Miembro Externo de Comité.

4. En amparo al convenio N°. 003-2020 con fecha 27 de enero 2020, establecido entre la Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se designa como secretario de actas al MPM. Oslean Mora Valdez, Jefe del Proceso de Inversiones y como apoyo administrativo al Lic. Fabián Salas Fernández, coordinador de Unidad de Gestión de Portafolios. En ausencia de la Jefatura del Proceso de Inversiones del señor Mora Valdez, por permiso con goce de salario brindado por parte del Consejo Superior del Poder judicial para asumir el rol de Encargado de Apoyo Administrativo de la Junta Administradora del FJPPJ, según acuerdo tomado en sesión N° 75-2020, artículo XVII del 28 de julio del 2020 y prorroga autorizada en sesión N°. 104-2020 del 29 de octubre de 2020, artículo LXIII, este puesto es asumido por el Lic. Fabián Salas Fernández, quien a su vez es sustituido por el MBA. Bryan Calvo Calderón, como apoyo administrativo para el Comité de Inversiones. 

5. Mediante acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N° 18-2020, artículo XXI del 01 de junio del 2020, se procede con la aprobación de la Planificación Estratégica y la Política de Inversiones aplicables a la administración del portafolio de inversiones del citado Fondo.

Conviene en tomar los siguientes acuerdos en firme:

Acuerdo I. 

El máster Eddy Velásquez asesor externo, menciona que lo más importante y a destacar en lo acontecido en el último mes, pues evidentemente está asociado al comportamiento que ha tenido el proceso de vacunación a nivel mundial y a nivel local en contra de la pandemia del COVID, que evidentemente ha sido el factor que ha inmunizado el comportamiento de las diferentes economías y en particular la de Costa Rica. ¿Qué es lo positivo? Que efectivamente ya hay señales clarísimas de recuperación económica en las principales economías a nivel mundial y en particular en Estados Unidos donde ahora la preocupación no viene por el lado de la producción, sino por el lado de los precios, donde ya dado el incremento de la demanda, del consumo y de la inversión, se están generando presiones inflacionarias importantes, por encima del nivel establecido por la FED que debería rondar el 2%, nivel al que ha costado llegar pero que ahora más bien se está sobrepasando a tal punto que la semana pasada la FED informó que producto de las presiones inflacionarias que se están generando, ya se están planteando con mayor rigurosidad el analizar o posibilitar el aumentar las tasas de interés a finales del 2022 o principios del 2023, cuando en primera instancia se había hablado que, se eso se iba a retomar hasta finales del 2023. Esto porque efectivamente se está viendo una recuperación fuerte de la economía estadounidense e, insiste, también a nivel mundial se están dando señales importantes de recuperación económica.

En Costa Rica igualmente, dada esa situación, se están generando, tal vez no tanto en el nivel de precios, porque ciertamente todavía falta mucho por generar producción, crecimiento y empleo, porque todavía estamos muy debajo de lo que teníamos antes de la pandemia. Sin embargo, sí hay señales claras sobre todo en el mercado monetario, en el cual se están dando presiones para seguir bajando las tasas de interés, esto producto de que hay señales que el déficit fiscal se está mejorando, ya hay un superávit primario y esto son señales que ayudan a generar una perspectiva más positiva de la economía. Ya hubo una aprobación en primer debate de la “Reforma al Empleo Público”, lo cual es un requisito para tener acceso a los recursos del Fondo Monetario Internacional. Aunque pareciera que después de la aprobación han surgido detractores de dicho proyecto y se está llenando de situaciones que posiblemente podrían imposibilitar que en segundo debate esto pueda discutirse con la agilidad que se hizo en el primer debate. Pero en general se observa que la economía se está estabilizando poco a poco, sin embargo, jamás se está logrando llegar a los niveles que se tenían antes de la pandemia, pero lo que sí es importante para efectos del FJPPJ, es que las tasas de interés continúan con la tendencia de estar a niveles sumamente bajos. La Tasa Básica ha llegado a los bajos históricos nunca vistos, llegó incluso a 3,15% y pareciera que la tendencia va a seguir en esa línea de bajar las tasas de interés, lo cual enfrenta a la imposibilidad de poder a futuro generar rendimientos reales competitivos como se ha hecho históricamente y eso también obliga a enfrentar con mayor impulso el tema de ir a mercados internacionales para ver cómo se puede de alguna forma diversificar y mejorar de alguna forma la rentabilidad a futuro, porque con los niveles de tasa de interés que actualmente se tienen difícilmente se va a lograr los indicadores de rentabilidad real que los estudios actuariales han planteado. En resumen, eso es lo que de su parte quería comentar en cuanto a qué es lo que está pasando en nuestra economía y a nivel mundial.

El Lic. Fabián Salas comenta que, en cuanto a la demanda en el mercado de valores, ha estado “movidillo”, hay bastante volumen tranzando en lo que cabe del mercado costarricense. Sí se han visto mayores volúmenes en colones y en dólares, se han seguido presionando los precios y se dan ciertos movimientos impulsados por los movimientos del principal emisor, Gobierno. Tal vez hablar por otro lado que el tipo de cambio ha estado bastante, bastante estable, entre 617 a 619 en todo este mes, con el Banco Central comprando dólares, pero vendiéndoselos al mismo mercado del Sector Público no financiero y entonces por ahí empuja un poco el tema de las reservas, pero el tipo de cambio está bastante estable, llama la atención que se mantenga estable conociendo las presiones que vienen de afuera, por lo que se podría inferir que el tipo de cambio podría tener una ligera tendencia hacia el alza y como bien lo apuntaba don Eddy las tasas presionándose en el corto plazo a la baja. Entonces básicamente confirmar lo que mencionaba don Eddy sobre la importancia de seguir monitoreando el mercado internacional de cara a lo que se viene.

El máster Carlos Montero, comenta que estuvo leyendo que el Banco Central había dado unos créditos para Pymes y demás y casi todos los bancos públicos y privados optaron por esa línea de crédito, le parece que eran como $900 millones que se prestaron en un plazo corto. Consulta ¿los bancos se están capitalizando de esa forma y no están recurriendo al mercado? ya que el Lic. Fabián Salas indicó que ha visto el mercado “movido” y eso lo lleva a la siguiente pregunta ¿cómo se ven las tasas de rendimiento que se están obteniendo con respecto a la tasa actuarial que se había definido para temas del fondo?

El Lic. Fabián Salas, indica que tal vez no se explicó, cuando habló del mercado se refería al mercado secundario, en mercado primario efectivamente los bancos siguen haciendo uso de esas facilidades que el BCCR les dio y el crédito y sus necesidades de liquidez las están llenando por ese lado, no están acudiendo al mercado a recoger, al decir “movidillo” es en mercado secundario. Las tasas en el corto plazo que es donde ellos están colocando, privados y públicos, están bastante bajas lo que lleva a ser aún más estratégicos a la hora de colocar, aumentar un poquito la duración para poder seguir manteniendo el “spread” sobre la tasa actuarial. Como bien lo apuntaba don Eddy, esas opciones ya se han estado acabando. Se han tocado puertas e incluso se está analizando un emisor de la parte de Financieras porque la parte de privados están colocando únicamente en el corto plazo y con tasas relativamente bajísimas. En el contexto actual es bastante complicado mantener los niveles de rentabilidad que se están teniendo en la cartera. Cada vez va a ser más complicado porque como se apuntó, en el corto plazo las tasas van a tender a la baja. Los niveles de liquidez, revisando las estadísticas del BCCR, tampoco están como hace unos meses que las tesorerías estaban inundadas, los niveles han bajado, pero mantienen la posibilidad de no tener que acudir al mercado a presionar las tasas para llenar esas necesidades de liquidez. Y es que el crédito, como se ha conversado en otros momentos, está frenado, hay ligeras señales de que podría empezar a repuntar, pero no es una marcada tendencia, no es una confirmación como llaman en análisis técnico, no es una marcada señal de que la tendencia que se va a mantener hacia el alza, son apenas ciertos destellos, de manera que las tasas van a seguir bajas por lo menos en el corto plazo.

El máster Carlos Montero consulta si ¿nosotros nos estamos satisfaciendo con mercado secundario o no es suficiente?.

El Lic. Fabián Salas responde que se está complicando porque el mercado secundario lo que hay es únicamente Gobierno, algunos vencimientos vinieron a liberar el límite que se tiene en concentración en el Sector Público, entonces ahí se puede reposicionar y a eso se refiere con lo de aumentar un poquito la duración. Eso es básicamente lo que se está haciendo. En dólares si se ha tenido la oportunidad de hacer algunas negociaciones, pero son básicamente fondos inmobiliarios, tampoco es que se ha tenido la oportunidad de ir a un privado a tener tasas altas en dólares. Cada vez son menos las oportunidades que se tienen en el mercado local, más bien se están liberando límites, pero es por vencimientos y en algún momento se tiene la esperanza de recolocar en alguna buena oportunidad que se presente, negociando con las tesorerías o bien ir a mercados internacionales no solo a buscar diversificación sino también rentabilidad, obviamente respetando siempre los niveles de riesgo y el apetito que han definido los Comités y la Junta Administradora.

El máster Bryan Calvo, comenta, en complemento a lo expresado por el señor Salas respecto al límite de la tasa objetivo, hoy el Gobierno en la subasta de hoy asigna un título a 2036 a un 8,15% y un 2029 a un 7%, donde antes se observaban en títulos 2030-2033 y 2035 rendimientos por encima del 10% y 11%.  Es aquí como se ha dado esa baja de tasas que golpea los rendimientos de los Fondos, si bien es cierto se gana por temas de valoración porque se tienen gestiones hechas antes de este ajuste con instrumentos de largo plazo, pero al momento de reposicionar los recursos que se tienen ahorita se tiene que aumentar un poquito más la duración de la cartera en busca de encontrar cierta estabilidad al rendimiento que se viene manejando. Más adelante se va a ver en el resultado del mes que por lo menos se ha logrado sostener un poquito por ahí en niveles del 7%, y el corto plazo es el que ha sido más golpeado. El Gobierno asignó un mayo 2022, poco más de un año, a un 2,19%, lo que muestra que las tasas han venido a la baja y probablemente, si la tendencia se mantiene, el segundo semestre se sigan observando niveles muy bajos que refuerzan la necesidad de lo que comentaba don Fabián que en mercados internacionales buscar complemento de rendimiento y diversificación.

El máster Carlos Montero consulta ¿cómo vamos con el tema de la capacitación que se había aprobado contratar?, ¿se ha ido moviendo o no hay opciones todavía?

El máster Bryan Calvo responde que sí se ha tenido avance, a finales del mes anterior los compañeros del Comité de Riesgos y un representante del Proceso de Inversiones recibieron una de las capacitaciones con el INCAE y ahorita la parte operativa está recibiendo otra con la Bolsa Nacional de Valores en un curso especializado en mercados financieros internacionales que concluye el 30 de junio, fueron 15 sesiones. 

Para la Junta aún se está en negociaciones con la UCR para llevar a cabo dos módulos, se ha atrasado un poquito porque la UCR ha tenido que moverse para inscribir como tal los dos módulos y sacarlos como un programa para poder brindar un título y poder certificar el conocimiento que están dando, toda esa parte operativa sí hay llevado un poco de tiempo, sobretodo coordinar con el profesor horarios y disponibilidad de tiempo para que de varias opciones para que la mayoría de los miembros de Junta puedan aprovechar y puedan participar en el curso. El de la UCR se espera que la próxima semana remitan la propuesta formalmente con horarios y todo lo demás para trasladarla a la Junta por medio de don Oslean y que se definan un par de horarios específicos para poder llevar ese curso.

La Licda. Ana Lucrecia Rojas, consulta ¿qué si el inicio fuese para julio o agosto?.

El máster Bryan Calvo indica que la intención era arrancar por ahí del 15 de julio 2021, la intención es coordinar que sea un lunes después de la Junta o ya se trasladaría a un horario después de las 5:00 p.m. para ver si el profesor puede ajustarse. La intención es llevar a la Junta varias propuestas para ver como sirve más, porque como es específica para todos los miembros de Junta, tratar de llevar a la mayoría.

Se acuerda:  

· Tener por recibida la actualización económica por parte del asesor externo y representantes del Proceso de Financiero.

Acuerdo por unanimidad [x] Acuerdo con disidencia [  ]   No se aprueban [  ]

Acuerdo II. 

El máster Bryan Calvo señala que el siguiente tema en agenda es la presentación de los resultados del mes de mayo. El mes se presenta a nivel de indicadores muy interesante porque como se puede observar aumentó el valor total de cartera en un 3,96% con respecto al último cierre de diciembre, el valor facial asciende a poco más de ¢631.000 millones con un valor de mercado por encima de los ¢652.000 millones y un facial dolarizado por encima de los mil millones de dólares, todo esto distribuido en 21 emisores.

Visto por distribución en su fecha de vencimiento, en el corto plazo que es la columna previa al color verde, lo que queda de este año se tienen vencimientos por ¢34.000 millones, de los cuales una porción muy importante corresponde a un vencimiento del Instituto Costarricense de Electricidad (ICE) para el mediados del mes de setiembre en un instrumento tasa básica, se ha tenido comunicaciones por parte del emisor, a través de una llamada la semana anterior, para informar que están interesados en realizar una gestión de canje de este instrumento. El análisis que se va a hacer va orientado en ver el reposicionamiento de esos recursos porque es una porción muy importante, son ¢16.500 millones, que estarían venciendo en el Sector Público y ya se sabe las implicaciones que tienen las posturas en estos emisores y ver la posibilidad de realizar un análisis previo por parte de los compañeros del Proceso de Riesgos para analizar la situación financiera del ICE por toda la situación que se ha presentado con las NIIF y todo el problema de auditorías y estados financieros que han tenido durante el último semestre. La intención es analizarlo en dos vías: primero el análisis de riesgos y segundo el reposicionamiento de esos recursos porque el vencimiento es bastante cuantioso y ver la posibilidad si no se renueva o si no se hace la gestión de canje, dónde se podrían estar colocando esos recursos valorando la situación del nivel de rendimiento que se pueda obtener.

En el segundo tracto se tienen los instrumentos de mediano plazo, con corte al 2026, sacando lo que se tiene en el 2022 en UDES que son cerca de ¢60.000 millones se tendría una porción distribuida muy equitativamente en cerca de los ¢64.000 millones promedio. Actualizando las gestiones con respecto a las TUDES, en día anteriores se recibió un correo oficialmente por parte de Ministerio de Hacienda que de momento no estarían en posibilidad de ejecutar un canje con estos instrumentos por la situación del presupuesto y que es un solo instrumento físico entonces se tendría que canjear en su totalidad, por lo que no habría posibilidad de hacerlo en fracciones, entonces tienen que contar con todo el presupuesto completo para poder llevar a cabo alguna gestión de canje con ese instrumento.

A partir del 2027 ya se contempla como largo plazo, se observa una distribución un poquito menor en cuanto a instrumentos de largo plazo. Y en el 2099 que se ubican todos los instrumentos de fondos inmobiliarios y el fondo de desarrollo.

Analizando la distribución de la cartera por moneda (gráfico a la derecha en la parte superior) se observa que el 73% se ubica en colones, el 14,76% en dólares y las Unidades de Desarrollo aportan el 11,5% de las posturas en distribución por moneda. Por sector el 79,05% a nivel facial se encuentra ubicado en instrumentos del Sector Público, un 13,27% en el sector privado y para los títulos de participación se destina un 7,68% de la cartera.
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Continúa con el resultado de la gestión, en el cual se incluye el resultado de las ventas que en su momento se conversó a nivel de Comité y que don Mauricio consultó el mes pasado. Indica que se logró ejecutar la primera de las ventas con ganancia de capital (cuadro esquina superior a la derecha) con un instrumento del ICE en dólares que vence en noviembre de 2021, se logró ejecutar una venta por $885.000 faciales con una ganancia de $20.000 esto representa un 2,31% del facial. Esa fue la primera venta ejecutada en mayo, para junio ya se tiene otra venta que también está generando un porcentaje de ganancia similar, de poco más del 2%, por lo que se ha logrado cumplir con el objetivo de realizar la venta y con ganancia de capital a un precio por encima de lo que se había presentado en el análisis del mes de abril. Por el lado de las compras indica que este mes fue “fructífero” porque se logró ejecutar compras en el sector privado, se reposicionó un buen monto que fueron ¢6.500 millones en dos emisiones del Banco Davivienda, que tiene calificación AAA y a un plazo promedio de 1.151 días y un rendimiento del 5,27%. 

En dólares se logró otra compra del Fondo de Desarrollo del Banco Nacional por $244.000 y como parte de la gestión de vencimientos de instrumentos categorizados como “no autorizados” vencieron varios CDP del Banco de Costa Rica en dólares que fueron muy cercanos al final del mes por un total de $13 millones, los cuales se están acumulando para hacer algunas gestiones activas con emisores privados, pero por la poca o nula oferta de emisores en este mes se ha complicado un poco esta gestión. Se han realizado algunas compras de fondos inmobiliarios para compensar el rendimiento y la otra porción se estaría destinando para la gestión de mercados internacionales. Este monto permitiría evitar esas pérdidas por negociación en el Monex o tener que salir a hacer esas comprar por medio del Banco Central y tener que hacer toda la gestión si ya se cuenta con los dólares, reposicionando instrumentos categorizados como “no autorizados” en instrumentos ya sea privados o mercados internacionales. Agrega que más adelante mostrará como ese vencimiento permitió ajustar los límites de riesgo en el Sector Público, de manera que esa gestión tiene que ser muy estratégica para poder mantener este indicador del Sector Público en un nivel muy interesante.

Para el mes de mayo el límite en el Sector Público contemplando la totalidad de los recursos que conforman al FJPPJ llegó al 76,88%, el gráfico a la derecha se aprecia como en los meses anteriores, dada la situación por pandemia y lo comentado por don Carlos en cuanto a que los bancos tenían estos recursos que le prestó el Banco Central, las colocaciones era mínimas, la necesidad de recursos que tenían las tesorerías. Eso obligó a invertir, con el fin de mantener los niveles de rendimiento que se han venido manejando, en el sector público, en el mismo de siempre, Gobierno. Por eso venía en caída libre el indicador de “spread” que se tiene con respecto al límite total en el sector público, pasando de 3,18% en diciembre del 2020 a un 2,07%-1,92%-1,85% hasta cerrar en 1,70% en el mes de abril. Para el mes de mayo con solo que vencieran los instrumentos del BCR y no fueran renovados en el sector público, permitió recuperar el “colchón” prácticamente a los niveles que se tenían en diciembre del 2020 llegando a un 3,12%, por eso mencionaba que la colocación de estos dólares tiene que ser estratégica para que ese límite no vuelva a los mismos niveles que tenía anteriormente. 

De ahí la importancia de manejar esos dos escenarios: mantenerlos en el sector privado con los niveles de tasa ya comentados, sacrificar un poco el rendimiento o destinarlos definitivamente a la gestión en mercados internacionales ganando tanto en la diversificación y buscando una alternativa que permita darle algún tipo de sostenibilidad al rendimiento por medio de esas inversiones en mercados internacionales. El efecto de este vencimiento de esos instrumentos permitió que el límite de los instrumentos contemplados como no autorizados bajara en 135 puntos base y se ubique en 18,75%, estas gestiones van en función del informe que la Superintendencia solicitó para el mes de julio con el detalle de instrumentos no autorizados en cartera, por eso mencionaba que toma más importancia porque la intención sería renovarlos o colocarlos en instrumentos estandarizados de la mejor calidad crediticia y que permitan mantener los niveles de rendimiento.
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En cuanto a la distribución según los emisores, explica que en el top se encuentra el Ministerio de Hacienda con un 71,46% del activo, el ICE en segunda posición con un 3,71%, Banco Davivienda que escaló algunos peldaños en función de las colocaciones del mes anterior con un 2,47%, Banco Improsa con un 2,15% y en quinto lugar el Banco de Integración Económica con un 1,56%. Explica que, tal y como se puede observar, en todos los emisores existe espacio para crecer, la situación que presenta es que no se tienen ofertas de colocación. En lo que va del mes solo el BAC ha salido a captar recursos con un instrumento a menos de un año, de manera que no ha habido oferta, no ha habido interés de las tesorerías todavía por captar recursos, se ha conversado con todos los bancos privados para ver que intenciones tienen y sobre todo en los dólares, pero la respuesta ha sido que de momento no tienen ningún interés o que todas las colocaciones serían a menos de un año con los dólares, donde los niveles de tasa son muy bajos, cercanos a 1,5%.

En lo que respecta al indicador de liquidez para el mes en cuenta corriente quedaron ¢3.500 millones de colones, recursos para el pago de la primera planilla del mes de junio. El límite comprende desde una vez la cantidad de recursos que se tienen que pagar en planilla hasta 2,5 veces las obligaciones de un mes, en mayo el indicador se sitúa en 1,40 muy por debajo del indicador central de 1,75.

En cuanto a los indicadores de rentabilidad de la cartera, explica una diapositiva en la que se visualizan los resultados de los últimos 12 meses de gestión, en el mes de mayo el rendimiento real subió en comparación con el mes de abril desde el 6,69% hasta el 7%, pese a que se tuvo un alza en la inflación, donde pasó de un 1,21% a 1,34% para el mes de mayo. Según lo que se comenta por parte del Banco Central se visualiza que ese nivel de inflación llegue a niveles del 2% durante todo este año. Explica que hace poco leía una noticia sobre el tema del precio de los combustibles que según se estima para el próximo año el precio del barril llegue a rondar los $100 por unidad, considerando que este año se han dado entre 6 y 7 aumentos y el nivel de precios de precios del combustible ha llegado a rondar los $70, es muy probable que, si esto se da, para lo siguientes meses se visualizasen aumentos en el nivel de los precios de los combustibles y se sigan trasladando a los usuarios, y que esto a su vez se traduzca en inflación y repercuta en el valor del rendimiento real. Si bien es cierto el rendimiento nominal (columna color verde) se ha sostenido por la gestión que se ha comentado de aumentar un poquito la duración y buscar rendimientos un poco más altos en función de un plazo más alto, esto retoma aún más la importancia que se haga de aquí en adelante por esta previsión que se tenga que hacer en función del crecimiento de la inflación en segundo semestre, para mantener un rendimiento real acorde con los indicadores vistos anteriormente y con el objetivo del rendimiento del estudio actuarial definido en un 5,05% (línea punteada en rojo).
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Al comparar el indicar con resto de los periodos al cierre anual se observa que se mantiene un nivel del 7% muy por debajo del 7,73% que se registró al cierre del 2020 pero, que se ha visto influenciado por ese aumento en la inflación, hay poco más de 50 pb en el aumento de la inflación, pero el rendimiento nominal que ha tenido el fondo se ha mantenido muy cercano al 8,40% siendo 8,69% el resultado del año anterior, de manera que el rendimiento nominal se ha mantenido estable pero lo que ha afectado es el tema de la inflación. 

El máster Eddy Velázquez, comenta que efectivamente el rendimiento real está tendiendo a disminuir y ahora con los niveles de rendimiento de mercado tan bajos, como lo indicaba Bryan, en las últimas emisiones que sacó Hacienda a largo plazo andaban alrededor del 8,5% y con esos rendimientos va a ser difícil poder mejorar el rendimiento real, eso hablando de emisiones a muy largo plazo. Agrega que esto lo que obliga es a ocuparse en darle mayor énfasis en el tema de buscar otras opciones, posiblemente fuera de Costa Rica, porque esa tendencia se va a mantener y eso está sucediendo en todos los operadores del mercado, en todos los inversionistas institucionales. Es importante visualizarlo, presentarlo y partir de ello ir tomando decisiones porque a futuro esto va a traer efectos hacia la baja en el rendimiento real, cosa que no se quisiera seguir materializando. Básicamente es un comentario a raíz de lo que está sucediendo con el entorno macroeconómico y el tema de los rendimientos de mercado.

Se acuerda:  

· Tener por recibido el Informe de Inversiones FJPPJ mayo 2021 y los resultados obtenidos.
· Tomar nota de lo consignado con respecto al rendimiento y el aumento en los niveles de inflación, así como las previsiones indicadas para el segundo semestre. 

Acuerdo por unanimidad [x] Acuerdo con disidencia [  ]   No se aprueban [  ]

Acuerdo III. 

El máster Bryan Calvo continúa con el siguiente tema que sería la actualización de la estrategia de inversión para el mes de julio, del III trimestre del año, indica que realmente en este punto no hay variaciones sustanciales ni ningún tipo de cambio. Tal y como lo comentaba don Fabián el Proceso de Riesgos tiene en análisis un par de emisores: un fideicomiso y una financiera, por un tema de sesiones ellos (Proceso de Riesgos) harían de conocimiento de su Comité los dos emisores en la sesión del jueves. De manera que para el siguiente mes se traería a conocimiento y aprobación, si bien lo estiman, dos emisores nuevos uno de estos ha manifestado su interés de, en cuanto sea aprobado y si pasan el filtro, una vez realizados los análisis, realizar algunas colocaciones interesantes y están abiertos a cualquier tipo de oferta que se les pueda hacer para llevar a cabo alguna negociación. Con respecto a la estrategia no habría ninguna variación sustancial, consulta ¿si existe alguna duda o aporte? 

No se presentan consultas u observaciones por parte del Comité, por lo que se da por aprobada la estrategia para el siguiente mes y trimestre.

Se acuerda:  

· Se aprueba continuar con la estrategia vigente y en las condiciones planteadas para el III Trimestre 2021.

Acuerdo por unanimidad [x] Acuerdo con disidencia [  ]   No se aprueban [  ]

Acuerdo IV. 

El Lic. Fabián Salas señala que se quedó pensando en la relación de la inflación con las tasas de interés, indica que de no estar en esta coyuntura pues presionaría un poco el nivel de inflación las tasas nominales buscando mantener el premio en la rentabilidad real, pero ante esta situación “estamos complicados”, tasas bajas e inflaciones presionando hacia el alza; la situación lleva a continuar trabajando para poder mantener esos niveles, no es que esté diciendo que se puedan venir abruptamente a la baja los resultados, pero si hay que adelantar que sí podría tener alguna incidencia.

Indica que el siguiente tema es la actualización de la planificación estratégica de inversiones. Por normativa, en el Reglamento de Gestión de Activos, en el artículo N° 7 obliga a tener un documento actualizado. Se actualizó el año pasado, cuando básicamente se le hizo pocos cambios, es una guía de cómo se debe ir trabajando para alcanzar las metas en el corto plazo, este año con algunos de los ajustes que se están trabajando según la planeación de la Junta, de este Comité y el trabajo operativo, obliga a sí a algunos puntos de este documento normativo que exige la Superintendencia de valorar estos cambios.

En cuanto a la actualización de la información básicamente es, actualizar la información de lo que es el personal activo, los beneficiarios del fondo y el beneficio promedio que se obtiene, este es el primer cambio que se le estaría haciendo a este documento. El segundo cambio que se está proponiendo va en la misma línea, es un cambio que deriva del último estudio actuarial que se tiene y básicamente es que el Comité y Junta han decidido utilizar el rendimiento base del estudio actuarial como objetivo de rendimiento, entonces se está básicamente modificando esa parte del 5,05% que anteriormente era 4,90%; esto obliga a seguir manteniendo rendimientos altos y buenos resultados, adicionalmente se ha identificado una oportunidad de mejora que tenía el documento, básicamente en lo que se refiere a la gestión en Mercados Internacionales. Textualmente “para el segmento invertido en Mercados Extranjeros se definirá un benchmark con el cual dar seguimiento al comportamiento de dicha cartera, será definido en la Política de inversiones…”

También debe traerse a Comité el documento de la Política de Inversiones, básicamente como se ha vendido conversando en sesiones tras anteriores, básicamente se va a empezar con lo que todo mundo empieza, dándole seguimiento con un instrumento que abarque todos los sectores del mercado, lo que es el ETF que sigue al S&P, de manera que como benchmark adelanta que lo que se está proponiendo es el índice del S&P, en ese caso está sencillo. Conforme se vaya trabajando en los cambios en cuanto a la asignación táctica, en la parte estratégica, ahí se deberá ir ajustando ese benchmark, el cual se propondría al Comité para eventuales modificaciones o si se sienten cómodos midiendo esa parte de la gestión de la cartera internacional con ese portafolio benchmark que se va a ir construyendo o si se le hace algún tipo de modificación. 

De lo anterior deriva el siguiente cambio que se está proponiendo para aprobación, el primero venía en esta parte del documento la otra si es un poquito más operativa. Este documento sigue los principios y los incisos que el Reglamento de Gestión de Activos obliga que tiene que tener el documento, de manera que hay que trabajar en la asignación estratégica de activos, es un documento general, por lo que, hay que incluir mercado local e internacional. Hace referencia a una parte del documento donde se incluye la referencia a mercados internacionales y justo pensando en eso se incluyó el límite del 10% que está aprobado por la Junta Administradora y por el Comité de Inversiones para mercado internacional. En cuanto a la asignación estratégica se está proponiendo un cierto manejo que se ha conversado pero que no se había plasmado en ningún documento, la manera en que se va a trabajar es de lo macro a lo micro.

Con respecto a la gestión en Mercados Extranjeros se utilizará como base las siguientes consideraciones, primero se propone una etapa de asignación estratégica de activos en la cual se propone una distribución por clase de activo (renta fija, renta variable), en función al perfil de riesgo aprobado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y se va a revisar, esta asignación estratégica, una vez al año.

Luego se realiza una asignación táctica de activos con la aplicación de movimientos poco significativos a los porcentajes asignados, agrega “la receta básica que generalmente se maneja es 60%-40%, 70%-30% con 70% en renta variable y 30% en renta fija o se parte el parte el ayote por la mitad 50-50”, en función a esa asignación estratégica se baja un poquito y se va modelando en función a lo que es la coyuntura económica o propiamente los movimientos del ciclo económico, se sobre pondera o sub pondera uno de los dos sectores en la parte de la clase de activo propiamente.

Partiendo de esa asignación se baja un poco y se hace una distribución individual de activos en la que se realiza una asignación por cada tipo de activo, evaluando que funciona más trabajar en renta variable, si ETF o fondos mutuos y de igual forma cómo se va a trabajar la renta fija si se va a trabajar con fondos mutuos o si va a ir directamente al bono, con lo que se ha conversado se va a ir trabajando esa distribución individual de activos. Que ya anteriormente se había conversado que la parte de ETF se va a utilizar para renta variable y los fondos mutuos para la parte de renta fija y que, difícilmente a no ser que haya una muy buena oportunidad se iría directamente a comprar el bono.

Partiendo de esa distribución individual de tipo de activos se baja a lo que es ya propiamente la selección, “aquí vamos a hacer un análisis de dos ETF que quiero yo, si el XLV o el SPY o que quiero si el QQQ o el que replica el NASDAQ de otra casa” aquí es donde se va a trabajar en ese análisis relativo de cuál instrumento tiene mejores indicadores. Ya se ha hablado de los indicadores que se van a trabajar y en función a esa distribución individual vamos a seleccionar el mejor activo que se considere en función a los resultados que dé el análisis.

Todo lo que se conversado se condensa en estas actividades que se están trabando, indica que “se implementará un seguimiento periódico que se ha definido en los mecanismos de control en las otras que se habían trabajado en la hoja de ruta, entonces se implementará ese seguimiento periódico y estrategia de rebalanceo en función a lo que es la asignación táctica. Esos pequeños movimientos en función a cómo se va moviendo el ciclo económico o la coyuntura ahí se va a ir moviendo para evitar no desviarse mucho y después también se va a considerar cualquier requerimiento de liquidez…”, aunque difícilmente haya que traer inversiones que se estén teniendo afuera para el mercado local, pero podría ser si la normativa lo exige o por alguna “corrida de jubilados” o alguna parte normativa dice que hay que pagar este montón de pensiones entonces se tendría que hacer uso de esa inversiones, repatriarlas, cambiar dólares por colones y pagar esas pensiones. Se está dejando ahí, es un escenario que no se está viendo que pase, pero por lo menos se está dejando en este documento.

En cuanto a las particularidades operativas de la gestión en dichos mercados se planteará en lo que es la Política de inversiones que ya también ha sido aprobada y en la estrategia de inversiones que ya una vez que se esté en mercados extranjeros se le seguirá pasando a Comité y la estructura que exige el regulador. La parte de la definición del portafolio benchmark ya se había trabajado.

Le parece que eso es lo único que se estaría trabajando en cuanto a este documento y se trae para aprobación, ya que debe ser aprobado por Comité y luego pasarlo a la Junta porque también debe aprobarlo para enviarlo a la Superintendencia o por lo menos comunicarle a la Superintendencia que se hicieron estos trabajos o se propusieron estos cambios a nivel de este documento. 

Consulta ¿queda alguna duda?, ¿están de acuerdo con la actualización del documento?, básicamente es seguirse alineando a lo que pide la Superintendencia y se encontraron esas oportunidades de mejora por lo que se decidió de una vez atenderlas y no la parte de los cambios de la normativa como tal.

El máster Carlos Montero comenta que en cuanto a los límites de inversión que se hablaba del 10% en mercados internacionales ¿no será bueno también ponerle algún tope por emisor o por país?, ¿o se deja abierto al 10% sin detallarlo mayormente?
 
El Lic. Fabián Salas explica que esta parte de la asignación estratégica es un poco más la parte global que va llevar a conseguir los resultados en el corto plazo, la parte más operativa ya lo que es la asignación táctica se pasa a la Política ahí es donde se establece “lo que es renta variable por poner un ejemplo, después de renta variable pasamos a ETF, de ETF pasamos a qué sectores, de qué sectores pasamos a… Entonces ahí nosotros vamos modelando la cartera. Creo que en algún momento nosotros les presentamos esa asignación de activos y digamos de esa forma nosotros limitando por región, vamos limitando por sector, vamos limitando por clase de activo… Digamos que vamos haciendo una combinación que nos permita diversificar por cada uno de los aspectos a considerar”. De manera que es ahí donde se limitaría lo que es por región, por sector y algunos otros elementos que ahorita se les escapan, pero son muchos las variables que se consideraron para la diversificación: sectores, país, zona, renta variable, renta fija, bonos, ETF, fondos; sí hay un mayor nivel de diversificación y ahí es donde se presenta a Comité para que tome la decisión de, por ejemplo, si hay una concentración muy alta en Estados Unidos entonces la decisión sea tener un poco más en Europa, entonces en la asignación estratégica en la parte táctica se iría a buscar qué movimientos se podrían hacer para incorporarlos a la asignación de activos que permita tener exposición no solo a Estados Unidos sino también a Europa. Agrega que esa asignación se estaría presentando en la próxima sesión de Comité porque, como viene en la Política de Inversiones de Mercados Internacionales, es ahí donde, ya se había hecho una, pero se traería ya actualizada.

La Licda. Ana Lucrecia Ruiz expresa una duda con respecto al “filtro” de todas esas variables que van a limitar el instrumento ¿se incorporarían en la Política, las aprueba el Comité y no hace falta que pase por Riesgos?, simplemente a nivel de Procesos de Inversiones versus Comité o ¿habría que también canalizarlo a nivel de Riesgos?

El Lic. Fabián Salas explica que la parte de esa asignación inicial se conversó en cuanto a límites de inversión con Riesgos y ellos habían puestos ciertos límites de inicio que es ya lo macro y de lo cual no se puede salir. Si se quisiera que ellos (Riegos) hagan una revisión de estos documentos ya habría que solicitarlo, pero ellos ya pusieron un límite para cada clase de activo.

La Licda. Ana Lucrecia Ruiz comenta que es mucho mejor, porque así no entorpece la operativa o el flujo del Comité de estar esperando los criterios de Riesgos.

El máster Bryan Calvo comenta que también ellos (Proceso de Riesgos) están haciendo ese trabajo de análisis de cada uno de los instrumentos, según lo que ha comentado con don Rodolfo, ellos también dentro del análisis van a hacer algún tipo de recomendación.

El Lic. Fabián Salas efectivamente ya cuando se esté en ese “uno a uno” que se estaría revisando un ETF contra otro ETF se mandan los dos a Riesgos para que hagan sus análisis y establezcan su recomendación. Ya cuando se decide en la última etapa la selección de activos, se tiene por fuerza que enviarlo a Riesgos, pero esta otra parte de ya aprobado el instrumento se puede hacer esos rebalanceos con los instrumentos que se tengan aprobados, según como se piense que estratégicamente es lo más recomendable para el fondo.

El máster Eddy Velásquez comenta que aquí lo importante es que la Política y luego la estrategia les posibilite o les de la flexibilidad que requieran para interactuar en mercados internacionales, que es muy diferente a como se hace en mercado local. Recuerda que el mercado internacional es mucho más activo y donde las volatilidades son mucho más amplias y por tanto hay que tener esa posibilidad de actuar en cualquier momento y en cualquier circunstancia sin estar pidiendo permisos para todo, eso es importante que dentro de la Política y la estrategia quede todo bien definido de manera que ustedes (Unidad de Gestión de Portafolios) tengan toda la flexibilidad para poder interactuar con la libertad y responsablemente, obviamente y para eso son las políticas, estrategia y que quede muy bien definido dentro del planteamiento que se está haciendo. Por eso el tema de la asignación estratégica, táctica, la distribución individual, por activos y dentro de los mismos activos es fundamente que esté previamente aprobada y previamente analizada por el área de Riesgos. Le parece que lo que se está planteando es válido y merece la aprobación.

El Lic. Fabián Salas indica que, no habiendo criterio contrario, se elevaría para aprobación de la Junta Administradora.

Se acuerda:  

· Aprobar la actualización del documento de Planeación Estratégica de Inversiones y elevarla para conocimiento y aprobación de la Junta Administradora.

Acuerdo por unanimidad [x] Acuerdo con disidencia [  ]   No se aprueban [  ]

Acuerdo V. 

El Lic. Fabián Salas da inicio al conocimiento de los temas informativos haciendo referencia a un acuerdo que se tomó en la sesión N° 24-2021 de la Junta Administradora donde básicamente se presentó el informe de conciliación del portafolio de inversiones con el Custodio la cual se hace mensualmente. Se acordó dar por conocido ese informe con fecha al 30 de abril, se deja constancia de los motivos por los cuales se presentan diferencias, básicamente son diferencias de metodología de decimales, hay unas pequeñas diferencias en cuanto a metodología de decimales, básicamente responden a la metodología que se utiliza a nivel de bolsa y como se trabaja el tema del impuesto de la renta, entonces básicamente responden a eso. Y hay una diferencia que no debería considerarse así, porque es una diferencia de metodología de cómo se calculan los cupones proyectos de los “tasas básicas”, entonces como son cupones proyectados nosotros (Proceso Financiero) estamos calculando como dice la normativa el cupón vigente y el custodio también, en ese cupón vigente no hay diferencia, pero si ellos proyectan de una forma su Tasa Básica y nosotros proyectamos los cupones de nuestra forma, entonces ahí sí hay una pequeña diferencia. Por lo anterior que se solicitó a la Junta Administradora que comisionara al Proceso Financiero para que hiciera la consulta de si existía o existe alguna metodología para calcular esos cupones de tasa básica, por lo que se está trabajando con la Unidad de Tesorería básicamente en esa consulta a SUGEVAL y se traería la consulta y si hay respuesta de la SUGEVAL se traería en el próximo Comité para su conocimiento.

Entonces básicamente hay un acuerdo que dice: “Hacer del conocimiento inversiones y de auditoría para su respectivo seguimiento”, es para comentarles que la Junta solicitó que se presentara a Comité como órgano técnico, pero básicamente esa es la diferencia que se está dando en las “tasas básicas”, de parte del Proceso Financiero se considera que no hay ninguna metodología que esté asociada a algún reglamento de CONASSIF que diga cómo calcular los cupones a futuro de los “tasas básicas”, básicamente respondería a una metodología interna de cada operador. Ya se está trabajando en eso y para el próximo Comité se indicaría cuál fue la respuesta de la SUGEVAL y se sustituiría lo que dice la nota que ahorita es una diferencia de metodologías entre el custodio y el FJPPJ por básicamente lo que responda la SUGEVAL. Este es el primer tema informativo que para conocimiento y seguimiento, la consulta debería irse esta semana, debió irse hoy, pero ante algunas situaciones operativas, muy probablemente se vaya mañana a la SUGEVAL.

El segundo tema informativo responde a un acuerdo de Comité y una solicitud expresa de doña Ana Lucrecia que solicitó presentar los costos asociados que tiene cada puesto de bolsa a nivel local para transacciones en mercado internacional.

En el caso del BAC estaría cobrando lo que cobra a nivel local más $48,75 sean ETFs, sean bonos, acciones, sean fondos mutuos o sea lo que sea, van a cobrar adicionalmente a lo que cobran hoy por hoy en mercado local $48,75. Ellos manejan una buena estrategia a nivel de mercados internacionales, la forma en la que trabajan es bastante particular, tienen un buen equipo de trabajo, por lo que considera un buen “partner” para comenzar a trabajar mercados internacionales.

El INS a pesar de su tamaño cobra lo mismo que cobrar ahorita por transacción en el mercado local (0.008%) más $0.01 por cada ETF, por acción o participación, sin son 1000 entonces es $0.01 por 1000 participaciones, esto para las compras y en caso de las ventas le adicionan un factor variable, ahí depende de nosotros hacer el trabajo del ETF que vayamos a querer porque muy probablemente ellos (INS) vayan a sugerir alguno que tenga penalidad más alta a la hora de vender, entonces hay que tener mucho cuidado con el ETF que se vaya a escoger. En Tesoros cobrarían $100 aunque si son plazos más largos puede ser que los costos sean menores, y no trabajan la parte de fondos mutuos, por lo que se puede ver que tienen sus limitaciones para poder utilizarlos de primera mano, pero siempre es una opción.

BN Valores, cobraría un poco más que la parte que cobraría el BAC y el beneficio estaría en que estarían cobrando menos por cada transacción y no le adicionan ese $0.01 por participación o ETF, únicamente cobrar $37.75 por transacción adicional al 0.011% en el valor transado. En los fondos mutuos si les cuesta un poquito más, entonces hay que ir trabajando estratégicamente con los puestos de bolsa. Si es un fondo mutuo habría que ir con BAC porque sale $31.25 más barato entonces hay que ir haciendo ese trabajo de discernir, cuál es la mejor opción que me dan en cuanto a costos a nivel local.

El BCR cobra 0.008%, hay un costo de $90 un poco más alto que lo que cobra el BAC y BN Valores y dice que por boleta si le adicionan ese $0.01 por acción o participación en el ETF, como costos de los intermediarios internacionales, en los bonos es nada más por boleta no hay que sumar ningún costo adicional. 

Como se puede apreciar todos tiene costos diferentes, entonces ahí la parte operativa es la que tiene que analizar muy bien cada vez que se va a ir a hacer una transacción a nivel internacional, valorar cada uno de estos costos asociados para ver con quién beneficia. De primera se vería que los fondos mutuos hay que irlos a trabajar con BAC y que los ETF y que los bonos y acciones, aunque de estas últimas no se van a comprar, a no ser que alguno de ellos “se toque el corazoncito y la bolsita y diga me pongo a competir y le bajo esas comisiones”, ese es trabajo adicional que en la negociación se podría estar dando, pero oficialmente esto es lo que presentan.

El máster Eddy Velásquez comenta que le parece que lo peor que se podría estar haciendo cuando se está en mercados internacionales es estar pidiendo cotizaciones a diferentes puestos para una sola operación porque eso es más complejo, el tiempo es mucho más limitado y piensa que aquí lo ideal es que se trate de negociar de una vez, se le ocurre, que no hay que pensar mucho, los dos puestos más agresivos y que tienen más experiencia en este tema son BAC y BN Valores. Lo que haría es pedirles a ellos (puestos) cuál es la mejor oferta que me pueden hacer y decirles, por ejemplo, en el caso del BAC, decirle que se tiene una contraparte que me está ofreciendo $37.75 en ETF ¿ustedes pueden ajustarse a esa tarifa para trabajar con ustedes?, igual con el BN Valores, decirles que se tiene otra oferta que por fondos mutuos $48.75 ¿estarían anuentes ajustarse a esa tarifa?. Un poco es para que de una vez se tengan claramente con quién se va a trabajar para que no vayan a hacer todo el proceso que de por sí es complicado y ponerse a competir en el momento con diferentes puestos pueden enredar todo. La verdad es que su recomendación es esa, que lo puestos de mayor experiencia, “expertise”, conocimiento e incluso le parece que el BAC está un pasito por delante del BN Valores porque ellos tienen experiencia real, propia en mercados internacionales, tienen la casa matriz incluso en Estados Unidos. Un poco es eso que de una vez se defina con cuál puesto se va a trabajar para a partir de ahí la operativa sea mucho más sencilla, esa es su recomendación con base a la experiencia que ha tenido con otros inversionistas institucionales que se han animado a ir a mercados internacionales.

La Licda. Ana Lucrecia Ruiz indica que comparte el comentario de don Eddy, enfocarse en dos de los más grandes y que tengan más experiencia y “expertise” en el asunto, porque estar cotizando a cada uno y eventualmente si se necesita un criterio rápido y que coticen, tardan un poco y se va el negocio por esperar la respuesta de uno, es mejor enfocarse en dos de ellos para darle agilidad al proceso y no tener que estar pendientes de la respuesta tardía de uno u otro.

El máster Bryan Calvo, señala que le gustaría complementar este cuadro de costos, con el costo de la custodia que también a nivel de custodio hay una diferencia entre lo que es cartera local y cartera internacional entonces por ejemplo con el BCR que es el custodio ahorita centralizado, el servicio custodia tiene un costo de 0.0035% sobre saldos administrados, entonces este es un costo que, eventualmente, porque aún está en negociación ese tema de la custodia podría también venirse a sumar a lo que es mercados internacionales. 

El máster Eddy Velásquez expresa que el tema de la custodia es independiente del tema del corretaje, obviamente hay que valorar cuál es el que oferta mejores condiciones. Cree que en ese tema de la custodia BN Valores siempre ha estado por encima del resto.

El Lic. Fabián Salas indica que efectivamente son aparte y que esos costos no se cargan al fondo sino a la Junta Administradora, en esa línea ya se tiene el estudio de las diferentes tarifas que maneja, por lo que es algo que hay que ir considerando porque, adelantándose un poco, dentro de las negociaciones que se vayan a dar con el Banco de Costa Rica también vayan a cobrar eso porque actualmente en mercado local no nos están cobrando “un cinco” y la esperanza es que no sigan cobrando la custodia a nivel internacional, como parte de esa relación comercial que se tiene con esa institución, no obstante es algo que todavía se está negociando y hay que esperar cuales son los resultados de esas negociaciones que están haciendo la gente de Dirección Ejecutiva que está trabajando en esa línea. Por lo que se comunicará posteriormente que se definió con ese costo de la custodia internacional y, si es muy caro con el BCR, tocará valorar el resto de las tarifas que ofrecen los otros custodios.

La Licda. Ana Lucrecia Ruiz menciona que tiene un asunto vario y que es con respecto a la información del Fondo que se envía vía correo electrónico a la población activa y jubilada porque hace ratillo que no ve la información de inversiones con respecto a la conformación del fondo, la rentabilidad y los títulos. La última que tiene en correo es de marzo, no sabe si faltó la de abril y mayo o está pendiente o fue que ella se la “brincó”.

El Lic. Fabián Salas indica que va a revisar la parte del boletín, explica que los compañeros de Riesgos, con los datos que se pasan de la Unidad de Gestión de Portafolios, lo complementan con los datos de Riesgos y ellos hacen el envío masivo. Por lo que va a revisar primero si fue una situación puntual de doña Ana Lucrecia o si realmente pasó algo. Le parece que no, que sí se han pasado puntualmente pero igual va a revisar.

El máster Oslean Mora comenta que revisando la que falta es la de mayo y que efectivamente no ha salido. Hay que revisar con José Andrés por qué no ha salido, probablemente por el tema del cierre debía estar saliendo esta semana, pero la de abril y la de marzo sí están comunicadas. En cuanto a lo de la custodia comenta que es necesario hacer una aclaración, a nivel normativo la Superintendencia exige que sea una custodia centralizada, simple y sencillamente para hacer más fácil el proceso de revisión o verificación que ellos ejecutan. Eso amarra a que lo que se tiene en custodia local lo tiene que tener también en custodia internacional, hay que tener todo centralizado. 

De momento, al menos en esta primera etapa, hay que ser honestos, de momento no se visualiza la posibilidad de ir al 25% o 50% del portafolio en mercado internacional, eso no es una posibilidad real que se vea en los próximos años del futuro inmediato. De manera que el costo de custodia de la parte internacional debería ser muchísimo más barato que el costo de ir a pagar a otro custodio tanto la custodia local como la internacional, porque muy probablemente ningún otro custodio brinde tarifa cero el alguno de estos beneficios. Eso lo comenta porque, aunque ofrecieran para custodia internacional una tarifa mucho más baja, lo cierto del caso, es que por normativa el fondo está amarrado. Es importante aclararlo que todavía está en negociación, que se está procurando que el costo sea el mínimo posible para la parte internacional, que sería entendible que sí al final cobren algo, bajo el criterio que al fin y al cabo ellos (custodio) son intermediarios y tendrán una tarifa que cancelarle a algún tercero, pero si procurar que sea el mínimo posible. Lo otro es que hay que buscar la manera de que estos costos de salir a mercados internacionales, buscar la forma de que efectivamente ya se cubran con presupuesto de la Junta que estaría ya implementándose a partir de 2022 con un presupuesto propio y se tiene que estar considerando ese tipo de elementos, esto para terminar de rellenar el tema.

El Lic. Fabián Salas comenta que solo quedaría pendiente ponerse de acuerdo para la próxima sesión, hay una situación particular porque lo que servía por cuestiones de cierre y para no correr con los indicadores, se tenía el 26 de julio, pero es feriado porque trasladan el 25, entonces no sabe si se propone el miércoles 28 o miércoles 21, porque el 19 todavía se tiene espacio, pero si estarían cortos de tiempo en cuanto a la información contable para lo de los rendimientos, la de la cartera si es más sencilla porque depende de nosotros entonces es más sencillo tener la información, pero hay alguna información que se podría estar quedando y ya sea que no se presente o si se puede correr y tenerla sería para el 19 pero le gustaría valorar otras opciones.

El máster Carlos Montero explica que en su caso los miércoles los tiene amarrados porque están sesionando con las diferentes direcciones entonces tienen sesiones programadas todos los miércoles, piensa en lunes 19 pero sino podría ser el viernes de esa semana, no sabe cómo queda, porque los miércoles le queda pegado porque tiene esas reuniones y sesión el jueves entonces es el único día que le queda para prepararse para el jueves.

La Licda. Ana Lucrecia Ruiz propone el martes.

El máster Carlos Montero los martes señala que está saliendo entre 4 y 5 de la tarde de Consejo, entonces él no pone nada martes en la tarde porque tendría que cancelarlo. Por ejemplo, mañana tiene una sesión de la comisión de transparencia a las 5 de la tarde porque como es con doña Patricia la sesión y la Comisión ella las pone tarde para que, de chance de salir de sesión, por lo que martes y jueves le queda enredado, tal vez jueves en la tarde, le queda bien los viernes y si no los lunes.

Acuerdan sesionar el viernes 23 de julio en horas de la tarde.

Se acuerda:  

· Dar por conocidos las diferencias en la conciliación de custodia y la consulta que se planteará ante la SUGEVAL.
· Tener por presentado el estudio de costos de transacción con cada puesto de bolsa para mercados internacionales.
· Convocar para la sesión ordinaria de julio 2021 el viernes 23 de julio de 2021.

Acuerdo por unanimidad [x] Acuerdo con disidencia [  ]   No se aprueban [  ]

FIN DE SESIÓN.”
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Por unanimidad, se acordó: Tener por rendido el oficio N° 152-PF-2021 del 05 de julio de 2021, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez y el licenciado Fabián Salas Fernández; por su orden, Director interino y Jefe interino, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el que hacen de conocimiento de esta Junta los siguientes documentos: a.) Acta 102-CI-2021 sesión ordinaria del Comité de Inversiones con los respectivos anexos. b.) Informe de Inversiones de la cartera del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al cierre de mayo 2021. c.) Actualización de la Estrategia de Inversiones para el III trimestre del 2021(actualización para julio 2021). d.) Revisión y actualización de la Planificación Estratégica de las Inversiones.
La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y el Comité de Auditoría tomarán nota para lo de su cargo.  Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc76714075]ARTÍCULO VIII
Documento N° 977-2020, 870-2021
Mediante oficio N° DJ-AJ-C-358-2021 del 29 de junio de 2021, el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, informó:
“En atención al oficio N° 304-2021 de 23 de marzo del 2021, mediante el cual comunicó el acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 11-2021 celebrada el 8 de marzo del 2021, artículo XIX, le remito el informe solicitado.

I. Antecedente de la gestión:

Mediante oficio N° 304-2021 de 23 de marzo del 2021, se comunicó el acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 11-2021 celebrada el 8 de marzo del 2021, artículo XIX.

[bookmark: _Hlk9928881]En dicha sesión se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“El integrante Villalta Fallas toma la palabra y plantea en el pleno de la sesión, si los integrantes de este órgano colegiado tienen impedimento de participar en campañas políticas, en razón de que no tiene certeza de la naturaleza jurídica del puestos con relación al empleo público.

El integrante presidente Hernández Solano manifiesta que sería prudente realizar la consulta a la Dirección Jurídica, indicando que aclare la consulta presentada por el integrante Villalta Fallas y que adicione al criterio que tipo de relación tienen los integrantes de esta Junta Administradora con la institución, relativo al empleo público, tomando en consideración que no todas las personas integrantes son empleados judiciales (como lo es el caso de las personas jubiladas y las que no laboran para el Poder Judicial).

Se acordó por unanimidad: Solicitar a la Dirección Jurídica que remita un criterio analizando las dudas presentadas por el integrante presidente Hernández Solano y por el integrante Villalta Fallas, con la finalidad de contar con dictamen en donde se clarifique que tipo de relación tienen las personas integrantes de este órgano con el empleo público, tomando en consideración que no todas las personas integrantes son empleados judiciales (como lo es el caso de las personas jubiladas y las que no laboran para el Poder Judicial).” (Énfasis suplido)
[bookmark: _Hlk532472081][bookmark: _Hlk532472081]
II. Análisis:

De previo a la exposición del criterio, se estima oportuno recordar que, en aplicación de lo dispuesto en el Reglamento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, contenido en la circular 251-2017, aprobado por la Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia en el artículo XXXIII de la sesión número 47-14, celebrada el día 06 de octubre de 2014, debe entenderse que esta Dirección cumple funciones de asesoría jurídica en términos generales respecto de los alcances de la legislación vigente y no sustituye la valoración de cada caso concreto que legalmente compete al órgano administrativo decisor consultante, en virtud de lo cual, este acto constituye una orientación jurídica general sobre la base de la información y solicitud que plantea ese órgano colegiado, sin que se prejuzgue  o sustituya la capacidad de toma de decisiones que le compete a ese órgano consultante.

Es así como frente a la presente solicitud de criterio, hay que recordar que la labor de la asesoría legal en materia de criterios jurídicos, es orientar en los alcances legales del ejercicio administrativo, pero un  límite legal y ético de quienes ejercen una adecuada asesoría jurídica, es no sustituir a los órganos competentes en el ejercicio de su decisión, sino tan solo ofrecer elementos para su valoración o de lo contrario, los órganos de decisión quedarían vaciados de su autoridad, sus competencias y responsabilidades y quedarían tan solo como simples repetidores o ejecutores de lo que el abogado diga, lo que haría que, en la práctica, sea el asesor jurídico quien ostente el poder institucional, a contrapelo de la decisión de la sociedad expresada en la legislación que otorga y deslinda las competencias públicas.

A.- Sobre la existencia de impedimento para las personas integrantes de la Junta Administradora (órgano colegiado) del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de participar en campañas políticas.

Consulta la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, si los integrantes de ese órgano colegiado tienen impedimento de participar en campañas políticas.

A manera de preámbulo, ha de mencionarse que la Constitución Política contempla un Poder Judicial independiente y que sólo está sometido a la Constitución, a la ley y a las resoluciones que dicte en los asuntos de su competencia (véase artículos 9 y 154).  Asimismo, está dispuesto por el legislador en la Ley Orgánica del Poder Judicial (artículo 2).

Además, en el artículo 9 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se establece de forma general una serie de prohibiciones aplicables para todo el funcionariado judicial; precisamente los incisos 5) y 6) regulan el tema de la siguiente manera:

“Artículo 9.- Se prohíbe a todos los funcionarios y empleados del Poder Judicial:

[…]

5.- Cualquier participación en procesos políticos electorales, salvo la emisión de su voto en elecciones generales.

6.- Tomar parte activa en reuniones, manifestaciones y otros actos de carácter político electoral o partidista, aunque sean permitidos a los demás ciudadanos.
[…]” (Énfasis suplido)

Al respecto, también debe mencionarse que el artículo 102 inciso 5) de la Constitución Política, establece que dentro de las funciones del Tribunal Supremo de Elecciones está la de investigar -por sí o por medio de delegados- y pronunciarse con respecto a toda denuncia formulada por los partidos políticos sobre parcialidad política de los servidores del Estado en el ejercicio de sus cargos o sobre actividades políticas de funcionarios a quienes les esté prohibido ejercerlas.  Esta norma de rango constitucional permite comprender que el Constituyente quiere que la política no se inmiscuya en la labor de los servidores del Estado en el ejercicio de sus cargos, lo cual constituye un deber ético de los servidores públicos que laboran para el Poder Judicial.

Asimismo, mediante la Circular N° 162-2013[footnoteRef:2] de la Secretaría General de la Corte del 19 de setiembre del 2013, se comunicó a todas las personas servidoras judiciales del país, el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en la sesión N° 85-13 celebrada el 3 de setiembre del 2013, artículo C, en que se dispuso comunicar a toda la población judicial, la prohibición de participar en procesos políticos electorales, o bien externar su afinidad por cualquier medio electrónico o red social, en el entendido de que solo podrán emitir su voto en las elecciones nacionales convocadas por el Tribunal Supremo de Elecciones. [2:  Publicada en el Boletín Judicial N° 209 del 30 de octubre del 2013.] 


Por su parte, el Código Electoral[footnoteRef:3], en el artículo 88, es diáfano al establecer lo siguiente: [3:  Ley N° 1536 del 10 de diciembre de 1952.] 


“Artículo 88.-Prohibición para empleados y funcionarios públicos

Prohíbese a los empleados públicos dedicarse a trabajos o discusiones de carácter político electoral, durante las horas laborales y usar su cargo para beneficiar a un partido político.

El Presidente y los Vicepresidentes de la República , los Ministros y Viceministros, el Contralor y el Subcontralor Generales de la República , el Defensor y el Defensor Adjunto de los Habitantes, el Procurador General y el Procurador General Adjunto, los presidentes ejecutivos, directores ejecutivos y gerentes de las instituciones autónomas, los gobernadores, los oficiales mayores de los ministerios, los miembros de la Autoridad de Policía, los agentes del Organismo de Investigación Judicial, los Magistrados y empleados del Tribunal Supremo de Elecciones, los Magistrados y funcionarios del Poder Judicial que administren justicia, el Director y empleados del Registro Civil y quienes tienen prohibición en virtud de otras leyes, no podrán participar en las actividades de los partidos políticos, asistir a clubes ni reuniones de carácter político, utilizar la autoridad o influencia de sus cargos en beneficio de los partidos políticos, colocar divisas en sus viviendas o vehículos ni hacer ostentación partidista de cualquier otro género.

No podrán presentarse a emitir su voto portando armas los miembros de la Autoridad de Policía, los agentes del Organismo de Investigación Judicial ni quienes desempeñen funciones semejantes de autoridad.

En materia electoral, los funcionarios incluidos en los párrafos segundo y tercero de este artículo, únicamente podrán ejercer su derecho de emitir el voto el día de las elecciones, en la forma y condiciones establecidas en este Código.” (Énfasis suplido)

En ese sentido, dicho cuerpo normativo, en el artículo 153 en relación con el artículo 88 antes transcrito, también advierte que: “Será sancionado con inhabilitación absoluta para ejercer cargos públicos por un período de dos a seis años:

[…]

d) Los funcionarios públicos que contravinieren la prohibición contenida en el artículo 88.” (Énfasis suplido)

Lo anterior se complementa con el artículo 102, inciso 5) de la Constitución Política, el cual establece como una de las atribuciones del Tribunal Supremo de Elecciones:

“5) Investigar por sí o por medio de delegados, y pronunciarse con respecto a toda denuncia formulada por los partidos sobre parcialidad política de los servidores del Estado en el ejercicio de sus cargos, o sobre actividades políticas de funcionarios a quienes les esté prohibido ejercerlas. La declaratoria de culpabilidad que pronuncie el Tribunal será causa obligatoria de destitución e incapacitará al culpable para ejercer cargos públicos por un período no menor de dos años, sin perjuicio de las responsabilidades penales que pudieren exigírsele. No obstante, si la investigación practicada contiene cargos contra el Presidente de la República, Ministros de Gobierno, Ministros Diplomáticos, Contralor y Subcontralor Generales de la República, o Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, el Tribunal se concretará a dar cuenta a la Asamblea Legislativa del resultado de la investigación;” (Énfasis suplido)

Obsérvese que no solamente el Código Electoral señala una serie de prohibiciones para los funcionarios públicos citados de forma taxativa, sino que también, la Ley Orgánica del Poder Judicial lo hace extensivo para todas las personas servidoras judiciales de forma general y, además, la Constitución Política establece el procedimiento respectivo para aquellas personas que incumplan en el caso de las denuncias formuladas por los partidos políticos.

A mayor abundamiento, el Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial”[footnoteRef:4], en el artículo 33, dispone lo siguiente: [4:  Comunicado mediante Circular N° 72-2019 del 10 de mayo del 2019 y publicado el 31 de ese mes.] 


“Artículo 33. Participación política y uso indebido del cargo para beneficio de agrupaciones políticas

Ninguna persona servidora judicial podrá participar en procesos y actividades político-electorales: asistir a clubes, reuniones, manifestaciones, votar en las elecciones internas de las agrupaciones políticas y cualquier otro acto de carácter político electoral o partidista, ni externar opiniones o comentarios que explícitamente se puedan interpretar como una declaración de pertenencia o de rechazo a una determinada filiación política partidaria, esto incluye cualquier medio de información, redes sociales o Internet, con la única salvedad, de la emisión de su voto en las elecciones nacionales.

Tampoco podrán utilizar el cargo, sus funciones, la autoridad o influencia que pueda derivarse de él, así como cualquier otro recurso público asociado a su ejercicio, para beneficiar a un partido político.

En adición, tendrán prohibido dar donaciones o contribuciones de cualquier tipo a partidos políticos, o a candidatas o candidatos en todo proceso de elección popular.” (Énfasis suplido)

Dicha disposición, se debe complementar con el artículo 2 de ese mismo Reglamento, el cual indica:

“Artículo 2. Ámbito de aplicación.

Las normas contenidas en este Reglamento serán aplicables a todas las personas que laboran en el Poder Judicial, sea en propiedad, interinas o suplentes, sin perjuicio de lo dispuesto en otras normas, y serán obligatorias para todas ellas, en lo que les sea aplicables de acuerdo con sus competencias y responsabilidades. Lo anterior también comprende a las personas meritorias o a quienes desarrollen programas de voluntariado, pasantías y trabajos para fines académicos.” (Énfasis suplido)

En síntesis, en las prohibiciones internas se contempla:

· Cualquier participación en procesos políticos electorales, salvo la emisión de su voto en elecciones nacionales (v.g. las Elecciones Municipales y las Elecciones Presidenciales, lo cual es no solamente un derecho sino un deber ciudadano).

· Tomar parte activa en reuniones, manifestaciones y otros actos de carácter político electoral o partidista, aunque sea permitido al resto de la ciudadanía.

· Externar su afinidad por cualquier medio electrónico o red social (v.g. opiniones o comentarios que explícitamente se puedan interpretar como una declaración de pertenencia o de rechazo a una determinada filiación política partidaria), en el entendido de que solo podrán emitir su voto en las elecciones nacionales convocadas por el Tribunal Supremo de Elecciones.

· Utilizar el cargo o sus funciones, la autoridad o influencia que pueda derivarse de él, así como cualquier otro recurso público asociado a su ejercicio, para beneficiar a un partido político.

· Proveer donaciones o contribuciones de cualquier tipo a partidos políticos o a personas candidatas en todo proceso de elección popular.

En todo caso, la Sala Constitucional, en la resolución N° 2014000868 de las 14:30 horas del 22 de enero del 2014, con respecto a la participación de las personas funcionarias judiciales en las contiendas electorales, en lo que interesa, señaló:

“II.- SOBRE LA PARTICIÓN DE LOS FUNCIONARIOS JUDICIALES EN LAS CONTIENDAS ELECTORALES. El tema que plantea el recurrente ya fue dirimido en la sentencia número 2883-96 de las diecisiete horas del trece de junio de mil novecientos noventa y seis, en la que se expresaron los motivos por los cuales no resulta inconstitucional que los funcionarios judiciales deban abstenerse de participar activamente en las contiendas electorales tanto internas de los partidos como nacionales, en general. En este sentido, se dijo:

“…SOBRE EL FONDO.- LIMITACIONES IMPUESTAS A LOS SERVIDORES PÚBLICOS, RELATIVAS AL EJERCICIO DE ALGUNAS MANIFESTACIONES DERIVADAS DE DERECHOS POLÍTICOS.- Si bien la Constitución Política consagra los derechos y deberes políticos (artículos 90 y siguientes), los derechos de asociación (artículo 25) y reunión (artículo 26), de conformidad con la reiterada jurisprudencia de la Sala, el ejercicio de los derechos fundamentales no es ilimitado. El legislador puede introducir limitaciones a dichos derechos, siempre y cuando, éstas sean justificadas, razonables, proporcionadas y no lesionen el contenido esencial de aquellos. Es así como se ha considerado que:

"Debe tenerse presente que el legislador desconoce o viola el contenido esencial de un derecho, cuando crea normas que limitan, hacen impracticable, dificultan más allá de lo razonable o lo despojan de la necesaria protección. Porque al violarse ese contenido esencial del derecho, se quebranta la Constitución que a su vez protege ese contenido esencial intangible para el legislador." (Sentencia Nº 2134-95 de las 15 horas del 2 de mayo de 1995 en igual sentido véase sentencia Nº 425-91 de las 15:12 horas del 20 de febrero de 1991).

De manera que, al igual que los otros derechos fundamentales, el derecho de reunión y en general el de participación en los procesos político- electorales, también son susceptibles de limitaciones impuestas por el legislador, quien constitucionalmente está facultado para regular el modo de ejercicio de éstos, máxime cuando como en el caso bajo examen, están de por medio los rasgos definitorios intrínsecos a la naturaleza de la función judicial del Estado y los deberes de los servidores públicos que laboran para el Poder Judicial.

Seguidamente se analizarán varios temas que guardan estrecha relación con el punto central a discutir en esta acción; es decir, sobre la validez constitucional de las limitaciones que el legislador impone a los servidores públicos relativas al ejercicio de ciertas manifestaciones de derechos políticos reconocidos por la Carta Fundamental a todos los ciudadanos.
[…]

C) LA IMPARCIALIDAD COMO DEBER ETICO DE TODO SERVIDOR JUDICIAL.-De conformidad con el artículo 47 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, las personas que laboran para el Poder Judicial se denominan "servidores". Sin embargo, para efectos de comprensión del texto de la mencionada ley, se distingue entre "funcionarios que administran justicia", "funcionarios" y "empleados". A criterio de la Sala, las prohibiciones que imponen las normas aquí impugnadas, se extienden a todos los servidores judiciales; esto se desprende con toda claridad del texto de la ley, como seguidamente se verá.

El artículo 88 del Código Electoral en lo que interesa a esta acción establece:
[…]

Por su parte, el artículo 9 incisos 5 y 6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial señala:

[…]

Estas limitaciones fueron analizadas por la Corte Plena en la sesión celebrada el 21 de enero de 1985, y el acuerdo se comunicó mediante circular publicada en el Boletín Judicial Nº 16 del 23 de enero de 1985. Dicho acuerdo dice:

"CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.
A LOS FUNCIONARIOS Y EMPLEADOS JUDICIALES, SE HACE SABER:

Que la Corte Plena, en la sesión celebrada el veintiuno del corriente mes de enero, tomó nota de una comunicación del Tribunal Supremo de Elecciones, en que transcribe un Acuerdo tomado por ese Tribunal, que en lo que interesa expresa:

"Queda prohibido a todos los empleados públicos -durante las horas de oficina-, dedicarse a trabajos o discusiones que tengan carácter de propaganda política.

Los funcionarios y empleados del Poder Judicial no podrán tomar parte en las actividades de los partidos políticos ni asistir a clubes o reuniones de carácter político electoral, ni utilizar la autoridad o influencia de sus cargos en beneficio de los partidos, ni usar divisas o distintivos de los partidos políticos, colocar vivas en sus viviendas y hacer ostentación partidista de cualquier otro género, debiendo limitarse a emitir el voto, el día de las elecciones generales, que se efectuarán el 2 de febrero de 1986, lo anterior conforme con el artículo 88 del Código Electoral. San José, 22 de enero de 1985 ..."

En otra ocasión, la Corte Plena conoció la gestión presentada por varios servidores judiciales, en la cual uno (Ricardo Barrantes López, escribiente 2G-4 del Juzgado Sexto Civil de San José) deseaba colaborar ad-honorem, como delegado del Tribunal Supremo de Elecciones; y los otros (Bernardo Masís Hernández, notificador de la Sala Constitucional y Edwin Calvo Umaña, prosecretario del Tribunal Superior de Trabajo) hicieron la consulta acerca de si los empleados judiciales tienen algún impedimento legal para emitir su voto en las convenciones internas de los partidos políticos, para firmar la adhesión a un partido político y en general sobre el alcance del artículo 9 inciso 5) de la Ley Orgánica del Poder Judicial. El acuerdo de Corte Plena de la sesión ordinaria Nº 26-93 celebrada el 7 de junio de 1993 dispuso:

"Artículo LXXXVI

... Discutido el asunto, se acordó: Comunicar a los señores Barrantes, Masís y Calvo que los funcionarios y empleados del Poder Judicial no podrán tomar parte en las actividades de los partidos políticos ni asistir a clubes o reuniones de carácter político electoral, ni utilizar la autoridad o influencia de sus cargos en beneficio de los partidos políticos, colocar vivas en sus viviendas y hacer ostentación partidista de cualquier otro género, y que, en consecuencia, deben limitarse únicamente a emitir el voto el día de las elecciones generales. Así fue resuelto en la sesión del 21 de enero de 1985. Circular publicada en el Boletín Judicial número 16 del 23 de enero de ese mismo año."

Considera la Sala que las prohibiciones y limitaciones en materia electoral impuestas a los servidores judiciales tienen validez constitucional, porque los deberes de objetividad y neutralidad, y los principios de independencia e imparcialidad, cubren no sólo a aquellos funcionarios que administren justicia, sino también a aquellos otros servidores que laboran en puestos de apoyo de la administración de justicia entendida como servicio público. El deber de imparcialidad no corresponde exclusivamente al juez. El servicio público justicia también se presta mediante la intervención de servidores de apoyo que, aunque no administran justicia en sentido estricto, cumplen funciones importantes para la buena prestación este servicio público. Todas las tareas que corresponden a los servidores públicos, en última instancia benefician o perjudican a los usuarios, según el correcto o incorrecto modo de desempeñar el cargo. El Estado de Derecho se caracteriza, entre otros aspectos, por el trato igual en las prestaciones públicas. De manera que no tiene sentido garantizar con gran celo la imparcialidad de los jueces y abandonarla en relación a los otros servidores judiciales. Porque el servicio público justicia se presta, no sólo dictando resoluciones judiciales, sino también notificando a las partes, atendiendo al público, evacuando consultas, mostrando y custodiando expedientes que el usuario necesite fotocopiar, ordenando y girando dineros, o cualquier otro acto procesal que se realice con la intervención de un servidor judicial que no administra justicia directamente, por ejemplo: el secretario, manifestador, escribiente, notificador, tesorero, conserje, etc. Posiblemente en grandes ciudades, debido a esa especie de anonimato en que se prestan los servicios, no se tenga tan claro este aspecto, pero en ciudades pequeñas, donde el personal judicial tiene un "status" importante, resultaría perjudicial al aprecio social, el hecho de una participación activa de ese personal en las cuestiones político-electorales. Y ni siquiera podríamos imaginar la afectación al servicio que pueda provenir de discrepancias de ese tipo entre servidores de un mismo despacho u oficina judicial, cualquiera que sea.

Por otra parte, la Sala ha conocido en otras ocasiones acerca del tema de las limitaciones o incompatibilidades que tienen ciertos cargos públicos basadas en razones éticas. En particular debe señalarse la sentencia Nº 3502-94 de las 15:18 horas del 12 de julio de 1994 que al respecto señaló:

"II.- ...En otras palabras, desde el punto de vista ético, el contrato de trabajo de un funcionario del Estado comprende la prohibición de actuar de manera que se quebranten los fines y propósitos de la institución en cuestión y también, por supuesto, queda excluido del conflicto de intereses."

En el caso bajo examen, resulta claro que el legislador puede introducir limitaciones al ejercicio de derechos de los servidores judiciales, en aras de proteger los fines y propósitos que la Norma Fundamental encomienda al Poder Judicial, siempre y cuando esas limitaciones sean justificadas, razonables, proporcionadas y no violen el contenido esencial del derecho y se produzcan con motivo de la protección de otro bien jurídico releventa dentro del sistema.

Las limitaciones aquí impugnadas cuentan con validez constitucional, porque se le imponen a los sujetos, no en su condición de simples ciudadanos, sino en su condición de servidores públicos calificados. […]

En lo que atañe a ésta acción, a juicio de la Sala, las limitaciones a los derechos de reunión y libertad de expresión relacionadas con asuntos de política electoral de que son objeto los servidores judiciales, encuentran apoyo constitucional porque como se dijo, la actitud que deben asumir las personas que laboran para el Poder Judicial debe ser acorde con los fines y propósitos de esta Institución. La Justicia es imparcial, por ende se exige que los servidores judiciales sean -tema ético- y aparenten ser -asunto relacionado con la opinión pública- imparciales; y en el caso específico de los servidores que administran justicia, además de imparciales deben ser independientes.

En cambio, la política no se caracteriza precisamente por la imparcialidad, sino todo lo contrario, se tiene una determinada ideología y un programa político de partido, que conlleva parcialidad en las opiniones y actuaciones de los partidarios a favor de esa ideología en concreto. Por definición, política es la lucha abierta por el poder. La política se caracteriza por generar polémica sobre las distintas formas de apreciar los problemas sociales, económicos, etc. del país, las prioridades que se les debe asignar y las posibles soluciones a éstos. Con frecuencia la política es terreno fértil para la proliferación de disputas que además de enconadas son públicas.

[…]

Estima la Sala que en el caso bajo examen, a los servidores judiciales no se les niega el derecho constitucional al sufragio (artículo 93), ni el contenido esencial de la libertad de pensamiento y de expresión (artículos 28 párrafo primero y 29), porque las limitaciones que se imponen a estos servidores, mediante las normas y acuerdos impugnados, se refieren a ciertas formas de manifestación llamativa, pública, actos en que se compromete la autoridad o el cargo, no necesariamente para beneficiar al partido político de su preferencia, sino en demostración de que tal situación se podría presentar, dadas las públicas preferencias. En tal caso, eso implicaría de parte del servidor judicial una conducta antijurídica y no el ejercicio de un derecho o libertad (ver sentencia Nº 980-91 de las 13:30 horas del 24 de mayo de 1991, considerando ch- in fine).

Las limitaciones impugnadas se justifican porque la justicia no sólo debe ser imparcial, sino que debe además, dar una imagen cristalina de que así es efectivamente. Por otra parte, al Poder Judicial como institución le interesa mantener un ambiente de trabajo imparcial, exento de sobresaltos políticos, con el fin de permitir relaciones internas -entre compañeros de trabajo- y externas -atención a los usuarios-, limpias de toda influencia ajena a la ley y al Derecho. De lo contrario, se podría poner en peligro la prestación del servicio público justicia.

Es así como, la Sala considera que para el Estado es fundamental adoptar medidas legislativas tendientes a garantizar los deberes de independencia e imparcialidad de los servidores públicos, máxime en el caso de los servidores judiciales por la naturaleza misma de la función jurisdiccional. En consecuencia, tiene validez constitucional limitar el ejercicio de los derechos electorales de los servidores judiciales a la emisión del voto el día de las elecciones generales, ya que una manifestación pública más activa que ésta, puede ser confundida e incluso mal interpretada, creando una imagen de parcialidad política del servidor judicial, que tiene a la vez el deber ético de colaborar con la realización de los fines y propósitos de servicio de la Institución para la cual labora. De esta manera se contribuye al fortalecimiento de la confianza y credibilidad en el sistema judicial.

[…] De manera que, interpretando las normas constitucionales como un conjunto armonioso, es palpable que la idea del Constituyente es la de salvaguardar la independencia e imparcialidad de los servidores judiciales en cuanto servidores públicos, alejándolos de la tentación y el peligro para los usuarios del servicio, de mostrar alguna forma de parcialidad política, con el consecuente quebranto de sus deberes éticos y de los fines y propósitos de la institución. Máxime si la misma Norma Fundamental en el artículo 33 establece el derecho a la igualdad ante la ley, que proyectada al terreno de la administración de justicia (artículos 41 y 154 de la Constitución Política), se traduce en el deber de todo servidor judicial de tratar con imparcialidad a los usuarios del servicio público justicia.".

III.- Del análisis de la legislación transcrita y la jurisprudencia antes mencionada la Sala reitera que el derecho de participación en los procesos político-electorales impuestos a los miembros del Poder Judicial, con independencia del medio que utilicen, fueron limitados por el legislador sustentado en el deber de objetividad y neutralidad, y los principios de independencia e imparcialidad. […].”  (Énfasis suplido).

De acuerdo con lo anterior,  las prohibiciones y limitaciones en materia electoral aplicadas a las personas servidoras judiciales tienen validez constitucional, porque los deberes de objetividad y neutralidad, así como, los Principios de Independencia e Imparcialidad, cobijan no sólo a las personas funcionarias que administran justicia, sino también a aquellas otras personas servidoras judiciales que laboran en puestos de apoyo de la Administración de Justicia entendida como servicio público.

Resulta claro entonces, que las prohibiciones internas rigen para todo el funcionariado judicial activo (en propiedad o interino), ampliado también a las personas meritorias o a quienes desarrollen programas de voluntariado, pasantías y trabajos para fines académicos, no así para las personas que se encuentran jubiladas, esto último, siempre y cuando, no desempeñen cargos en la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, porque en caso de integrar la Junta Administradora, por un tema de imagen institucional, no resulta coherente ni compatible con la participación en procesos de política electoral, a excepción del derecho a votar.

Cabe resaltar lo señalado por la Sala Constitucional (citado supra), en el sentido de que las prohibiciones se extienden a todas las personas servidoras judiciales, siendo que, la actitud que deben asumir las personas que se desempeñan en el Poder Judicial debe ser acorde con los fines y propósitos de esta Institución, lo que lógicamente consiste en prestar un servicio público que garantice la objetividad, la neutralidad, la independencia y la imparcialidad.  Además, de que el servidor o servidora judicial tienen el deber ético de colaborar con la realización dichos los fines y propósitos, para lo cual, no hay espacio para la política, la que por su naturaleza presenta situaciones que chocan con un ambiente de imparcialidad y de objetividad.  Lo anteriormente indicado, también debe enmarcarse dentro de la necesidad de crear y mantener un ambiente de servicio que no dañe la imagen del Poder Judicial como  Poder del Estado con naturaleza apolítica.  Esta prohibición comprende a todas las personas que laboran en la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  Considera la Dirección Jurídica que esa misma lógica es la que debe aplicar en relación con las personas que integran la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en vista de que la normativa (Ley Orgánica del Poder Judicial y Código Electoral), busca proteger la naturaleza e imagen de la función del Poder Judicial por lo que no es permitido que se inmiscuya la política.   Esto resulta acorde con lo señalado por la Sala Constitucional al mencionar “los rasgos definitorios intrínsecos a la naturaleza de la función judicial del Estado y los deberes de los servidores públicos que laboran para el Poder Judicial”.  (Sala Constitucional resolución N° 2883-96).

Por lo tanto, debido a que la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fue creado -mediante ley- como un órgano del Poder Judicial, las personas que sean contratadas y que presten sus servicios a dicha Junta en su condición de servidores judiciales, a partir de ese momento tampoco podrán participar en procesos político-electorales, con la única excepción de que sí pueden emitir su voto en las elecciones nacionales (v.g. las Elecciones Municipales y las Elecciones Presidenciales).  Esta prohibición comprende a las personas integrantes de la Junta Administradora durante el período en que estén vigentes sus designaciones, en virtud de todo lo antes señalado y de que integran el órgano colegiado de decisión superior de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

B.- Sobre el tipo de relación que tienen los integrantes de la Junta Administradora (órgano colegiado) del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con el empleo público.

Primero que todo, es importante definir qué es una “Junta”.  Al respecto, el Diccionario Usual del Poder Judicial, define ese vocablo de la siguiente manera:

“Conjunto de personas que administran o dirigen una entidad, organización o empresa. Junta administrativa. Junta directiva.”


Asimismo, debe hacerse una distinción entre los términos “Junta Administrativa” y “Junta Administradora”.  Al respecto, esta Dirección Jurídica en el oficio N° DJ-AJ-1863-2018 del 30 de mayo del 2018, los definió de la siguiente manera:

“Junta Administrativa: Es el órgano con personalidad jurídica instrumental entendido como un todo, es decir la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que comprende tanto a la Junta Administradora como a las oficinas administrativas que conformen todo ese órgano.

Junta Administradora:  La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es el órgano de dirección superior; y como tal, es la responsable primaria de la actividad y las decisiones que se tomen en relación con dicho Fondo.”

La naturaleza jurídica de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se encuentra establecida en el artículo 239 de la Ley N° 9544 denominada “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y sus reformas” del 24 de abril del 2018.    Al respecto, el legislador dispuso lo siguiente:

“Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley.

Le corresponde a la Junta:

a)	Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial.
b)	Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se le presenten.
c)	Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las acciones de cobro necesarias.
d)	Atender las solicitudes de reingreso a labores remunerativas de jubilados inválidos.
e)	Realizar los estudios actuariales con la periodicidad establecida en la normativa emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supén).
f)	Invertir los recursos del Fondo, de conformidad con la ley y con la normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones.
g)	Cumplir con la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero como la Superintendencia de Pensiones.
h)	Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual.
i)	Todas las demás atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos.

Con base en el resultado de los estudios actuariales, y con autorización de la Superintendencia de Pensiones, la Junta Administrativa podrá modificar los parámetros iniciales establecidos en esta ley respecto de los requisitos de elegibilidad, el perfil de beneficios, así como los aportes y las cotizaciones de los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones previstos en la ley, siempre que esto sea necesario para garantizar el equilibrio actuarial del Régimen.

La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo.

Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta ley.” (Énfasis suplido).

Por su parte, el artículo 240 de ese cuerpo normativo, con respecto a la conformación de la Junta Administradora (es decir, el órgano de dirección superior), indica lo siguiente:

“Artículo 240- La Junta Administradora estará conformada por tres miembros que serán electos democráticamente por el colectivo judicial, así como por tres miembros designados por la Corte Plena, con perspectiva de género en ambos casos. Cada integrante titular tendrá un suplente para que lo sustituyan en sus ausencias, quien deberá cumplir con los mismos requisitos del titular.

Quienes integran la Junta durarán en sus cargos cinco años, luego de los cuales podrán ser reelectos, todo conforme con la reglamentación que al efecto habrá de dictarse por la Corte Plena, previa audiencia conferida a las organizaciones gremiales del Poder Judicial.

En la primera sesión ordinaria, la Junta designará a la persona que habrá de presidir las sesiones, esta designación se hará por un espacio temporal de un año, debiendo alternarse cada año entre los representantes del colectivo judicial y de la Corte Plena. Además, se designará a quien le sustituya en caso de ausencia. La persona que preside tendrá voto calificado en caso de empate.

[…]” (Énfasis suplido).

En esa misma línea, también los artículos 2 y 5 del Reglamento de Integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial[footnoteRef:5], señalan lo siguiente: [5:  Comunicado mediante Circular N° 118-2018 del 18 de setiembre del 2018.] 


“Artículo 2.- La Junta Administradora. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en adelante la Junta Administradora, es un órgano del Poder Judicial que posee personalidad jurídica instrumental para el cumplimiento de su cometido legal.  Además, cuenta con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley.” 

“Artículo 5.- Integración de la Junta Administradora. La Junta Administradora estará integrada por seis miembros titulares, además habrá seis miembros suplentes, quienes serán nombrados por períodos de cinco años, pudiendo ser reelectos.  Los suplentes deberán cumplir los mismos requisitos que la ley establece para los integrantes titulares.  Se requiere un suplente para cada integrante titular, para que le sustituya en sus ausencias.

Corresponde a la Corte Plena nombrar tres integrantes titulares de la Junta Administradora, así como a los tres integrantes suplentes. Por su parte, corresponderá al colectivo judicial elegir en forma democrática a los tres integrantes titulares, así como a los tres integrantes suplentes.

Para integrar la Junta Administradora se deberá cumplir la representación paritaria de ambos sexos; con ese fin, se realizará primero la elección por parte del colectivo judicial; posteriormente, la Corte Plena hará la designación de sus representantes.”  (Énfasis suplido).


La integración de la Junta Administradora no está limitada únicamente al personal activo o jubilado del Poder Judicial, sino que también puede postularse para su integración toda persona interesada, siempre y cuando cumpla con los requisitos establecidos.  Lo anterior, según el Principio de Participación que rige el proceso electoral establecido en el artículo 4 del Reglamento de Integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que dispone lo siguiente:

“Principio de participación:  que toda persona interesada en formar parte de la Junta Administradora y que cumpla con los requisitos, pueda postularse para la elección.  Asimismo, en virtud de este principio se pretende que todas las personas del colectivo judicial participen en la votación.” (Énfasis suplido).

De ahí que, tal y como lo afirma ese órgano colegiado en su consulta, no todas las personas que integran ese órgano colegiado son servidores judiciales, como es el caso de las personas jubiladas y las que no laboran para el Poder Judicial, es decir, es posible que la Junta Administradora tenga entre sus integrantes a personas que laboran para el sector privado.

El siguiente cuadro muestra la actual integración de la Junta Administradora.[footnoteRef:6]    [6:  La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 2-2021 celebrada el 11 de enero del 2021, artículo XX, dio a conocer la integración de dicho órgano a partir de esa fecha.
] 


	CANTIDAD
	NOMBRE
	CARGO
	RELACIÓN LABORAL
	ESTATUS
	FUENTE SELECCIÓN

	1
	Lic. Arnoldo Hernández Solano
	Presidente
	Jubilado del Poder Judicial
	Integrante Titular
	Colectivo Judicial

	2
	MSc. Carlos Montero Zúñiga
	Vicepresidente
	Servidor del Poder Judicial
	Integrante Titular
	Corte Plena

	3
	Licda. Ana Lucrecia Ruiz Rojas
	Secretaria
	Servidora del Poder Judicial
	Integrante Titular
	Colectivo Judicial

	4
	Licda. Ingrid Moya Aguilar
	Tesorera
	Servidora del Poder Judicial
	Integrante Titular
	Corte Plena

	5
	MBA. Mauricio Villalta Fallas
	Director
	Trabajador Privado
	Integrante Titular
	Colectivo Judicial

	6
	Dr. Juan Carlos Segura Solís
	Director Suplente
	Servidor del Poder Judicial
	Integrante Suplente ** 
	Corte Plena

	7
	Lic. Parris Quesada Madrigal
	Director Suplente
	Servidor del Poder Judicial
	Integrante Suplente
	Corte Plena

	8
	Lic. Freddy Chacón Arrieta
	Director Suplente
	Jubilado del Poder Judicial
	Integrante Suplente
	Colectivo Judicial

	9
	MSc. Alexander Arguedas Vindas
	Director Suplente
	Trabajador Privado
	Integrante Suplente
	Colectivo Judicial

	10
	MBA. Rodrigo Arroyo Guzmán
	Director Suplente
	Jubilado del Poder Judicial
	Integrante Suplente
	Corte Plena

	
	
	
	
	
	

	** Suplente en titularidad del cargo mientras se da un nuevo proceso de selección por parte de la Corte Plena, según acuerdo tomado en sesión N°. 02-2021 del 18 de enero del 2021. 



En el caso de los servidores públicos la vinculación que existe con el Estado se materializa a través de la investidura, la cual se consuma con el acto administrativo de nombramiento.

En cuanto al empleo público, la Procuraduría General de la República, en el dictamen N° C-329-2009 de 30 de noviembre del 2009, indicó lo siguiente:

“La Constitución Política ha definido un régimen de empleo público diferenciado del régimen privado principalmente por la aplicación del bloque normativo del derecho público y por la forma especial de vinculación que existe entre los servidores públicos y el Estado, a diferencia de los trabajadores privados, ya que mientras en los segundos la relación con el patrono se da en virtud de un contrato laboral privado, en el caso de los empleados públicos, la vinculación se da a través de la investidura que se realiza con el acto administrativo de nombramiento.” (Énfasis suplido).

A partir de lo anteriormente expuesto, esta Dirección Jurídica considera importante  resaltar que, las personas integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, al sesionar como órgano colegiado, ejercen las facultades y atribuciones que el legislador estableció en el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (según reforma introducida por la Ley N° 9544).  Además, el legislador dotó a la Junta Administradora de completa independencia funcional, técnica y administrativa.  La actividad que realizan los integrantes de la Junta Administradora es en ejercicio de esas facultades y atribuciones que el legislador le otorgó a la citada Junta.  De ahí que se trata de actividad administrativa.

En relación con lo anterior, es importante mencionar que el tratadista Ernesto Jinesta Lobo, señaló que:

“La Administración Pública puede ser considerada desde dos ángulos: a) objetivo “sustancial-material” y subjetivo (orgánico-formal).  Veamos: a) objetivamente es una función, un conjunto de actividades dirigidas a un fin, independientemente del órgano, agente u autor del acto.  Es una actividad concreta o particular dirigida, mediante una acción positiva, a la realización de los fines de seguridad, progreso y bienestar de la colectividad. (…)”[footnoteRef:7]  (Énfasis suplido). [7:  JINESTA LOBO (Ernesto), Tratado de Derecho Administrativo, Tomo I, Parte General, Biblioteca Jurídica Dike, 1° Edición, 2002, página 1.] 


La Administración Pública entendida desde su ángulo objetivo organiza a las personas que prestan sus servicios para ésta y es de conformidad con el artículo 111 de la Ley General de la Administración Pública, que se define a los servidores públicos como: “… la persona que presta servicios a la Administración o a nombre y por cuenta de ésta, como parte de su organización, en virtud de un acto válido y eficaz de investidura, con entera independencia del carácter imperativo, representativo, remunerado, permanente o público de la actividad respectiva.”  Asimismo, el párrafo segundo de dicha norma, indica: “… considéranse equivalentes los términos “funcionario público”, “empleado público”, “encargado de servicio público” u demás similares, y el régimen de sus relaciones será el mismo para todos, salvo que la naturaleza la situación indique lo contrario.”

De manera que, todas las personas que cuenten con una investidura, que presten sus servicios a la Administración y que estén integrados a la estructura organizativa de la misma, son empleados públicos, sometidos a un mismo régimen de derecho público y de relaciones con el Estado.

En este sentido, en cuanto al régimen de empleo que aplica en la Junta Administradora, esta Dirección Jurídica, en el oficio N° DJ-AJ-1863-2018 del 30 de mayo del 2018, en que se atendió lo solicitado por el Consejo Superior en la sesión N° 39-18 celebrada el 10 de mayo del 2018, artículo II, el cual indicó lo siguiente:

“4.- Régimen de empleo que aplica en la Junta.

· Artículo 1 del Estatuto de Servicio Judicial.  El presente Estatuto y sus reglamentos regularán las relaciones entre el Poder Judicial y sus servidores, con el fin de garantizar la eficiencia de la función judicial y de proteger a esos servidores”.

· Artículo 111 de la Ley General de la Administración Pública.    1. Es servidor público la persona que presta servicios a la Administración o a nombre y por cuenta de ésta, como parte de su organización, en virtud de un acto válido y eficaz de investidura, con entera independencia del carácter imperativo, representativo, remunerado, permanente o público de la actividad respectiva.

2. A este efecto considéranse equivalentes los términos “funcionario público”, “empleado público”, “encargado de servicio público” u demás similares, y el régimen de sus relaciones será el mismo para todos, salvo que la naturaleza la situación indique lo contrario.
3. No se consideran servidores públicos los empleados de empresas o servicios económicos del Estado encargados de gestiones sometidas al derecho común.

· Artículo 112 de la Ley General de la Administración Pública.  1. El derecho administrativo será aplicable a las relaciones de servicio entre la Administración y sus servidores públicos.

2. Las relaciones de servicio con obreros, trabajadores y empleados que no participan de la gestión pública de la Administración, de conformidad con el párrafo 3, del artículo 111, se regirán por el derecho laboral, o mercantil, según los casos.
3. Sin embargo, se aplicarán también a estos últimos las disposiciones legales o reglamentarias de derecho público que resulten necesarias para garantizar la legalidad y moralidad administrativas, conforme lo determine por Decreto el Poder Ejecutivo.
4. Para efectos penales, dichos servidores se reputarán como públicos.

[…]

Por su parte, las personas que lleguen a integrar la Junta Administradora, es decir, el órgano de dirección superior que toma las decisiones y responde por ellas, en el supuesto de que trabajen para el Poder Judicial, por ende, son personas servidoras o funcionarias del Poder Judicial; debe resaltarse, que el hecho de estar nombradas en un puesto en el Poder Judicial, el régimen legal aplicable es el establecido en el Estatuto de Servicio Judicial, el cual regula las relaciones entre el Poder Judicial y sus servidores, con el fin de garantizar la eficiencia de la función judicial y de proteger a esos trabajadores (artículo 1).” (Énfasis suplido).

De manera que, para responder a la pregunta planteada por la Junta Administradora que da lugar al presente criterio, es necesario establecer tres tipos de posible situación a darse, de conformidad con las características particulares de los miembros de la Junta Administradora.  De acuerdo con este panorama y para graficar mejor la situación, véase el siguiente esquema:
[image: ]
Es oportuno mencionar que, la Procuraduría General de la República, mediante el Dictamen N° C-021-2021 de 29 de enero del 2021, concluyó en el punto 2 de su informe que: “La naturaleza jurídica de la Junta, a la que el artículo 239 de la LOPJ le confiere poderes -incluso normativos- que inciden directamente en la gestión de los recursos humanos a su cargo; no desliga a su personal del Poder Judicial, con el que sigue manteniendo una relación de empleo público.”  (Énfasis suplido). Disposición que rige para todas las personas integrantes de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Finalmente es importante mencionar que la generalidad de las personas servidoras y funcionarias públicas, se encuentran regidas por prohibiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley de Contratación Administrativa, Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, prohibiciones del Código Electoral y del Reglamento de Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial  y los delitos contra los deberes de la función pública establecidos en el Código Penal.

III. Conclusiones:

De conformidad con todo lo expuesto y con fundamento en los artículos 11,  102 inciso 5)  y 154 de la Constitución Política, los artículos 11 (Principio de Legalidad Administrativa) 111, inciso 1) y 112 de la Ley General de la Administración Pública, los artículos 9 incisos 5 y 6, 239 y 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (según reforma introducida mediante la Ley N° 9544), el artículo 1 del Estatuto de Servicio Judicial, los artículos 88 y 153 del Código Electoral vigente, los artículos 2 y 33 del Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial”, los artículos 2, 4 y 5 del Reglamento de Integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la Circular N° 162-2013 y la Jurisprudencia citada en el apartado de análisis, se concluye lo siguiente:

1. El Constituyente de 1949 busca que la política no se inmiscuya en la labor de los servidores del Estado en el ejercicio de sus cargos, lo cual constituye un deber ético de los servidores públicos que laboran para el Poder Judicial (artículo 102 inciso 5 de la Constitución Política).

2. La Sala Constitucional analizó varias acciones de inconstitucionalidad presentadas contra las normas que prohíben a los servidores judiciales participar en actividades de política electoral y concluyó que: “[…] al igual que los otros derechos fundamentales, el derecho de reunión y en general el de participación en los procesos político- electorales, también son susceptibles de limitaciones impuestas por el legislador, quien constitucionalmente está facultado para regular el modo de ejercicio de éstos, máxime cuando como en el caso bajo examen, están de por medio los rasgos definitorios intrínsecos a la naturaleza de la función judicial del Estado y los deberes de los servidores públicos que laboran para el Poder Judicial.”    (Resolución N° 2883-96 de las 17 horas del 13 de junio de 1996, énfasis suplido).


3. En lo que concierne al tema de las prohibiciones internas para participar en actividades de política electoral, éstas vinculan a todo el funcionariado judicial activo (en propiedad o interino), ampliado también a las personas meritorias o a quienes desarrollen programas de voluntariado, pasantías y trabajos para fines académicos, no así para las personas que se encuentran jubiladas, esto último, siempre y cuando, no desempeñen cargos en la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, porque en caso de integrar la Junta Administradora, por un tema de imagen institucional, no resulta coherente ni compatible con la participación en procesos de política electoral, a excepción del derecho a votar.  Así debe ser, por cuanto, las personas que integran la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en el ejercicio de sus facultades y atribuciones deben respetar los deberes éticos de los servidores públicos que laboran para el Poder Judicial.

4. Las personas que sean contratadas por la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para laborar en la dicha Junta, tampoco podrán participar en procesos político-electorales, con la única excepción de que sí pueden emitir su voto en las elecciones nacionales (v.g. las Elecciones Municipales y las Elecciones Presidenciales).

5. El vínculo que define la relación entre las personas servidoras con el Estado se materializa a través de la investidura, la cual se consuma mediante el respectivo acto administrativo de nombramiento válido y eficaz.

6. En los tres tipos de posible situación a darse, con respecto a los miembros de la Junta Administradora, tanto los que son personas servidoras judiciales, como quienes trabajan en el sector privado y las personas jubiladas judiciales, gozan investidura mediante un acto válido y eficaz, independencia de carácter imperativo, representativo, no remunerado y ejercen función administrativa; por ende, como funcionarios públicos de acuerdo con la Ley General de la Administración Pública, quedan incluidos dentro de una relación de empleo público con el Poder Judicial, cuando concurren a sesiones de la respectiva Junta, adoptando actos administrativos finales y firmes que impactan positiva o negativamente en la esfera de los administrados.  

Conforme lo expuesto se deja rendido el informe solicitado.”

“Advertencias:

· El presente criterio se funda en un razonamiento técnico jurídico con base en la aplicación del ordenamiento jurídico administrativo y el supletorio aplicable a la materia, cualquier valoración de oportunidad y conveniencia que sea necesario realizar, es competencia de las unidades decisoras y ejecutoras correspondientes.

· El presente criterio se emite con base en la información suministrada por la unidad requirente del mismo, mediante el oficio N° 304-2021 de 23 de marzo del 2021 de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  Por lo anterior, no le corresponde a esta unidad asesora la responsabilidad por la veracidad de dicha información.  

· Cualquier traslado del presente criterio a terceros no involucrados en los procesos de análisis y toma de decisiones con respecto al objeto del mismo, deberá ser realizado previa despersonalización de cualquier dato sensible que se haya consignado en dicho documento.

· No se advierte incompatibilidad o conflicto ético para la emisión del presente criterio, en tanto que los temas indicados no inciden en los derechos subjetivos de los suscribientes, ni hay vínculos de ningún tipo con la persona sobre la cual gira el análisis del informe.

· El presente criterio se emite con base a la consulta realizada, por lo que es responsabilidad de la unidad requirente precisar y delimitar la o las consultas formuladas a esta Dirección.”
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En sesión N° 11-2020 celebrada el 08 de marzo de 2020, artículo XIX, se solicitó a la Dirección Jurídica que remitiera un criterio analizando las dudas presentadas por el integrante presidente Hernández Solano y por el integrante Villalta Fallas, con la finalidad de contar con dictamen en donde se clarificara que tipo de relación tienen las personas integrantes de este órgano con el empleo público, tomando en consideración que no todas las personas integrantes son empleados judiciales (como lo es el caso de las personas jubiladas y las que no laboraban para el Poder Judicial).
Posteriormente, en sesión N° 17-2021 del 19 de abril de 2021, artículo XIV, se tuvo por recibido el oficio N° DJ-AJ-976-2021 de 8 de abril de 2021, elaborado por el máster Rodrigo Campos Hidalgo y se solicitó que enviara a la brevedad posible el informe solicitado en sesión N° 11-2021 celebrada el 8 de marzo de 2021, artículo XIX.
Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por conocido el criterio remitido mediante oficio N° DJ-AJ-C-358-2021 del 29 de junio de 2021, por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, solicitado en sesión N° 11-2020 celebrada el 08 de marzo de 2020, artículo XIX relacionado con la consulta si los integrantes de este órgano colegiado tienen impedimento de participar en campañas políticas, debido a que no tiene certeza de la naturaleza jurídica del puestos con relación al empleo público. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Corte Plena, de la Comisión de Nombramientos de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo Superior del Poder Judicial, del Comité Electoral, de las personas integrantes suplentes de esta Junta Administradora y de la Dirección de la JUNAFO para lo que corresponda. 3) Solicitar ampliación y aclaración a la Dirección Jurídica del Poder Judicial, por cuanto a que esta Junta Administradora en los Comités de Riesgos e Inversiones tiene contratado por servicios profesionales asesores externos, así como personas jubiladas, para los cuales se solicita indicar si el criterio aplica igual para estas personas. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc76714081][bookmark: _Toc74233131]ARTÍCULO IX
Documento N° 877-2021
En sesión de Consejo Superior número 79-2020 celebrada el 11 de agosto del 2020, artículo IV, se tuvo por conocido el informe médico N°2020-0002161 de 31 de julio de 2020, suscrito por la doctora Andrea Campos Fallas, Médico Forense, Perito de la Sección Medicina del Trabajo y refrendado por el doctor Carlos Paniagua Barrantes, Médico Forense Jefe de dicha Sección, referente a la valoración médica del licenciado nombre 001, Fiscal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur y se dispuso que debía la Sección de Psiquiatría y Psicología valorar al licenciado nombre 001, a esos efectos, comunicaría a ese Consejo posteriormente sobre el dictamen pericial, una vez se dispusiera de la ampliación del informe médico.
Luego, el Consejo Superior en sesión número 113-2020 celebrada el 24 de noviembre del 2020, artículo IV, tomó nota de lo informado en correo electrónico del 16 de noviembre de 2020, por la servidora Kattia Oviedo Carballo, Secretaria de la Sección de Medicina del Trabajo y se dispuso tener por conocido el informe médico N° 2020-0003559, suscrito por la doctora Andrea Campos Fallas, Médico Forense y Perito Sección Medicina del Trabajo, y refrendado por el doctor Carlos Paniagua Barrantes, Jefe de la Sección Medicina del Trabajo, referente a la valoración practicada al servidor nombre 001, Fiscal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur. Asimismo, se dispuso remitir ese acuerdo a la Dirección de Gestión Humana para que incorporara la citada documentación al expediente del señor nombre 001, con la finalidad de que fuera valorado por la Caja Costarricense de Seguro Social y una vez se contara con el estudio del citado servidor, debía comunicar lo pertinente de forma prioritaria.
En oficio número 047CJ-2021 del 28 de junio de 2021, el máster Oslean Mora Valdez y el licenciado Fabián Salas Fernández, por su orden, Director interino y Jefe interino de Proceso Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, informaron:
	“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	En acatamiento a lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N° 96-19 celebrada el 05 de noviembre del 2019,  ARTÍCULO LXXVI, en la cual se acordó: "Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que, cuando ingresen informes de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social, en donde declaren “Invalido” a un servidor judicial, realicen los cálculos de jubilación de forma inmediata y los remitan a este Consejo Superior en conjunto con el dictamen, para aprobar la jubilación y los cálculos en el mismo acto". Por tanto procedemos a presentar el informe donde se separa por Incapacidad Absoluta y Permanente a nombre 001, cédula Nº valor 001, a partir del 16 de julio del 2021.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Al 15 de julio del 2021, el señor nombre 001 habrá laborado para este Poder por espacio de 21 años, 4 meses, 25 días. 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	TOTAL TIEMPO SERVIDO:
	21 años, 4 meses, 25 días. 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	TOTAL TIEMPO RECONOCIDO:
	0 años, 0 meses, 0 días. 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	TOTAL GENERAL:
	21 años, 4 meses, 25 días. 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	EDAD:
	51 años, 8 meses, 15 días. 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD:
	FISCAL AUXILIAR, FISCALIA GENERAL
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD:
	Valor 002
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO:
	FISCAL AUXILIAR, FISCALIA GENERAL
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	PUESTO(S) DE REAJUSTE:
	FISCAL AUXILIAR, 100.00 %
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Datos de referencia:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	¢ Datos 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	MONTO MÍNIMO ESTABLECIDO:
	¢Datos 002. (Monto mínimo establecido en el articulo 225 Ley Orgánica del Poder Judicial 9544)
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	SALARIO PROMEDIO:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	¢ Datos 002
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	NORMA LEGAL:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	"Cálculos realizados según lo dispuesto en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 9544."
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	FÓRMULA APLICADA:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	21 años,04 meses,25 días (240 salarios) + % salario escolar (fechas que corresponda) * variaciones en el IPC en cada uno de los meses / 240= Salario Promedio
	
	
	

	Salario Promedio * 83% = Salario de referencia
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	  Total del tiempo servido / 35 años que estipula la ley actual = Porcentaje de beneficio
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	                              Salario de referencia * Porcentaje de beneficio = Monto de jubilación
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	MONTO DE JUBILACIÓN:
	¢ Datos 003 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	PORCENTAJE DE JUBILACIÓN:
	61,15%
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Información adicional:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	El pago por auxilio de cesantía y vacaciones se estará remitiendo al Departamento de Financiero Contable para su debido diligenciamiento.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Se adjunta certificación aportada por el Departamento de Financiero Contable, donde se indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda ante dicho Departamento.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Se anexa hoja de criterio de Comisión Calificadora del Estado de Invalidez
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Notificaciones:
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	Correcciones disciplinarias:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Datos 004
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Consideraciones relevantes:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Conforme al acuerdo del Consejo Superior, se comunica el resultado de la valoración en conjunto con el dato de la jubilación proyectada.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Se modifica el monto y porcentaje por cuanto el sistema calcula sobre 24 mejores salarios y porcentaje sobre 30 años, siendo lo correcto sobre 240 salarios indexados y 35 años, ley 9544.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Conforme al índice de salarios vigente, el salario más bajo cancelado corresponde a la clase “Auxiliar de Servicios Generales 1”, que registra un monto de ¢Datos 005 con lo cual, según lo establecido por la ley 9544, el tope mínimo para efectos de jubilación correspondería a la tercera parte del salario indicado, estableciendo el monto en ¢ valor 003
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Para efectos del cálculo del monto de jubilación la ley 9544 establece en su artículo 227: “a) Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera disponibles…”
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Para el presente caso, el señor nombre 001, cuenta con 21 años, 04 meses y 25 días, laborados en el poder Judicial quedando el cálculo con 240 salarios. 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Se le reconoce para efectos de jubilación al servidor nombre 001, 2 años, 11 meses y 17 días, laborados para el Ministerio de Hacienda, si embargo no se le toma en cuenta para el cálculo ya que según el oficio Nº 061-PF-2021 del Proceso Financiero, por reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, mantiene una deuda de ¢Datos 007 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	El señor nombre 001 de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite.”
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A esos efectos adjunta el oficio número PJ-DGH-CAP-263-2021 del 18 de mayo de 2021, suscrito por la licenciada Cheryl Bolaños Madrigal, Jefa interina de Gestión de la Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, en que informa que el licenciado nombre 001 no mantienen compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.
Asimismo, adjunta el oficio número 061-PF-2021 del 1 de junio de 2021, en que el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino de Proceso Financiero de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial hace constar que el funcionario judicial nombre 001, no presenta deudas pendientes en la cuenta N° 20192-8 (Contaduría Judicial) y sumas pagadas de más por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sin embargo, por concepto de “cuotas ordinarias no aportadas al Fondo de Socorro Mutuo” mantiene una deuda de ¢ valor 004 y por reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, mantiene una deuda de ¢ valor 005. Lo anterior, según información de los controles internos que mantiene ese Macroproceso, en relación con las cuentas por cobrar.
Por otra parte, se adjunta el oficio número 649-IJ-2021 del 8 de junio de 2021, mediante el cual el Tribunal de la Inspección Judicial hace constar que en los registros informáticos de ese Tribunal, a nombre del licenciado nombre 001, no se encuentran procesos disciplinarios en trámite.
Finalmente se adjunta hoja de criterio de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la sesión número 127-2021.
Datos 007
Con base en lo indicado por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez, mediante su hoja de criterio, de la sesión N° 127-2021 del 22 de abril de 2021, por unanimidad, se acordó: 1.) Aprobar la jubilación por incapacidad absoluta y permanente del licenciado nombre 001, Fiscal Auxiliar de la Fiscalía General de la República, a partir del 16 de julio del 2021, con derecho a los extremos laborales que le corresponden. 2.) Aprobar los cálculos de la jubilación del servidor nombre 001, cuya asignación mensual bruta será de ¢ Datos 001, menos las deducciones de Ley correspondientes. 3.) Se hace de conocimiento del servidor nombre 001, lo indicado en el artículo 233 de la ley 9544 que en lo que interesa señala: “…Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló.” que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo. 4.) Se le aclara al licenciado nombre 001, que en el monto a otorgar de su jubilación no se contempló el tiempo por concepto de “Reconocimiento de Tiempo Servido” para otras instituciones del Estado, debido a que aún no ha sido cancelado el monto a retribuir al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial; de tal manera que, si resulta de su interés que sea tomado en cuenta, deberá cancelarlo antes de acogerse a su jubilación, a fin de realizar la revaloración de los cálculos respectivos. En caso de no realizar el pago correspondiente antes de acogerse a su jubilación, se procederá a liquidar la deuda (cuenta por cobrar) y reconocer únicamente lo efectivamente pagado a la fecha, sin posibilidad de que en su condición de jubilado, pueda efectuar trámite alguno de ajuste sobre este particular.  5.) Asimismo, se previene al licenciado nombre 001, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con la advertencia que de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 6.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior.
La Fiscalía General de la República, la Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la JUNAFO, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO X 
Documento N° 878-2021
En oficio número 046CJ-2021 del 28 de junio de 2021, el máster Oslean Mora Valdez y el licenciado Fabián Salas Fernández, por su orden, Director interino y Jefe interino de Proceso Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, informaron:
	“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN 
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	En acatamiento a lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N° 96-19 celebrada el 05 de noviembre del 2019,  ARTÍCULO LXXVI, en la cual se acordó: "Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que, cuando ingresen informes de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social, en donde declaren “Invalido” a un servidor judicial, realicen los cálculos de jubilación de forma inmediata y los remitan a este Consejo Superior en conjunto con el dictamen, para aprobar la jubilación y los cálculos en el mismo acto". Por tanto procedemos a presentar el informe donde se separa por Incapacidad Absoluta y Permanente a nombre 001, cédula Nº valor 001, a partir del 16 de julio del 2021.
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Al 15 de julio del 2021, el señor nombre 001 habrá laborado para este Poder por espacio de 23 años, 0 meses, 0 días. 
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	TOTAL TIEMPO SERVIDO:
	23 años, 0 meses, 0 días. 
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	TOTAL TIEMPO RECONOCIDO:
	0 años, 0 meses, 0 días. 
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	TOTAL GENERAL:
	23 años, 0 meses, 0 días. 
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	EDAD:
	56 años, 11 meses, 23 días. 
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD:
	INVESTIGADOR 2, DIRECCION GENERAL
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD:
	23202
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO:
	INVESTIGADOR 2, DIRECCION GENERAL
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	PUESTO(S) DE REAJUSTE:
	INVESTIGADOR 2, 100.00 %
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Datos de referencia:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	¢ VALOR 002
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	MONTO MÍNIMO ESTABLECIDO:
	¢ VALOR 003. (Monto mínimo establecido en el articulo 225 Ley Orgánica del Poder Judicial 9544)
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	SALARIO PROMEDIO:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	¢ VALOR 004
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	NORMA LEGAL:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	"Cálculos realizados según lo dispuesto en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 9544."
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	FÓRMULA APLICADA:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	23 años, 0 meses , 0 días (240 salarios mensuales) + % salario escolar  * variaciones en el IPC en cada uno de los meses / 240 = Salario Promedio
	
	
	
	
	
	

	Salario Promedio * 83% = Salario de referencia
	
	

	  Total del tiempo servido / 35 años que estipula la ley actual = Porcentaje de beneficio
	
	
	

	                              Salario de referencia * Porcentaje de beneficio = Monto de jubilación
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	MONTO DE JUBILACIÓN:
	¢ VALOR 005
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	PORCENTAJE DE JUBILACIÓN:
	65,71%
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Información adicional:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	El pago por auxilio de cesantía y vacaciones se estará remitiendo al Departamento de Financiero Contable para su debido diligenciamiento.
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Se adjunta certificación aportada por el Departamento de Financiero Contable, donde se indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda ante dicho Departamento.
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Se adjunta certificación  en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Se anexa hoja de criterio de Comisión Calificadora del Estado de Invalidez
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Notificaciones:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	DATOS 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Correcciones disciplinarias:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Procedimiento Administrativo Disciplinario, Advertencia, 05/01/2015
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Consideraciones relevantes: Datos 002
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A esos efectos adjunta PJ-DGH-CAP-322-2021 del 22 de junio de 2021, en que la licenciada Cheryl Bolaños Madrigal, Jefa interina de Gestión de la Capacitación, en que informa que revisado el control de becas y contratos gestionados por ese Subproceso, el señor nombre 001 no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.
Por otra parte adjunta el oficio número 120-PF-2021 del 21 de junio de 2021, en que el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino de Proceso Financiero de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial,  hace constar que el funcionario judicial Oscar Angulo Calvo, no presenta deudas pendientes en la cuenta Nº 20192-8 (Contaduría Judicial) tampoco por concepto de reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial o sumas pagadas de más por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial; sin embargo, por concepto de “cuotas ordinarias no aportadas al Fondo de Socorro Mutuo” mantiene una deuda de ¢VALOR 006. Lo anterior, según información de los controles internos que mantiene ese Proceso, en relación con las cuentas por cobrar.
Asimismo, en oficio número 1074-IJ-2021 del 22 de junio de 2021, el Tribunal de la Inspección Judicial hace constar que en los registros informáticos de ese Tribunal, a nombre de nombre 001, no se encuentran procesos disciplinarios en trámite.
Por último, se adjunta hoja de criterio de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la sesión número 149-2021, del 11 de mayo de 2021.

Con base en lo indicado por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez, mediante su hoja de criterio, de la sesión N° 149-2021 del 11 de mayo de 2021, por unanimidad, se acordó: 1.) Aprobar la jubilación por incapacidad absoluta y permanente del licenciado nombre 001, Investigador de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, a partir del 16 de julio del 2021, con derecho a los extremos laborales que le corresponden. 2.) Aprobar los cálculos de la jubilación del nombre 001, cuya asignación mensual bruta será de ¢VALOR 004, menos las deducciones de Ley correspondientes. 3.) Se hace de conocimiento del servidor nombre 001, lo indicado en el artículo 233 de la ley 9544 que en lo que interesa señala: “…Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló.” que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo. 4.) Asimismo, se previene al señor nombre 001, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con la advertencia que de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior.
La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, la Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la JUNAFO, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO XI
Documento N° 214-2020, 892-2021
El licenciado Fabián Salas Fernández y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas; por su orden, Jefe Proceso Financiero y Coordinadora interina de Unidad de Cálculo de Beneficios, mediante oficio N° 0146-PF-2021 del 30 de junio de 2021, comunicó lo siguiente:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora nombre 001, cédula de identidad valor 001 en calidad de cónyuge divorciada o separada judicialmente que recibía ayuda económica por parte del jubilado judicial fallecido nombre 002, cédula de identidad valor 002, cuyo deceso acaeció el 30 de diciembre de 2020.

I. Origen.

Esta Dirección en fecha 5 de febrero de 2021, recibió la gestión de la señoranombre 001, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su exesposo. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la petente.  

II. Valoración socioeconómica practicada. 
Mediante informe N°21-000293-0725-TS suscrito por la Licenciada Ana Cristina Lizano Rodríguez, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señoranombre 001. 

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social.

La señora Nombre 001, cuenta con 61 años, estado civil divorciada, con secundaria incompleta, dedicada a las labores domésticas no remuneradas y al cuido de sus hijos, por lo que siempre dependió de los ingresos del su ex esposo.

Ella y el señor Nombre 002, procrearon durante su matrimonio tres hijos, Datos 003

Según se supo, durante su matrimonio la pareja habitó en la vivienda de los progenitores de la señora nombre 001, lugar donde a la fecha reside la misma junto con sus hijos nombre 003 y nombre 004, además, del esposo de esta última y su hija.

De acuerdo con el estudio, en 1995 el señor Nombre 002 salió del hogar, pero continuó asumiendo su rol de proveedor, situación que se mantuvo hasta su deceso, según fuentes y documentos consultados.

En el año 1999, se homologa el divorcio solicitado por el señor Nombre 002 ante el Juzgado Segundo de Familia de San José. En el cual se estipula el pago de pensión alimentaria de su única hija menor de edad para ese momento, sin embargo, este continuó brindando una pensión alimentaria de forma voluntaria para la señora nombre 001. Asimismo, se encargaba de pagar los recibos de servicios de agua y electricidad y la compra de alimentos en forma quincenal, según fuentes consultadas. 

Cabe mencionar que, durante los últimos meses de su vida, el señor Nombre 002, se trasladó a vivir a la casa de la señora nombre 001, quien lo cuidó hasta el día que fue hospitalizado en el Hospital Dr. Rafael A. Calderón y falleció.

De acuerdo con el estudio socioeconómico, se reportó que el ingreso actual del grupo familiar es de ¢ DATOS 001 a la ayuda económica que la señora nombre 001 recibe de sus hijos, la cual no le permite satisfacer sus necesidades básicas.

De lo anterior, es importante agregar que actualmente nombre 004 mantiene dos créditos y su esposo paga dos pensiones alimentarias, lo que disminuye sus ingresos y da como resultado un monto líquido entre ambos de ¢ valor 004 mensuales, por lo cual se reporta la satisfacción las necesidades básicas del grupo familiar de manera limitada.

IV. Normativa atinente al caso.

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

c)     El cónyuge divorciado o separado judicialmente o de hecho, excompañero, que disfruta a la fecha del deceso de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte del causante.

“Artículo 229- 

El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.” 

V. Conclusiones.

· El peritaje socioeconómico practicado a la señora Nombre 001, es claro en demostrar que la misma se beneficiaba del aporte económico que el señor Nombre 002 le brindaba y dependía de este ingreso para solventar necesidades básicas como alimentación y pago de servicios esenciales como agua y electricidad, lo que al amparo de la Ley 9544 la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo 228 de dicha Ley. 

· Según declaración jurada aportada por la señora nombre 001, se tiene que no es beneficiaria de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, Magisterio Nacional o el Ministerio de Trabajo, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía.

· Según reporte de ingresos familiar, se identificó que, pese a que los salarios percibidos por nombre 003, hija de la señora nombre 001 y su esposo son considerados como entradas de dinero, estos se ven limitados debido a créditos y dos pensiones alimentarias con los que cuentan, lo que finalmente limita su liquidez y les alcanza para cubrir sus gastos y los de su hija solamente.

· En cuanto a los ingresos propiamente de la señora nombre 001, según la valoración, este es insuficiente para solventar sus necesidades básicas.

· La edad avanzada de la señora nombre 001, torna prácticamente imposible su inserción al mercado laboral o el desarrollo de una actividad económica de rentas estables, por medio de las cuales pueda lograr la satisfacción de sus necesidades básicas de forma segura.

VI. Datos de interés.

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Nombre 002 era de ¢ valor 005 mensuales en bruto.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora nombre 001 de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢ valor 006  mensuales en bruto.
 
· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 5 de febrero de 2021, un total de 37 días naturales posteriores al fallecimiento del señor Nombre 002. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión a la señora nombre 001, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.”

Datos 002
- 0 -

Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Nombre 001, en calidad de cónyuge divorciada que recibía ayuda económica del jubilado judicial fallecido nombre 002, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología N° 21-000293-0725-TS del 19 de abril de 2021, y el informe N° 0146-PF-2021 del 30 de junio de 2021, suscrito por el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe del Proceso Financiero y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora de la Unidad de Cálculos de Beneficios, por lo anterior, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se acuerda por unanimidad: Devolver la gestión al Departamento de Trabajo Social y Psicología, para que se amplíe el informe realizado a la gestionante nombre 001, en cuanto a la ayuda económica que recibía la señora nombre 001 por parte del señor Nombre 002 y se acredite la cantidad de meses que el señor Artavia vivió en la casa de la señora nombre 001, siendo que se insta a ese Departamento que recurra a todos los medios necesarios para poder acreditar mediante prueba idónea las dos condiciones solicitadas. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc76714085]ARTÍCULO XII
Documento N° 851-2021 / 880-2021
[bookmark: _Toc74919023]En sesión número sesión N° 26-2021 celebrada el 21 de junio de 2021, artículo XVIII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:
“Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por recibido el oficio N° 88-PO-2021 del 16 de junio de 2021, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez y José Andrés Lizano Vargas; por su orden, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y Jefe de Proceso de Operaciones, mediante el cual consulta sobre la situación presentada con el jubilado judicial Nombre 0012) De los elementos aportados y la nota presentada por el jubilado Nombre 001, se desprende que no se registran ingresos en Tributación, por esta única vez se le exime del cobro respectivo. 3) En cuanto a la solicitud de reactivación, deberá el jubilado judicial Nombre 001, proceder previamente a presentar a esta Junta Administradora el documento que acredite su condición de desinscripción ante la Caja Costarricense de Seguro Social. Se declara este acuerdo firme.”
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En oficio número 117-PO-2021 del 30 de junio de 2021, los másteres Oslean Mora Valdez y José Andrés Lizano Vargas, por su orden, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y Jefe de Proceso de Operaciones, remitieron el siguiente informe:
“En relación con el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 26-2021 celebrada el 21 de junio de 2021, en el artículo XVIII, que para lo que interesa señala: 

“[…] 2) De los elementos aportados y la nota presentada por el jubilado Nombre 001 Sevilla, se desprende que no se registran ingresos en Tributación, por esta única vez se le exime del cobro respectivo. 3) En cuanto a la solicitud de reactivación, deberá el jubilado judicial Nombre 001, proceder previamente a presentar a esta Junta Administradora el documento que acredite su condición de desinscripción ante la Caja Costarricense de Seguro Social.” (subrayado no es del original)

En forma atenta se indica:

· Que en relación con el cobro de sumas se interpreta que, no procede hasta la fecha en que el jubilado judicial presenta la documentación pertinente.

· Que con respecto a la reactivación del beneficio el 28 de junio de 2021 el jubilado judicial presentó en esta oficina el documento solicitado por esa Junta Administradora (véase documento adjunto). Además de una nota en la que solicita la reactivación del beneficio:

“[…] Adjunto el anterior documento oficial CONSTANCIA de DESINSCRIPCIÓN (INACTIVO) ante la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) emitido hoy a las 12:06:34 horas.

Por lo que pido proceder conforme y ejecutar dicha Reactivación y Reintegro inmediato de Jubilación y Pensión judicial completa de las quincenas pendientes del lunes, 14 junio 2021 y de mañana 29-6-2021 y así sucesivamente como corresponde.” 

En razón de lo expuesto se comunica lo anterior a esa Junta Administradora, con el fin de que se determine si procede reactivar el beneficio de jubilación y a partir de qué fecha.”
-0-
Datos 001

Se acordó por unanimidad: 1) Tener por conocido el oficio número 117-PO-2021 del 30 de junio de 2021, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez y José Andrés Lizano Vargas, por su orden, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y Jefe de Proceso de Operaciones, mediante el cual comunican que el señor nombre 001acreditó haber suspendido su condición como “Trabajador Independiente” ante la Caja Costarricense de Seguro Social y con base en el acuerdo tomado por esta Junta lo que corresponde es reactivar el beneficio desde el momento en que le fue suspendido y no proceder con cobro alguno, conforme los elementos aportados en su oportunidad. 2) Tome nota la Dirección de la Junta Administradora para los efectos respectivos. Se declara acuerdo firme. 
Receso de diez minutos 
El integrante Montero Zúñiga no reintegra a la sesión. 
[bookmark: _Toc76714081][bookmark: _Toc74233131][bookmark: _Toc76714087]ARTÍCULO XIII
Documento N° 886-2021 
En sesión del Consejo Superior N° 111-2010 celebrada el 21 de diciembre de 2010, artículo dato 001, se aprobó la jubilación del señor nombre 001, a partir del dato 002.
Mediante nota del 10 de junio de 2021, el señor nombre 001, pensionado judicial, manifestó lo siguiente:
Quien suscribe nombre 001, mayor de edad, casado una vez, pensionado del Poder Judicial, portador de la cédula de identidad: valor 001, vecino de Cartago, ante ustedes expongo:

1. Soy pensionado del Poder Judicial desde el 30 de diciembre de 2010.
2. Recibo el monto de la pensión mediante depósito en mi cuenta de ahorro en el Banco Popular y de Desarrollo Comunal.
3. Desde la fecha de inicio de mi pensión, el Poder Judicial me ha rebajado, entre otros rubros, impuesto de la renta, cuota obrera de la Caja de Seguro Social.
4. Que conforme al artículo 71 de la Ley #7983, Ley de Protección al Trabajador, debo gozar del beneficio de exención de cargas sociales e impuestos.
En virtud de lo anterior expuesto, solicito que se suspendan todos los rebajos a mi pensión.
Recibiré notificaciones al correo: lgcotos@gmail.com  Tel 8371-7090.”
- 0 -

Se acordó: 1) Tomar nota de la comunicación efectuada por el Sr. nombre 001, estimado jubilado judicial. 2) Aclararle al señor nombre 001que el art. 71 de la Ley 7983 se refiere al régimen Voluntario de Pensiones Complementarias y no al régimen básico, debido a lo cual no es posible realizar la homologación de la exención ahí impuesta. 3) Manifestarle al señor nombre 001 que conforme al dictamen de la Procuraduría General de la república N°. C-310-2020 las retenciones que señala en su comunicado si son de aplicación obligatoria conforme se extrae de la tercer conclusión de dicho dictamen: “3.- Las deducciones expresamente dispuestas en la ley, como son, por ejemplo, las relacionadas con cotizaciones, impuestos, contribuciones especiales, pago de pensiones alimenticias, etc., sí deben ser deducidas de la prestación económica por jubilación o pensión, pues esas deducciones no son formas de “cesión” de la pensión en sentido estricto, sino retenciones legales, que no dependen de la voluntad del pensionado, ni de la de sus acreedores.” 4) Dados los elementos anteriores, se procede a rechazar la gestión efectuada por el señor nombre 001 por improcedente. 5) La Dirección de la JUNAFO tomará nota para efectos de futuras consultas sobre estos aspectos, con el fin de aclarar la imposibilidad de aplicar la gestión requerida. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc76714089]ARTÍCULO XIV
Documento N° 887-2021 

En sesión N°114-2017 celebrada el 21 de diciembre de 2017, artículo LXXXVIII, se reconoció para efectos de anualidades y jubilación al servidor Manuel Antonio Ulate López, Custodio de Detenidos de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de datos 001, 12 años, 10 meses y 23 días, laborados para el Ministerio de Justicia y Paz, a partir del 30 de mayo de 2017, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢ valor 001, que se le deducirá de su salario en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total, o si lo prefería, podía depositarla en las cuentas corrientes números 174961-7 y 229-32-9 del Banco de Costa Rica, previa coordinación con el Departamento Financiero Contable; el cual tomaría nota de lo resuelto para que solicitara en favor del Fondo mencionado el traslado de cuotas correspondientes, para cuyos efectos se le enviaría copia de los informes elaborados por la Dirección de Gestión Humana, la que también tomaría nota para lo que correspondía. Además, se le previno a don nombre 001 que conforme lo dispuso este Consejo en sesión Nº 16-16 del 18 de febrero del 2016, artículo XX, en el momento en que solicitara acogerse al beneficio de jubilación debía haber cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones la totalidad de la suma determinada por la Dirección de Gestión Humana para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado.
En nota del 02 de julio de 2021, el señor nombre 001, Custodio de Detenidos del Organismo de Investigación Judicial de datos 001, manifestó:
“Quien suscribe nombre 001mayor, soltero, Custodio de Detenidos del OIJ de Heredia, cédula de identidad valor 002; expongo y solicito lo siguiente:

Primero:
   
Ingresé a laborar para el Poder Judicial, propiamente al Organismo de Investigación Judicial de datos 001, como Custodio de Detenidos, en fecha 24 de abril del 2017. Siendo mi anterior trabajo, en el Ministerio de Justicia y Paz, por un período de 12 años y 10 meses.

Segundo:
   
Al ingresar al Poder Judicial, me comentaron varios compañeros que, si quería tener derecho a pensión del cien por ciento, como toda la población judicial activa del Poder Judicial; cumpliendo 30 años de servicio, debía equiparar las cuotas correspondientes al Fondo de Jubilación, del tiempo servido en el Ministerio de Justicia y Paz, por ello, me comunique con personal de Gestión Humana, para realizar dicha gestión, pues el fin era jubilarme y/o pensionarme con los 30 años de servicio y/o 48 años de edad; partiendo que tenía más de 12 años  laborando para el Ministerio de Justicia y Paz (mismo patrono Estado). Ante ello, autoricé, el rebajo adicional a mi salario, por un monto del diez por ciento en relación a cada salario recibido. 
   
Se incluye captura de pantalla del desglosé de planilla quincenal, el cual hace efectivo el pago aquí indicado.

[image: ]




Tercero:
   
No obstante, y como es de conocimiento público, en fecha 22/05/2018 (Gaceta N° 89), entró en vigencia la Ley N° 9544, que reformó la Ley Orgánica del Poder Judicial (7333), propiamente el artículo 224.

Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.

Lo cual significó que, con tal reforma, mi expectativa de una jubilación con los 30 años de servicio y 48 de edad, desapareció, siendo ahora de 65 años de servicio, siempre y cuando tenga los 35 años de servicio público. -

Por lo que, no hay necesidad hoy día de mi parte, de equiparar el fondo de pensión; puesto que con los años demás que tengo que laborar, se solventará el pago para la pensión.
   
Sin dejar de lado, que ya no voy a gozar del 100% de pensión, cuando me jubile, como se pretendía. Tal y como estaba la ley, cuando ingresé a laborar al Poder Judicial y, se me indicó por parte de Gestión Humana. Razones además, por las cuales autoricé el rebajo demás a mi salario, para ponerme al día con el Régimen de Pensiones del Poder Judicial, existente en ese momento. -

Petitoria:
   
En razón de lo esbozado, solicitó a los miembros del Honorable Consejo Superior, se ordene cesar el cobro, en relación al dinero por pago para compensar pensión; ya que, con la reforma a la ley, no sólo, no voy a recibir el 100% de la pensión estipulada en ese momento; sino, además, se me obliga cotizar hasta los 65 años de edad, para obtener mi derecho a pensión. Cuando esa expectativa era de 30 años de servicio y 48 años de edad.

Solicito, además se me reintegre el monto cancelado hasta el momento, el cual era utilizado para equiparar dicho rubro siendo que ya no gozo de la posibilidad de obtener el cien por ciento de la pensión al momento de mi jubilación.
   
Beneficio que quedó descartado, desde el momento de entrada en vigencia de la ley citada y que, en mi caso particular, se me debió dejar de cobrar, con la sola entrada en vigencia; pero que aún se me sigue cobrando. -
Para notificaciones señalo, el correo electrónico  (…)”

- 0 -

Se acordó: 1.) Tener por recibida la gestión del señor nombre 001, Custodio de Detenidos del Organismo de Investigación Judicial de datos 001, mediante nota remitida el 02 de julio de 2021. 2) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene el servidor nombre 001 con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del mes de agosto de 2021. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana acredite el tiempo de servicio reconocido, que corresponde por la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por el señor nombre 001 para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación, en razón del tiempo acreditado.
La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc76714091]ARTÍCULO XV
Documento N° 888-2021
En sesión del Consejo Superior N° 101-2018 celebrada el 20 de noviembre de 2018, artículo L, se reconoció para efectos de anualidades y jubilación al servidor Nombre 001, Custodio de Detenidos de la Delegación Regional del Primer Circuito Judicial de Alajuela, 6 años 2 meses y 2 días, laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, a partir del 1 de junio de 2017, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢valor 001,   que se le deduciría de su salario bruto en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total, o si lo prefería, podía depositarla en las cuentas corrientes números 174961-7 y 229-32-9 del Banco de Costa Rica, previa coordinación con el Departamento Financiero Contable; el cual tomará nota de lo resuelto para que solicitara en favor del Fondo mencionado el traslado de cuotas correspondientes, para cuyos efectos se le enviaría copia de los informes elaborados por la Dirección de Gestión Humana, la que también tomaría nota para lo que corresponda.
Mediante nota del 02 de julio de 2021, el señor Nombre 001, Agente de Protección a Víctimas y Testigos del Organismo de Investigación Judicial de San José, manifestó lo siguiente:
“Quien suscribe Nombre 001 mayor, soltero, Agente de Protección a Víctimas y Testigos del OIJ de San José, cédula de identidad valor 002

Primero:
  
Ingresé a laborar para el Poder Judicial, propiamente al Organismo de Investigación Judicial de San José, como Custodio de Detenidos, en fecha 20 de marzo del 2014. Siendo mi anterior trabajo, en el Ministerio de Seguridad Pública, por un período de 6 años y 02 meses.

Segundo:
   
Al ingresar al Poder Judicial, me comentaron varios compañeros que, si quería tener derecho a pensión del cien por ciento, como toda la población judicial activa del Poder Judicial; cumpliendo 30 años de servicio, debía equiparar las cuotas correspondientes al Fondo de Jubilación, del tiempo servido en el Ministerio de Seguridad Pública, por ello, me comunique con personal de Gestión Humana, para realizar dicha gestión, pues el fin era jubilarme y/o pensionarme con los 30 años de servicio y/o 49 años de edad; partiendo que tenía más de 6 años  laborando para el Ministerio de Seguridad Pública (mismo patrono Estado). Ante ello, autoricé, el rebajo adicional a mi salario, por un monto del diez por ciento en relación a cada salario recibido. 
   
Se incluye captura de pantalla del desglosé de planilla quincenal, el cual hace efectivo el pago aquí indicado.
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Tercero:
   
No obstante, y como es de conocimiento público, en fecha 22/05/2018 (Gaceta N° 89), entró en vigencia la Ley N° 9544, que reformó la Ley Orgánica del Poder Judicial (7333), propiamente el artículo 224.

Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.

Lo cual significó que, con tal reforma, mi expectativa de una jubilación con los 30 años de servicio y 49 de edad desapareció, siendo ahora de 65 años de servicio, siempre y cuando tenga los 35 años de servicio público. -

Por lo que, no hay necesidad hoy día de mi parte, de equiparar el fondo de pensión; puesto que con los años demás que tengo que laborar, se solventará el pago para la pensión.
   
Sin dejar de lado, que ya no voy a gozar del 100% de pensión, cuando me jubile, como se pretendía. Tal y como estaba la ley, cuando ingresé a laborar al Poder Judicial y, se me indicó por parte de Gestión Humana. Razones, además por las cuales autoricé el rebajo demás a mi salario, para ponerme al día con el Régimen de Pensiones del Poder Judicial, existente en ese momento. -

Petitoria:
  
En razón de lo esbozado, solicitó a los miembros del Honorable Consejo Superior, se ordene cesar el cobro, en relación al dinero por pago para compensar pensión; ya que, con la reforma a la ley, no sólo, no voy a recibir el 100% de la pensión estipulada en ese momento; sino, además, se me obliga cotizar hasta los 65 años de edad, para obtener mi derecho a pensión. Cuando esa expectativa era de 30 años de servicio y 49 años de edad.

  Solicito, además se me reintegre el monto cancelado hasta el momento, el cual era utilizado para equiparar dicho rubro siendo que ya no gozo de la posibilidad de obtener el cien por ciento de la pensión al momento de mi jubilación.
   
Beneficio que quedó descartado, desde el momento de entrada en vigencia de la ley citada y que, en mi caso particular, se me debió dejar de cobrar, con la sola entrada en vigencia; pero que aún se me sigue cobrando. 

  Para notificaciones señalo, el correo electrónico datos 003

- 0 -

Se acordó: 1.) Tener por recibida la gestión del señor Nombre 001, Agente de Protección a Víctimas y Testigos del Organismo de Investigación Judicial de San José, mediante nota remitida el 02 de julio de 2021. 2) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene el servidor nombre 001 con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del mes de agosto de 2021. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana acredite el tiempo de servicio reconocido, que corresponde por la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por el señor Nombre 001 para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación, en razón del tiempo acreditado.
La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc76714093]ARTÍCULO XVI

Documento N° 884-2021
La máster Roxana Arrieta Meléndez y las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata; por su orden, Directora interina y Subdirectora interina de Gestión Humana y Jefa de Administración Salarial, mediante Oficio N° PJ-DGH-SAS-2102-2021 del 19 de mayo de 202, comunicaron:
“De conformidad con lo aprobado por el Consejo Superior en sesión N° 84-2020 celebrada el 28 de agosto de 2020, articulo XVI, se remite el estudio de reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado para efectos de jubilación n° RTFJP: 2021011 para la aprobación correspondiente:

Reconocimiento de Tiempo Servido en Otras
Instituciones del Estado para efectos de
JUBILACIÓN

	NOMBRE:
	MARIA JOSE ELIZONDO ALVARADO

	N° CEDULA:
	01-1086-0394

	PUESTO:
	JUEZ 4

	OFICINA:
	TRIBUNAL DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE, SEDE SANTA CRUZ

	LUGAR PARA NOTIFICACIONES:
	Datos 001

	FECHA DE PRESENTACION DE LA GESTIÓN:
	05/08/2020.

	FECHA EN QUE COMPLETA LA GESTIÓN:
	05/08/2020.

	RESULTADO DE ESTUDIO DE RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO EN OTRAS INSTITUCIONES DEL ESTADO PARA EFECTOS DE ANUALES Y JUBILACIÓN: 
	N° DE RTFJP:
	2021011  

	
	TIEMPO A RECONOCER:
	2 años, 10 meses y 23 días.

	
	MONTO A REINTEGRAR:
	¢ valor 001

	
	INSTITUCIÓN DONDE LABORÓ:
	Defensoría de los Habitantes

	OBSERVACIONES:
	El Monto total a reintegrar se calcula a valor presente de conformidad a lo establecido en el Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial, artículos 12 y 13.

	RESUMEN RESPUESTA DE LA PERSONA SOLICITANTE A LA COMUNICACIÓN DE LA DEUDA:
	La persona solicitante no manifiesta objeción con el estudio realizado.



Cabe indicar que, en caso de aprobarse el estudio RTFJP 2021011, el tiempo total a reconocer es de 2 años, 10 meses y 23 días, tiempo por el cual la persona servidora deberá reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial un monto total de ¢valor 001.”

- 0 -

Analizado el oficio N° PJ-DGTH-SAS-2102-2021, Dirección de Gestión Humana, relativo a los cálculos del monto a reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por la señora María José Elizondo Alvarado. se acordó: 1) Reconocer para efectos de jubilación a la servidora María José Elizondo Alvarado, jueza 4 del Tribunal del segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Sede Santa Cruz, 2 años, 10 meses y 23 días, laborados para la Defensoría de los Habitantes, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢ valor 001, que se le deducirá de su salario bruto en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total, o si lo prefiere, podrá depositarla en las cuenta corriente número CC-CR4501520122900000329 del Banco de Costa Rica, previa coordinación con la Dirección de la JUNAFO, la cual tomará nota de lo resuelto para que solicite en favor del Fondo mencionado el traslado de cuotas correspondientes, para cuyos efectos se le enviará copia de los informes elaborados por la Dirección de Gestión Humana, la que también tomará nota para lo que corresponda. Se le previene a la persona interesada, que en el momento en que solicite acogerse al beneficio de jubilación deberá haber cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones la totalidad de la suma determinada por la Dirección de Gestión Humana para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado. 2.) Asimismo, se le informa a la licenciada Elizondo Alvarado, que pese al reconocimiento de tiempo servido y al pago de la suma indicada, tendrá derecho a optar por la jubilación, una vez cumpla con al menos 20 de años de cotizar para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones y de laborar para este Poder Judicial, de conformidad con el artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 9544. 3.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento de la persona gestionante. 4.) La Dirección de Gestión Humana tomará nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme. 
Se reintegra a la sesión el integrante Montero Zúñiga 
[bookmark: _Toc76714095]ARTÍCULO XVII
Documento N° 510-2020, 872-2021
En sesión del Consejo Superior N° 48-2021 celebrada el 10 de junio de 2021, artículo LX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 23-2021 celebrada el 31 de mayo de 2021, artículo XXIII, tomó el acuerdo que literalmente dice:

“El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, mediante correo electrónico del 28 de mayo de 2021, remitió lo siguiente:

“Para su estimable conocimiento, me permito remitir criterio emanado por la Contraloría General de la República sobre el tratamiento de debe efectuar la Auditoria Judicial a la Junta Administradora del FJPPJ.

A continuación, se trascribe el citado Criterio:

“Se procede a dar respuesta a sus respectivas consultas efectuadas por el señor Roberth García González, Auditor Judicial, mediante oficio N° 399-17-UJ-2021 de 23 de marzo de 2021; y por el señor Arnoldo Hernández Solano en su carácter de Presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial; mediante oficio N° 0404-2021 de 15 de abril del año en curso.

I. OBJETO DE LA CONSULTA DEL AUDITOR DEL PODER JUDICIAL

a) SOBRE EL FONDO

El consultante señala una serie de antecedentes que sirven de contexto a la consulta, los cuales se resumen a continuación:

1. Que mediante oficio DJ-3905-2010 del 03 de noviembre de 2010, la Contraloría General de la República señaló que el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial (FPJPJ) se encontraba dentro de las competencias de fiscalización de la Auditoría Judicial; al entender básicamente que dicho Fondo constituía un conjunto de recursos que eran administrados dentro del ámbito público representado por el Consejo Superior y la Corte Suprema de Justicia del Poder Judicial; y por ello parte del ámbito de competencia institucional de esa auditoría, según el artículo 22 de la Ley General de Control Interno. Por lo que, a partir de dicho criterio se creó a lo interno de la estructura administrativa del Poder Judicial; según el consultante, la Sección de Auditoría del FPJPJ.

1) Que con la promulgación de la ley No. 9544 “Reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial”, mediante publicación en La Gaceta No. 89 del martes 22 de mayo de 2018, el cuadro fáctico y normativo varió sustancialmente. Ello por cuanto dicha reforma legal creó la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano desconcentrado con personalidad jurídica instrumental para ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo. Que la reforma legal otorgó a dicha Junta facultades de nombramiento, suspensión, remoción y sanción de su propio personal, así como de aprobación del plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual. Que el Fondo se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo, con lo cual se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos. Que al ser financiado única y directamente con el salario de los funcionarios no pasan por formulación presupuestaria aprobada por la Asamblea Legislativa o Contraloría General de la República, y no van ni provienen de Caja Única, sino que como lo señala el artículo 239 inc. h) de la Ley de cita, es la misma Junta la que aprueba su presupuesto, sus modificaciones y su liquidación. Que por disposición expresa del artículo 241 de la Ley 9544, la supervisión y la regulación de la Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF); adicionalmente el artículo 239 de la citada Ley, inciso g), dicta cumplir con la legislación y la normativa que emitan ambos entes. Que actualmente la Junta Administrativa del FJPPJ cuenta con un Comité de Auditoría tal como lo exige CONASSIF para las instituciones supervisadas.

2) Que ante ese cambio normativo del 2018 por la citada ley No. 9544, la Auditoría Judicial solicitó criterio al Órgano Contralor con el fin de determinar si se habían variado las competencias de la Auditoría Judicial respecto de lo indicado en el oficio DJ-3905-2010 del 03 de noviembre de 2010. A respecto, mediante oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto de 2018, cambió el criterio vertido en 2010, e indicó en lo sustancial que la auditoría interna del Poder Judicial no tiene la facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto escapa de su ámbito de actuación institucional de conformidad con los artículos 7 y 21 de la LGCI; además por el hecho de haberse depositado la administración del Fondo en un órgano desconcentrado como la Junta, fuera del ámbito de jerarquía del Poder Judicial. Que en relación a las labores de supervisión y regulación del Fondo y de la Junta Administrativa, el artículo 241 de la Ley 9544 reserva tales facultades a la SUPEN y al CONASSIF, respectivamente, por lo cual no se contempló la participación de la Auditoría del Poder Judicial. Que la Ley General de Control Interno, Nro, 8292, establece que el Sistema de Control Interno está compuesto por una serie de órganos, entre los que se contemplan la administración activa y la auditoría interna de las instituciones. Al tener el jerarca limitadas sus competencias respecto de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como órgano desconcentrado, hace que falte uno de los componentes orgánicos del sistema de control interno (SCI), viéndose impracticable el deber, junto a los titulares subordinados, de cumplir con el artículo 10 de la LGCI, esto es, establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el SCI institucional respecto de la Junta. Que cualquier conflicto derivado de una auditoría, advertencia o asesoría ejercida por la Auditoría del Poder Judicial en los temas propios del ámbito de competencia de la Junta, no podría ser solventado por el máximo jerarca, quedando el proceso de fiscalización y cumplimiento del sistema de control interno truncado, por cuanto cualquier revisión ulterior de disposiciones giradas por la Auditoría Judicial a la Junta, no podrían ser decididas por el jerarca, al tener limitadas sus competencias frente a un órgano desconcentrado. Que debe considerarse que la Ley de Reforma sólo habilita una supervisión y regulación de tipo técnico-financiero sobre el Fondo, por lo que le resultará útil a las autoridades del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial atender lo dispuesto por el artículo 20 de la LGCI que regula la conformación de un sistema de control interno en los entes y órganos de naturaleza pública que se creen. Que respecto a las consultas relativas a si el Poder Judicial puede prestarle a la Junta Administrativa sus propios funcionarios remunerados con el presupuesto institucional, para que realicen las funciones que le corresponden a ese nuevo órgano, y si está facultado para brindar recursos materiales, financieros, tecnológicos y de infraestructura, por aplicación de los artículos 2, 5, 8.1 y 9 del Reglamento sobre la Recepción y Atención de Consultas dirigidas a la Contraloría General de la República”(R-DC-197-2011); al no ser dichas consultas objeto de la competencia constitucional y legal del Órgano Contralor, resulta improcedente referirse a las mismas y se rechazan de plano y sin más trámite.

3) Que a partir de la emisión del oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto de 2018; siendo el criterio de la Contraloría General de la República vinculante y obligatorio para esa Auditoría Judicial, trasladó a conocimiento de la jerarquía del Poder Judicial y de la Junta Administrativa del Fondo, la falta de competencia de ese órgano de control para fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del FJPPJ con las consideraciones esbozadas por el Órgano Contralor. Ante el nuevo criterio, se reestructuró nuevamente la Auditoría Judicial y se eliminó la Sección creada para la fiscalización de dicho Fondo.

4) Que en el año 2021, la Junta Administrativa del FJPPJ realizó consulta a la Procuraduría General de la República, sobre la naturaleza jurídica de dicho órgano; obteniendo el criterio a través del dictamen C-021-2021 del 29 de enero de 2021. A partir de este último antecedente, la Auditoría Judicial refiere que a raíz de la interpretación del dictamen de la Procuraduría General antes indicado, la Dirección Jurídica del Poder Judicial brinda su criterio y con base en ello, la Junta Administrativa ordena a esa Auditoría Interna la incorporación de dicho órgano dentro del universo auditable. Indica el consultante que ante dicha situación, ese órgano de control les remitió oficio en el que se expuso el criterio vinculante de la Contraloría General de la República sobre la falta de competencia de esta Auditoría Interna para fiscalizar el Fondo y el análisis detallado que realizó el ente de fiscalización superior de la Hacienda Pública para arribar a dichas conclusiones. No obstante, la Junta reitera nuevamente que es obligación de la Auditoría Judicial la incorporación de dicho órgano dentro del universo auditable conforme al dictamen C-021-2021 de la PGR, a pesar que ese órgano asesor no entró a analizar específicamente las competencias de la Auditoría Interna.

Finalmente, procede a la formulación de la consulta en los siguientes términos:

“¿El criterio de la CGR emitido mediante oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto de 2018 prevalece en cuanto a la materia de control interno y las competencias de la Auditoría Judicial sobre el dictamen de la PGR C-021-2021 del 29 de enero de 2021?

En caso de revertir nuevamente el Órgano Contralor, el criterio sobre las competencias de esta Auditoría Interna, se agregan las siguientes consultas:

a) ¿Cuáles son las competencias de la Junta Administrativa del FJPPJ como jerarca del órgano desconcentrado respecto de la Auditoría Interna del Poder Judicial? ¿Corresponde presentarle también la rendición del informe de labores anual regulado en el artículo 22 inc. g) de la Ley General de Control Interno como jerarca de dicho órgano?

b) ¿Puede la Junta Administrativa del FJPPJ dictarle a la Auditoría Judicial directrices administrativas como señala el artículo 239 inc h) de la Ley Orgánica del Poder Judicial?

c) En los conflictos por los informes de auditoría, ¿qué condición ostenta la Junta Administrativa como jerarca del órgano desconcentrado? ¿La Auditoría Judicial tendría que responder a dos jerarcas? ¿Quién conocería los conflictos de las recomendaciones dirigidas a la Junta Administrativa si la Corte Plena no es su jerarca?

d) Al haberse eliminado la Sección de Auditoría que fiscalizaba el Fondo de conformidad con el criterio DFOE-PG-0436, la Junta Administrativa dentro de sus competencias para crear las plazas puede aportar nuevamente el recurso humano para retomar la fiscalización, ¿qué condición tendrían dichos funcionarios de auditoría según la Ley General de Control Interno respecto de Corte Plena y de dicha Junta, así como en la relación de puestos de la Auditoría Judicial?”.

B)      POSICIÓN DE LA AUDITORÍA DEL PODER JUDICIAL

La Auditoría Interna del Poder Judicial externó su posición con las siguientes consideraciones:

1. Que el criterio vertido por la Contraloría General de la República oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto de 2018 prevalece en cuanto a la materia de control interno sobre el dictamen de la PGR C-021-2021 del 29 de enero de 2021. El citado dictamen desarrolló de manera muy general la naturaleza jurídica de la Junta Administrativa del FJPPJ y no analizó integralmente las implicaciones en el sistema de control interno tal como lo hizo el Órgano Contralor.

1) No comparte esta Auditoría Judicial la afirmación de la Procuraduría General y que contradice lo indicado por la Contraloría General, en el sentido de que los empleados que contrate la Junta con presupuesto propio -que por ley proviene directamente del salario de los trabajadores y no de recursos públicos-, sean considerados funcionarios en relación del empleo público del Poder Judicial, ya que no son plazas ligadas a un código presupuestario, su creación no está sujeta a los mismos parámetros del resto de funcionarios judiciales y no estarían incorporados en la Relación de Puestos propuesta por Corte Plena al Ministerio de Hacienda, el cual lo remite a aprobación de la Asamblea Legislativa para que se constituya en Ley de la República, aspecto que contraviene, entre otros, al principio de especialidad cualitativa y cuantitativa, dispuesto en el artículo 5 de la ley No.8131, con las consecuencias asociadas al numeral 110 de ese cuerpo normativo.

2) Existe el riesgo de que se distorsione el régimen sancionatorio institucional, ya que si se consideran funcionarios judiciales estarían sometidos a la vigilancia de la Inspección Judicial que depende del Consejo Superior (artículo 184 LOPJ), quien conoce sus resoluciones en apelación, sin embargo, dichos funcionarios al ser contratados por la Junta Administrativa deben responder disciplinariamente ante ellos.

3) Que los conflictos por los informes de auditoría tal como lo señaló en su oportunidad el Órgano Contralor: “no podría ser solventado por el máximo jerarca, quedando el proceso de fiscalización y cumplimiento del sistema de control interno truncado, por cuanto cualquier revisión ulterior de disposiciones giradas por la Auditoría Judicial a la Junta, no podrían ser decididas por el jerarca, al tener limitadas sus competencias de frente a un órgano desconcentrado.”

4) Que la Junta Administrativa actualmente posee un Comité de Auditoría según las disposiciones de CONASSIF y la contratación constante de auditorías externas. Y al igual que otros órganos desconcentrados con personalidad jurídica instrumental como CONAVI, COSEVI, CTP, Comisión Nacional de Emergencias, FONABE, la Junta Administrativa del Registro Nacional, la Junta Administrativa de la Imprenta Nacional, entre otros, todos cuentan con su propia Auditoría Interna, lo cual como se indicó en el oficio DFOE-PG-0436 es lo procedente de conformidad con el artículo 20 de la Ley General de Control Interno y el modelo de las tres líneas de defensa desarrollado por el Instituto de Auditores Internos y promovido por la OCDE.

II.      OBJETO DE LA CONSULTA DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL

C) SOBRE EL FONDO

El consultante señala una serie de antecedentes que sirven de contexto a su consulta, los cuales se indican a continuación:

1. El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) es un régimen sustituto al régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) administrado por la Caja Costarricense de Seguros Social (CCSS), de beneficio definido, capitalización colectiva y de adscripción obligatoria para las personas funcionarias del Poder Judicial, perteneciente al primer pilar del Sistema Nacional Costarricense de Pensiones. Fue creado el 09 de junio de 1939 y desde su creación se mantuvo bajo la administración directa del estimable Consejo Superior y de la honorable Corte Plena, siendo su administración claramente asumida por el aparato administrativo de ese Poder de la República, conforme a las disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley N°. 7333 que en su artículo N°. 81 inciso 12 establecía: “Artículo 81.- Corresponde al Consejo Superior del Poder Judicial: […] l2.- Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, de acuerdo con las políticas de inversión de ese Fondo, establecidas por la Corte.”

1) A lo largo de los años de administración efectuada por ese Poder de la República, bajo la tutela del Consejo Superior y la Corte Plena, se consideró necesario establecer áreas especializadas que fueran directamente relacionadas con la gestión de este régimen de pensiones, dentro de las cuales se destaca la Unidad de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, perteneciente a la Auditoría Interna del Poder Judicial. Dicha unidad fue conformada por el Consejo Superior en sesión Nº 51- 12 del 22 de mayo del 2012, artículo XXVIII.

2) Que tras un análisis efectuado por la Dirección de Planificación del Poder Judicial, el Consejo Superior en sesión N° 063-2015, artículo XXXII del 09 de julio de 2015, decide reclasificar dicha Unidad y elevarla al rango de Sección.

3) Con la promulgación en mayo del 2018, de la reforma impuesta mediante la Ley N°. 9544 a la Ley Orgánica del Poder Judicial, se crea un nuevo órgano encargado de administrar el régimen de pensiones de este Poder de la República: La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JAFJPPJ), según se destaca del artículo N°. 239 de dicha ley.

4) La promulgación de esa reforma, así como la necesidad de identificar correctamente los patrimonios individuales de cada órgano, y considerando el adecuado manejo tributario necesario aplicable conforme a las reglas tributarias costarricense, volvieron necesario dotar de dos personalidades jurídicas instrumentales nuevas, integrando un grupo de interés económico conformado por la Corte Suprema de Justicia, el FJPPJ y la Junta Administradora del Fondo.

5) La creación de este nuevo órgano genera confusión a lo interno del Poder Judicial, sobre su naturaleza jurídica, relación con dicho Poder y régimen de empleo aplicable, por lo cual se remite consulta a la Procuraduría General de la República para dilucidar estos temas.

6) Que con anterioridad a la reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial, promulgada con la publicación el 22 de mayo de 2018 de la Ley N°. 9544 (Diario Oficial La Gaceta N°. 89), la Contraloría General de la República mediante oficio N° DJ-3905-2010 (10639) del 03 de noviembre del 2010, se refirió a la potestad de fiscalización de la auditoría judicial sobre el régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, avalando su legítima procedencia.

7) Que con posterioridad a la reforma operada por Ley No. 9544, mediante oficio N° DFOE-PG-0436 (Oficio N°. 11481) del 10 de agosto del 2018; la Contraloría General de la República cambia su criterio del año 2010, argumentado en lo medular lo siguiente: a) que habiendo salido la administración del Fondo del ámbito del Consejo Superior y de la Corte Suprema de Justicia como administración activa, su fiscalización ya no forma parte del ámbito competencial de la Auditoría Judicial. b) que al ser la Junta Administrativa un órgano con desconcentración y ejercer en nombre propio la correspondiente competencia desconcentrada libre de los poderes de mando e instrucción y alternativamente el de revisión o de avocación del jerarca, no podría la Auditoría Judicial que tiene dependencia del jerarca (artículo 24 de la LGCI), ejercer las competencias y potestades otorgadas por los artículos 22 y 33 de la LGCI, por cuanto un eventual incumplimiento de las disposiciones del auditor interno por parte del órgano desconcentrado, no podría ser elevado en conflicto al máximo jerarca, que tendría sus potestades limitadas respecto de éste; y por ende el cumplimiento de lo dispuesto por la Auditoría no podría ser exigido. c) que la Auditoría interna del Poder Judicial no tiene la facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto escapa de su ámbito de actuación institucional de conformidad con los artículos 7 y 21 de la LGCI; además por el hecho de haberse depositado la administración del Fondo en un órgano desconcentrado como la Junta, fuera del ámbito de jerarquía del Poder Judicial, d) que en relación a las labores de supervisión y regulación del Fondo y de la Junta Administrativa, el artículo 241 de la Ley 9544 reserva tales facultades a la Superintendencia de Pensiones (Supén) y al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), respectivamente, por lo cual no se contempló la participación de la Auditoría del Poder Judicial; e) que la Ley General de Control Interno, Nro. 8292, establece que el Sistema de Fiscalización Superior de la Hacienda Pública está compuesto por una serie de órganos, entre los que se contemplan la administración activa y la auditoría interna de las instituciones. Al tener el jerarca limitadas sus competencias respecto de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como órgano desconcentrado, hace que falte uno de los componentes orgánicos del sistema de control interno (SCI), viéndose impracticable el deber, junto a los titulares subordinados, de cumplir con el artículo 10 de la LGCI, esto es, establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el SCI institucional respecto de la Junta; f) que cualquier conflicto derivado de una fiscalización, advertencia o asesoría ejercida por la Auditoría del Poder Judicial en los temas propios del ámbito de competencia de la Junta, no podría ser solventado por el máximo jerarca, quedando el proceso de fiscalización y cumplimiento del sistema de control interno truncado, por cuanto cualquier revisión ulterior de disposiciones giradas por la Auditoría Judicial a la Junta, no podrían ser decididas por el jerarca, al tener limitadas sus competencias de frente a un órgano desconcentrado; g) que la Ley de Reforma sólo habilita una supervisión y regulación de tipo técnico-financiero sobre el Fondo, por lo que le resultará útil a las autoridades del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial atender lo dispuesto por el artículo 20 de la LGCI que regula la conformación de un sistema de control interno en los entes y órganos de naturaleza pública que se creen. Y finalmente; h) que respecto a las consultas relativas a si el Poder Judicial puede prestarle a la Junta Administrativa sus propios funcionarios remunerados con el presupuesto institucional, para que realicen las funciones que le corresponden a ese nuevo órgano, y si está facultado para brindar recursos materiales, financieros, tecnológicos y de infraestructura, por aplicación de los artículos 2, 5, 8.1 y 9 del Reglamento sobre la Recepción y Atención de Consultas dirigidas a la Contraloría General de la República”(R-DC-197-2011); al no ser dichas consultas objeto de la competencia constitucional y legal del Órgano Contralor, resulta improcedente referirse a las mismas y se rechazan de plano y sin más trámite.

8) Que con base en la promulgación de dicho dictamen, la Auditoría Judicial de este Poder de la República, procedió a efectuar un reajuste interno de las funciones asignadas a las personas funcionarias que laboran para la Unidad de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, realizando un informe de cierre de labores y desligándose de la fiscalización que sobre el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial había efectuado a lo largo de su existencia, sin entrar a conocer en ningún momento temas relacionados con la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

9) Por medio del dictamen N° C-021-2021 del 29 de enero del 2021 la Procuraduría General de la República, atiende consulta efectuada por medio de oficio N°. 393-2020 de fecha 26 de junio 2020, realizada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con el fin de tener claridad sobre su naturaleza jurídica, relación con el Poder Judicial y régimen de empleo aplicable a sus eventuales colaboradores; y destaca las conclusiones a las que llegó el órgano asesor del Estado.

10) Entre otras consideraciones, se indica que los reglamentos promulgados por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) y aplicables por el supervisor del sector, la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), tales como el Reglamento de Gobierno Corporativo, Reglamento de Auditoria, Reglamento de Información Financiera, entre otros, consideran como parte integral las líneas de defensa que contribuyen a la gestión y control de los riesgos de la entidad supervisada, a la Auditoría Interna, por lo cual tanto la Junta Administradora del FJPPJ como el propio Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al ser supervisados según lo establece el artículo N° 241 de la Ley N°. 9544, deben contar con una función o unidad que efectúe esta labor.

11) Que la Asamblea Legislativa, decide promulgar una modificación a la Ley Orgánica del Poder Judicial, para modificar el órgano encargado de la administración de este régimen de pensiones, sin embargo, no crea un Ente o Institución para tal fin, únicamente modifica la estructura interna del Poder Judicial y crea un órgano especializado a lo interno del Poder Judicial, capaz de administrar de una manera más eficiente y técnicamente adecuada los recursos que componen este régimen de pensiones.

12) Que el dictamen de la Procuraduría General de la República N° C-021-2021, aclara la naturaleza jurídica de la Junta Administradora del FJPPJ como un órgano de desconcentración máximo en cuanto a la materia de su especialidad, pero que conserva relación jerárquica con la Corte Plena, máximo jerarca del Poder Judicial “pues debe quedar claro que forma parte del Poder Judicial, en tanto órgano de dicho poder”. El citado dictamen, es claro en indicar que las eventuales personas funcionarias que contrate este nuevo órgano conservan el mismo régimen de empleo público aplicable a las personas funcionarias del Poder Judicial, debido a lo cual dicho personal no se desliga de ninguna manera del Poder Judicial.

13) Que la administración del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se extrae del Consejo Superior y de la Corte Plena, pero se ubica en un órgano que pertenece al Poder Judicial como un todo, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, debido a lo cual la gestión respectiva de dicho régimen nunca abandona a este Poder de la República, el cual mantiene en la administración activa, la gestión del citado régimen, respetando los mismos principios observados en la emisión del dictamen DJ-3905-2010.

14) Que por principios de eficiencia, eficacia, experiencia y especialización en la materia, existe una serie de personal capacitado, con conocimiento del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que se encuentra con nombramientos en plazas, cuyo origen fue específicamente pensado para satisfacer las necesidades de gestión de este régimen de pensiones, quienes a la luz del dictamen C-021- 2021, mantienen su relación de empleo público aunque laboren directamente bajo el mandato de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto se declara que este órgano de desconcentración máxima no se desliga de su relación jerárquica con la Corte Plena y por ende mantiene su pertenencia a este Poder de la República.

Finalmente, procede a la formulación de la consulta en los siguientes términos:

“A. ¿Debe la Auditoría Interna del Poder Judicial, a la luz del dictamen C-021-2021 incorporar a la Junta Administradora del FJPPJ y al régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dentro de su universo auditable, al conformar este órgano parte del Poder Judicial y ser parte de la administración activa?

B. En caso de no ser aplicable la consideración anterior, ¿es posible que la Auditoría Interna del Poder Judicial ceda las plazas de la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dado su enfoque exclusivo de atención, experiencia y especialización en la materia, para que sean trasladadas bajo administración de la Junta Administradora del FJPPJ y con ello respetar el enfoque original para el cual dichas plazas fueron creadas?”

CONSIDERACIONES PREVIAS

En atención a las consultas planteadas, cabe señalar que de acuerdo con el artículo 29 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Ley n.º 7428, el Órgano Contralor ejerce la potestad consultiva en el ámbito de sus competencias, de manera que atiende las consultas que al efecto le dirijan los órganos parlamentarios, los diputados de la República, los sujetos pasivos y los sujetos privados no contemplados en el inciso b) del artículo 4 de la citada Ley. complementándose al efecto, con lo regulado en el “Reglamento sobre la recepción y atención de consultas dirigidas a la Contraloría General de la República” (resolución R-DC-197-2011), el cual establece las condiciones que rigen el trámite y la atención de las consultas ingresadas como parte del ejercicio de la competencia consultiva.

Al efecto, el artículo 8 del Reglamento de referencia, establece requisitos de obligatorio cumplimiento para la presentación de las consultas dirigidas al Órgano Contralor, entre los que se citan, en lo de interés, lo dispuesto en los incisos 1 y 2 de dicho ordinal, los cuales determina lo siguiente:

"Artículo 8°—Requisitos para la presentación de las consultas. Las consultas que ingresen para su atención conforme al artículo 29 de la Ley No. 7428, deberán cumplir los siguientes requisitos:

1. Tratarse de asuntos de competencia del órgano contralor.

1. Plantearse en términos generales, sin que se someta al órgano consultivo a la resolución de circunstancias concretas propias del ámbito de decisión del sujeto consultante, o que atañen a la situación jurídica del gestionante. (…)."

De lo cual se desprende la obligación de presentar las consultas dentro de las materias propias de la competencia constitucional y legal de esta Contraloría General vinculada con la Hacienda Pública. Asimismo, debe plantearse en términos generales, sin que se someta al Órgano Consultivo a la resolución de circunstancias concretas propias del ámbito de decisión del sujeto consultante, o que atañen a la situación jurídica del gestionante.

Dicho proceder, obedece a la finalidad propia del proceso consultivo, que no pretende sustituir a la Administración en la toma de decisiones respecto de las competencias que le han sido asignadas en el ordenamiento jurídico, a la vez que se trata de evitar el riesgo que genera la emisión de un criterio vinculante sobre la base de supuestos fácticos y jurídicos que no se conocen a plenitud, y por ende, puede generar un pronunciamiento errado en sus conclusiones. De manera que se reitera el carácter general de las observaciones y el análisis que aquí se plantea sobre los temas en consulta.

Por ello, la potestad consultiva no debe verse como un medio por el cual la Contraloría General sustituye a las Administraciones Públicas en el manejo de situaciones particulares en el plano meramente administrativo, la resolución de los conflictos internos que se puedan generar entre las diferentes instancias en el seno de la administración consultante, o la validación o confirmación de conductas previamente adoptadas por la Administración activa.

En ese tanto, lo anterior no impide emitir un criterio vinculante respecto a consultas relacionadas con el ámbito competencial del Órgano Contralor, máxime cuando se trata de temas o materias abordados previamente en el ejercicio de su potestad consultiva, bajo el entendido que se trata de consideraciones que se esbozan desde una perspectiva general, y no de una situación específica e individualizada, y dirigidas por demás a orientar a la entidad consultante en la toma de sus decisiones.

CRITERIO JURÍDICO DE LA CONTRALORÍA GENERAL

Una vez conocidos los antecedentes y las posiciones externadas tanto por el Auditor Judicial como por la Junta Administradora del FPJPJ; es patente que ambas consultas coinciden en tener como propósito institucional obtener del Órgano Contralor criterio vinculante acerca de la obligación de la Auditoría Judicial del Poder Judicial de incluir dentro de su universo auditable a la Junta Administradora como al FPJPJ.

Si bien es cierto, el extremo de dicha consulta fue ampliamente desarrollado en el criterio vinculante del Órgano Contralor; oficio Nro. DFOE-PG-0436 del 10 de agosto de 2018; un factor común que se suma al contexto de antecedentes de ambas consultas, es el relativo a la emisión del dictamen de la Procuraduría General de la República N° C-021-2021; el cual es presentado como un nuevo insumo de análisis, que podría incidir en los fundamentos de hecho y de derecho analizados en su oportunidad en el oficio referido, que lleve al Órgano Contralor a la variación de su criterio y en consecuencia a la emisión de un nuevo criterio de oriente la relación de los diferentes actores a la luz de las regulaciones propias del Sistema de Control Interno; efectos que deben ser rechazados en el presente caso, como de seguido se analizará.

En primer término, respecto del dictamen de la Procuraduría General C-021-2021; el mismo obedece a una consulta formulada por la Junta Administradora del FJPPJ. La Junta puso en conocimiento del Órgano Asesor el acuerdo del artículo X de la sesión Nro. 21-20, de las 8:30 horas del 22 de junio de 2020, en el que se dispuso en firme “atender las interrogantes que se tienen acerca de la naturaleza jurídica de la Junta consultante, a efecto de tener claridad, acerca del grado de desconcentración que le fue otorgada a dicho órgano al momento de su creación legal y las potestades que tendría a nivel presupuestario, disciplinario, de manejo de recurso humano, entre otros”. Es así que esta Contraloría General observa que en todo momento el enfoque del Dictamen emitido por la Procuraduría General gira en torno a dilucidar la naturaleza jurídica de la Junta; ya que con respecto a los alcances de su grado de desconcentración en los ámbitos presupuestario y de personal, la Procuraduría General indicó que “(...) la amplitud e imprecisión de la consulta así formulada nos impide profundizar en los aspectos que se mencionan, relacionados con el tema presupuestario y de personal de la Junta”. Por lo que tampoco estos temas fueron desarrollados por el Órgano Asesor en profundidad, quedando solo como tema concreto de abordaje en el dictamen la naturaleza jurídica de la JAFPJPJ.

Ahora bien, respecto a la naturaleza jurídica de la Junta Administradora del FPJPJ; no encuentra el Órgano Contralor que el Dictamen C-021-2021 haya tenido una conclusión diversa de la externada en el oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto de 2018; siendo que ambos criterios son coincidentes en ese punto. En efecto, en el oficio del 2018 el Órgano Contralor indicó que “(...) con la reforma operada por la Ley Nro. 9544, tenemos un nuevo panorama jurídico por el cual el Fondo es independiente del Poder Judicial (art. 235), y su administración es trasladada a una Junta Administrativa como un órgano del Poder Judicial (art.242 inciso f), que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley (art. 239 incisos a) y h); y tendrá personalidad jurídica instrumental, así como ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo. Igualmente, la reforma de ley le otorga a la Junta facultades de inversión de los recursos acumulados en el Fondo (arts. 239 inciso f) y 240 bis).”

Por su parte, el Dictamen C-021-2021 reconoce: “Tal como se puede observar del primer párrafo del precepto transcrito (art. 239 Ley 9544), la Junta al tiempo que se concibe como un órgano administrativo inserto en la estructura vertical del Poder Judicial, se le dota de “independencia” en el ejercicio de sus funciones, en la toma de decisiones técnicas y en su gestión administrativa (...)”. (Subrayado no pertenecen a su original). Más adelante, el criterio profundiza sobre esta naturaleza jurídica indicando que “la “completa independencia” que pregona el artículo 239 de comentario se garantiza sustrayendo a la Junta del poder de mando o instrucción de la Corte o del Consejo Superior del Poder Judicial sobre la materia desconcentrada – lo que, según apuntamos antes, se corresponde con un grado de desconcentración máxima (artículo 83.3 LGAP); sin perjuicio de que la Corte Plena retenga ciertas potestades propias de su condición de superior jerarca dentro del Poder Judicial y que se expresan, por ejemplo, en la potestad de designar a la mitad de los miembros de la Junta, de acuerdo con el artículo 240 de la LOPJ.” (Subrayado no pertenecen a su original); para finalmente concluir que la Junta “es un órgano con grado de desconcentración máxima del Poder Judicial para la administración de dicho régimen, dotado de personalidad jurídica instrumental”.

Con lo anterior es claro que ambos criterios son coincidentes sobre la naturaleza jurídica y, por ello, el grado de desconcentración de la Junta Administradora del FJPPJ, de tal forma que no se identifica alguna contradicción que obligue al Órgano Contralor a variar su criterio externado en dicho oficio, y que tampoco se ha presentado un cambio en el marco normativo aplicable que obligue a un análisis particular, resta examinar el punto medular de la consulta cual es sí; a partir del Dictamen C-021-2021, se deduce la obligación de la Auditoría Judicial del Poder Judicial de incluir dentro de su universo auditable a la Junta Administradora como al FPJPJ. Esto por cuanto el Órgano Contralor interpreta que la Junta está entendiendo el Dictamen C-021-2021 desde un punto de vista “orgánico”, esto es que por ser un órgano inserto en la estructura vertical del Poder Judicial, procede la fiscalización por parte de la auditoría judicial.

Al respecto, debe indicarse que la Contraloría General no concuerda con dicha conclusión; la cual no se desprende del dictamen, el cual como quedó analizado, sólo se refiere a la naturaleza jurídica de la Junta, sin entrar al análisis del Sistema de Control Interno que en dicha configuración administrativa de desconcentración tendría la Auditoría Judicial respecto de la Junta y del FPJPJ. Tema que, por lo demás, excedería de las competencias otorgadas al órgano procurador[footnoteRef:8][1] por cuanto en los temas de control interno, la Contraloría General goza de una competencia prevalente, exclusiva y excluyente. La Ley General de Control Interno integra el “ordenamiento hacendario o de control y fiscalización” (Ver Voto 3904-2004 SC). El control interno es materia reservada a la Contraloría General por ser hacienda pública (arts. 4 in fine, 8 y 12 LOCGR). Igualmente, la Procuraduría General, en su Dictamen C-320-2020 confirmó esta conclusión, al indicar: [8: [[1] El artículo 5 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, Nro. 6815, indica: “Artículo 5.-Casos de Excepción: No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, no son consultables los asuntos propios de los órganos administrativos que posean una jurisdicción especial establecida por ley.”.] 


“(...) resulta claro que la consulta está relacionada con el régimen de control interno, específicamente con las funciones de las auditorías internas, lo cual, según lo dispone los artículos 3, 23 y 38 de la Ley General de Control Interno (No. 8292 de 31 de julio de 2002), y numerales 12, 14 y 26 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República (No. 7428 del 7 de setiembre de 1994), constituye competencia exclusiva y prevalente de la Contraloría General de la República. Específicamente, el numeral 26 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República señala que el órgano contralor es quien posee la competencia para fiscalizar que las auditorías internas de los entes y órganos sujetos a su competencia institucional cumplan adecuadamente con el ejercicio de las funciones otorgadas por el ordenamiento jurídico; siendo, además, quien debe resolver los conflictos entre los auditores y los jerarcas de la administración activa. Dispone dicho artículo:

“Artículo 26.-Potestad sobre auditorías internas. La Contraloría General de la República fiscalizará que la auditoría interna de los entes y órganos sujetos a su competencia institucional cumpla adecuadamente las funciones que le señala el ordenamiento jurídico que la regula; coordinará, como mínimo, una actividad anual para fortalecer su gestión. El resultado de dichas fiscalizaciones deberá ser informado directamente al jerarca de la institución y al auditor interno, quienes estarán obligados a tomar las medidas necesarias para su acatamiento o, en su defecto, a plantear su oposición, dentro de un plazo máximo de quince días hábiles.

Presentada la oposición, la auditoría interna dispondrá de un plazo máximo de treinta días hábiles, contados a partir del recibo del informe de la Contraloría, para fundamentar debidamente su oposición.

Recibida la fundamentación de la oposición, la Contraloría General de la República tendrá un plazo máximo de treinta días hábiles para resolver el conflicto planteado y deberá notificar, de inmediato, al ente u órgano discrepante, lo resuelto en este asunto. (…)”

Conforme lo anterior, haciendo una nueva ponderación de las normas de control interno, a partir de los criterios que ha emitido esta Procuraduría hasta la fecha, este órgano técnico consultivo concluye que, el ejercicio de las competencias otorgadas a la Contraloría General de la República, tanto en la Ley General de Control Interno como en su Ley Orgánica, necesariamente implica la interpretación de las normas de esa naturaleza que rigen la labor de los auditores internos, y, por tanto, es ese órgano el competente para referirse a lo consultado.” (Subrayado es de su original).

Como consecuencia del análisis llevado a cabo, y atendiendo a cada una de las consultas realizadas, debe indicarse respecto a la consulta del Auditor Judicial que no estamos ante un caso en que se deba decidir sobre la “prevalencia” del oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto del 2018 por sobre el Dictamen C-021-2021 del 29 de enero de 2021; por cuanto este último no se refirió ni podía referirse -por el ámbito de sus competencias legales- al sistema de control interno (SCI) que decidiera el ámbito institucional de competencia en la prestación de servicios de la Auditoría Judicial sobre la Junta Administradora y el FPJPJ. Es decir, ambos criterios atienden a temas diversos que no podrían ser confrontados en sus análisis o conclusiones; ni en consecuencia pretender la prevalencia de uno sobre el otro.

Por lo tanto, el Órgano Contralor mantiene incólume en todos sus extremos lo indicado en el oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto del 2018; así como su acatamiento vinculante; no habiendo motivo para revertir en nada el criterio vertido sobre las competencias en la prestación de servicios de esa Auditoría Judicial sobre la Junta Administradora y el FJPPJ; resultando en consecuencia inevacuable los acápites a), b), c) y d) de su consulta.

En lo que atañe a la consulta realizada por el Presidente de la Junta Administradora del FJPPJ; respecto a si debe la Auditoría Interna del Poder Judicial, a la luz del dictamen C-021-2021 incorporar a la Junta Administradora del FJPPJ y al régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dentro de su universo auditable, al conformar este órgano parte del Poder Judicial y ser parte de la administración activa; se reitera como quedó indicado, que el dictamen de la Procuraduría General no entró al análisis de si la pertenencia orgánica de la Junta a la estructura vertical del Poder Judicial fuera un factor que decidiera el ámbito de competencia en la prestación de servicios de la Auditoría Judicial sobre la Junta y el FJPPJ, siendo que el dictamen sólo se refirió a la naturaleza jurídica de la Junta Administradora del FJPPJ; no así -por imposibilidad de competencia en la materia-, a temas relacionados con la aplicación del Sistema de Control Interno (SCI). En consecuencia, deberá atenerse la Junta Administradora del FJPPJ al criterio externado por el Órgano Contralor en el oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto del 2018; el cual resulta vinculante en materia de control interno. En torno a la consulta de si es posible que la Auditoría Interna del Poder Judicial ceda las plazas de la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dado su enfoque exclusivo de atención, experiencia y especialización en la materia, para que sean trasladadas bajo administración de la Junta Administradora del FJPPJ y con ello respetar el enfoque original para el cual dichas plazas fueron creadas; se reitera lo señalado en el oficio DFOE-PG-0436; respecto a que el Órgano Contralor no tiene las competencias legales ni constitucionales para decidir el ámbito de actuación legal de la administración activa en torno a sus propios funcionarios, lo cual obedece a su régimen de organización funcionarial, ni tampoco decidir la procedencia o no en la forma de utilización de sus recursos materiales, financieros, tecnológicos y de infraestructura, todo lo cual responde al ámbito de actuación interno que define cada institución.

V. CONCLUSIONES:

1. Respecto a la naturaleza jurídica de la Junta Administradora del FPJPJ; no identifica el Órgano Contralor que el Dictamen C-021-2021 haya tenido una conclusión diversa de la externada en el oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto de 2018; siendo que ambos criterios son coincidentes en ese punto.

1. El dictamen de la Procuraduría General Nro. C-021-2021, se refirió a la naturaleza jurídica de la Junta, sin entrar al análisis del Sistema de Control Interno que en la configuración administrativa de desconcentración tendría la Auditoría Judicial respecto de la Junta y del FPJPJ. Tema que, por lo demás, excedería de las competencias otorgadas al órgano procurador por cuanto en los temas de control interno, la Contraloría General tiene a cargo una competencia prevalente, exclusiva y excluyente. El control interno es materia reservada a la Contraloría General por ser Hacienda Pública (arts. 4 in fine, 8 y 12 LOCGR); conclusión sostenida por el Dictamen C-320-2020.

2. Sobre la consulta del Auditor Judicial, no estamos ante un caso en que se deba decidir sobre la “prevalencia” del oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto del 2018 por sobre el Dictamen C-021-2021 del 29 de enero de 2021; por cuanto este último no se refirió ni podía referirse -por el ámbito de sus competencias legales- al sistema de control interno (SCI) que decidiera el ámbito institucional. Es decir, ambos criterios atienden a temas diversos que no podrían ser confrontados en sus análisis o conclusiones; ni en consecuencia pretender la prevalencia de uno sobre el otro.

3. El Órgano Contralor mantiene incólume en todos sus extremos lo indicado en el oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto del 2018; así como su acatamiento vinculante; no habiendo motivo para revertir en nada el criterio vertido sobre la falta de competencia de esa Auditoría Judicial para prestar sus servicios a la Junta Administradora y el FJPPJ; resultando en consecuencia inevacuable los acápites a), b), c) y d) de la consulta del Auditor Judicial.

4. En lo que atañe a la consulta realizada por el Presidente de la Junta Administradora del FJPPJ; respecto a si debe la Auditoría Interna del Poder Judicial, a la luz del dictamen C-021-2021 incorporar a la Junta Administradora del FJPPJ y al régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dentro de su universo auditable, al conformar este órgano parte del Poder Judicial y ser parte de la administración activa; se reitera que el dictamen de la Procuraduría General no entró al análisis de si la pertenencia orgánica de la Junta a la estructura vertical del Poder Judicial fuera un factor que decidiera el ámbito de competencia en la prestación de servicios de la Auditoría Judicial sobre la Junta y el FJPPJ, siendo que el dictamen sólo se refirió a la naturaleza jurídica de la Junta Administradora del FJPPJ; no así -por imposibilidad de competencia en la materia-, a temas relacionados con la aplicación del Sistema de Control Interno (SCI). En consecuencia, deberá atenerse la Junta Administradora del FJPPJ al criterio externado por el Órgano Contralor en el oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto del 2018; el cual resulta vinculante en materia de control interno.

5. En torno a la consulta que realiza la Junta Administradora del FJPPJ de si es posible que la Auditoría Interna del Poder Judicial ceda las plazas de la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dado su enfoque exclusivo de atención, experiencia y especialización en la materia, para que sean trasladadas bajo administración de la Junta Administradora del FJPPJ y con ello respetar el enfoque original para el cual dichas plazas fueron creadas; se reitera lo señalado en el oficio DFOE-PG-0436; respecto a que el Órgano Contralor no tiene las competencias legales ni constitucionales para decidir el ámbito de actuación legal de la administración activa en torno a sus propios funcionarios, lo cual obedece a su régimen de organización funcionarial, ni tampoco decidir la procedencia o no en la forma de utilización de sus recursos materiales, financieros, tecnológicos y de infraestructura, todo lo cual responde al ámbito de actuación interno que define cada institución.

En los términos indicados, se tienen por atendidas las consultas respectivas.

Finalmente, les recordamos la importancia de registrarse y utilizar el Sistema de la Potestad Consultiva, de manera que podamos brindarle un servicio oportuno y eficiente en la atención de su gestión, el cual puede consultar en el sitio web: www.cgr.go.cr.
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Analizada la comunicación del máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, mediante correo electrónico del 28 de mayo de 2021, sobre el criterio emanado por la Contraloría General de la República sobre el tratamiento de debe efectuar la Auditoria Judicial a la Junta Administradora del FJPPJ, por unanimidad se acordó: 1.) Hacer de conocimiento del Consejo Superior el criterio de la Contraloría General de la República, para lo que a bien estime, asimismo, solicitar respetuosamente a ese Órgano Superior información respecto a las plazas que en su oportunidad se crearon para conformar la Sección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de la Auditoría Judicial. 2.) Comisionar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones para que solicite a la asesora legal Karol Monge Molina la ampliación de criterio de la Procuraduría General de la República. Se declara acuerdo firme.”
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Analizado por este Consejo Superior el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 23-2021 celebrada el 31 de mayo de 2021, artículo XXIII, se acordó: 1.) Solicitar a Dirección Jurídica, que amplíe el criterio jurídico N° DJ-C-171-2021 del 5 de abril de 2021, conforme al criterio emitido por la Contraloría General de la República en el oficio N° DFOE-GOB-0042 del 28 de mayo de 2021, en cuanto a la posibilidad de que la Auditoría interna del Poder Judicial, audite el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, o en su defecto la viabilidad jurídica de trasladar al citado órgano las plazas que estaban asignadas a la Unidad de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para que realicen dicha labor sustantiva, tomando en consideración que la Contraloría General de la República indicó que es competencia institucional valorar el tema, según lo siguiente: “…En torno a la consulta que realiza la Junta Administradora del FJPPJ de si es posible que la Auditoría Interna del Poder Judicial ceda las plazas de la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dado su enfoque exclusivo de atención, experiencia y especialización en la materia, para que sean trasladadas bajo administración de la Junta Administradora del FJPPJ y con ello respetar el enfoque original para el cual dichas plazas fueron creadas; se reitera lo señalado en el oficio DFOE-PG-0436; respecto a que el Órgano Contralor no tiene las competencias legales ni constitucionales para decidir el ámbito de actuación legal de la administración activa en torno a sus propios funcionarios, lo cual obedece a su régimen de organización funcionarial, ni tampoco decidir la procedencia o no en la forma de utilización de sus recursos materiales, financieros, tecnológicos y de infraestructura, todo lo cual responde al ámbito de actuación interno que define cada institución. 2.) La ampliación requerida deberá entregarse en el plazo de 10 días hábiles a partir de recibida la comunicación de este acuerdo. 3.) La Secretaría General de la Corte, una vez recibida la ampliación anteriormente solicitada, deberá remitirlo a conocimiento de la Corte Plena para lo correspondiente. 4.) El integrante Montero Zúñiga se abstiene de votar en el presente acuerdo, en razón de formar parte del directorio de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”
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Por unanimidad, se acordó: Tomar nota del acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión N° 48-2021 celebrada el 10 de junio de 2021, artículo LX, sobre  ampliación de informe que debe remitir la Dirección Jurídica, en cuanto al criterio emitido por la Contraloría General de la República en el oficio N° DFOE-GOB-0042 del 28 de mayo de 2021, sobre la posibilidad de que la Auditoría interna del Poder Judicial, audite el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, o en su defecto la viabilidad jurídica de trasladar al citado órgano las plazas que estaban asignadas a la Unidad de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para que realicen dicha labor sustantiva, tomando en consideración que la Contraloría General de la República indicó que es competencia institucional valorar el tema. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XVIII
Documento N° 923-21
El Presidente de la Junta Administradora, el licenciado Arnoldo Hernández Solano, solicita a la Dirección de la JUNAFO remita a la Dirección Jurídica del Poder Judicial, la información referente al código de oficina y las plazas ya aprobadas para la conformación de la Junta Administradora, a fin de que lo tome en consideración dentro del criterio solicitado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 48-2021 celebrada el 10 de junio de 2021, artículo LX, sobre ampliación de informe que debe remitir la Dirección Jurídica, en cuanto al criterio emitido por la Contraloría General de la República en el oficio N° DFOE-GOB-0042 del 28 de mayo de 2021, sobre la posibilidad de que la Auditoría interna del Poder Judicial, audite el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial o en su defecto, ceda las plazas que para esta labor fueron oportunamente aprobadas. 
Por unanimidad Se acordó: Acoger la propuesta planteada por el presidente de la Junta, para lo cual se comisiona a la Dirección de la JUNAFO, para que remita a la Dirección Jurídica del Poder Judicial la información indicada a la mayor brevedad posible. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO XIX
Documento N° 924-21
El integrante máster Carlos Montero Zúñiga, propone hacer consulta a la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), respecto a si la Asociación de Empleados Judiciales (ASOSEJUD) es sujeta de otorgamiento de créditos con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de conformidad con el artículo 240 bis de la Ley 9544, al haber sido eximida de la supervisión de la SUGEF. Lo anterior en vista que dicha Asociación es regulada por el Banco Central y por ende de la SUGEF.  
Por unanimidad Se acordó:  Acoger la propuesta planteada por el integrante Carlos Montero Zúñiga, para lo cual se comisiona a la Dirección de la JUNAFO, para que remita a la SUPEN la citada consulta. Se declara acuerdo firme. 




Lic. Arnoldo Hernández Solano                      Licda. Ana Lucrecia Ruiz Rojas 
Presidente Junta Administradora                   Secretaria  Junta Administradora 

-o0o-
A las 11 horas terminó la sesión.
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Integrantes de la  Junta Ad. que, a  la vez, son  personas   servidoras  judiciales .  

Junta  Administradora  del FJPPJ   (Órgano  Superior).  

Integrantes de la  Junta Ad. que, a  la vez, son  personas  jubiladas PJ  

Integrantes de la  Junta Ad. que, a  la vez, son  personas  trabajadoras del  Sector Privado.  

- Trabajan para el sector privado.   - Integran la Junta  Administradora en forma  ad honorem y no hay subordinación en el  ejercicio de sus atribuciones como  integrantes de la Junta Administradora.   - Al integrar la Junta Administradora y  sesionar,  toman decisiones   conforme a las  atribuciones que estableció el legis lador en  la ley 9544.     - Además, como miembros de la Junta  Administradora  ejercen función  administrativa.       ,   

- No perciben salario ni dieta  por la función  que realizan en la Junta Administradora en  su carácter de integrantes ad honorem.   - Al integrar la Junta Administradora y  sesionar,  toman decisiones   conforme a las  atribuciones que estableció el legislador en  la ley 9544.  La labor que realiz an como  integrantes de la Junta Administradora la  realizan sin subordinación.   - Además, como miembros de la Junta  Administradora  ejercen función  administrativa.      

- En su carácter de integrantes de la Junta  Administradora, al sesionar como órgano  colegiado, ejercen las atribuciones otorgadas  por el legislador (ley 9544), las cuales realizan  sin subordinación ( toman  decisiones   superiores en forma independiente); y lo  realizan en forma ad honorem.   - A la vez y en forma simultánea se  desempeñan en el puesto en el que fueron  nombrados (acto administrativo de  investidura).   - Como miembros de la Junta Administradora  ejercen  función administrativa.    


image9.png
(OBLIG. POR COBRAR-RTSFPJ (%)-CP-FUP ¢ 50979.72





image10.png
OBLIG. POR COBRAR-RTSFP] (%)-CP-FIP ¢ 53,698.81





image11.wmf
09.02-Oficio  0404-2021 Consulta a CGR sobre AJ - JAFJPPJ.pdf


image12.wmf
DFOE-GOB-0042  (7815)-2021.pdf


oleObject1.docx


FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL

[image: ]



POLÍTICA DE INVERSIONES

Versión Junio 2021

Unidad de Gestión de Portafolios             Proceso Financiero - Dirección FJPPJ





Contenido
1.	Propósito	2
2.	Alcance	2
3.	Clasificación y Perfil de Inversionista	2
4.	Objetivo General	2
5.	Objetivos Específicos	2
A.	Objetivo de Rendimiento:	2
B.	Administración de las Inversiones (Metodología)	3
6.	Gestión de Inversiones	3
A.	Condiciones Generales de las Inversiones:	3
B.	Asignación Estratégica:	4
C.	Tipos de Valores Autorizados	4
D.	Aspectos Específicos para las Inversiones	5
1)	Estrategia de Inversión	5
2)	Tipos de Transacciones Autorizadas	5
3)	Transacciones NO Autorizadas	6
4)	Negociación de Inversiones:	6
5)	Manejo de Incumplimientos:	6
6)	Otras Consideraciones:	7
7.	Cartera de Préstamos	7
8.	Mercados de Negociación	8
9.	Límites de Inversión	8
10.	Aspectos No Contemplados	9
11.	Tabla de Documentos Relacionados	9
12.	Actualización de la Política	9
13.	Glosario	10








	






1. [bookmark: _Toc72411474]Propósito 



Definir los objetivos y políticas de inversión, los criterios generales de diversificación con respecto a la ejecución de inversiones con los recursos administrados, para la sostenibilidad financiera en el largo plazo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), de acuerdo con lo establecido en la normativa aplicable.

2. [bookmark: _Toc72411475]Alcance



La administración del portafolio de inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), se efectuará con base en lo establecido en la presente política.

3. [bookmark: _Toc72411476]Clasificación y Perfil de Inversionista



Conforme a lo definido en el documento “Perfil de Riesgos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, en su apartado N°. 8, el portafolio de inversiones se ajusta a un perfil moderado. Así mismo, al ser el FJPPJ un inversionista supervisado, se clasifica como profesional.  



Por lo anterior se considera que el FJPPJ posee un perfil de inversionista clasificado como “Profesional-Moderado”.

4. [bookmark: _Toc72411477]Objetivo General



Administrar los recursos del FJPPJ prudentemente, en línea con el perfil de riesgo y la declaración del apetito por riesgo aprobada para el citado Fondo, cuyo objetivo general se define en los siguientes términos:



 “El objetivo principal del FJPPJ es procurar el beneficio de los afiliados y pensionados, buscando un equilibrio entre el rendimiento y los riesgos asumidos”. 

5. [bookmark: _Toc72411478]Objetivos Específicos

A. [bookmark: _Toc72411479]Objetivo de Rendimiento:



Para la definición del rendimiento objetivo, se utilizará el “Rendimiento del escenario base del estudio actuarial vigente” el vigente para el periodo 2021 es de 5.05%[footnoteRef:2] rendimiento real para el portafolio completo. El rendimiento objetivo variará según la periodicidad de los estudios actuariales de acuerdo con lo establecido en la norma, no obstante es los supuestos del último estudio realizado, se estimó un nivel incremental para dicho objetivo.  [2:  En caso de variaciones importantes de las variables macroeconómicas por factores exógenos o no previsibles (emergencia nacional, guerra, sanciones económicas y/o crisis mundial, entre otros), el Órgano de Dirección podrá autorizar un ajuste al objetivo de rendimiento con la respectiva justificación técnica.
] 




	

B. [bookmark: _Toc72411480]Administración de las Inversiones (Metodología)



Las instancias administrativas que el Órgano de Dirección del FJPPJ establezca, realizarán la gestión activa del portafolio del Fondo, cumpliendo los lineamientos definidos en el Reglamento de Gestión de Activos de forma tal que, en caso de identificarse oportunidades de mercado y/o mitigamiento de riesgos de las posiciones de cartera, puedan realizar ventas y compras de instrumentos aprobados en esta política mediante operaciones de mercado, canje de deuda, subastas inversas o similares.



Para lo cual se suscribirán los contratos por servicios, asesorías y otras alianzas estratégicas que resulten necesarias para la adecuada gestión de la cartera administrada. 

6. [bookmark: _Toc72411481]Gestión de Inversiones



Las inversiones realizadas corresponderán a valores con garantía de sector público y privado costarricense, que cuenten con alta calidad crediticia, avalados por la Superintendencia General de Valores (SUGEVAL).



Corresponderá a los Comités de Inversiones y de Riesgo, la aprobación, actualización y/o revocación de autorización para los diferentes emisores, en los cuales se inviertan los recursos dinerarios administrados por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conforme a lo establecido en esta Política y normativa aplicable.



Los modelos de negocio elegidos para la administración del portafolio de inversiones son los denominados “Costo Amortizado” y “Valor Razonable con Cambios en Otros Resultados Integrales”, mientras que el enfoque de “Valor Razonable con Cambios en Resultados” se considera únicamente para los fondos de inversión abiertos según normativa aplicable. 



A. [bookmark: _Toc72411482]Condiciones Generales de las Inversiones:



1. Los títulos valores deben ser de oferta pública en Costa Rica y estar inscritos en el Registro Nacional de Valores e Intermediarios, exceptuando:

a) Los negociados en forma directa con el Ministerio de Hacienda o Banco Central de Costa Rica exclusivamente como instrumentos de liquidez; 

b) Las inversiones realizadas a través de ventanilla con emisores autorizados igual o menor a un año plazo (360 días).

2. Las transacciones bursátiles en el ámbito nacional que realice el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se realizarán con base en los contratos establecidos con los diferentes Intermediarios Bursátiles y Custodios de Valores.

3. Las operaciones que se realicen para la compra y venta podrán realizarse conforme a los medios de pago autorizados por la Bolsa Nacional de Valores o el Emisor que con el cual se transe la inversión (sea al contado o a plazo).

B. [bookmark: _Toc72411483]Asignación Estratégica:



1. Los plazos de las inversiones responderán a las necesidades de rentabilidad, liquidez, diversificación, calce de plazos, condiciones de mercado y oportunidad. El análisis de plazos responderá a normas prudenciales de riesgo aceptadas en el mercado costarricense.

2. Con el objetivo de desconcentrar la moneda de inversión, un porcentaje de la cartera de inversiones del FJPPJ se podrá invertir en una moneda extranjera fuerte, preferiblemente dólar estadounidense o euros, el límite será definido en la Estrategia de Inversión.



C. [bookmark: _Toc72411484]Tipos de Valores Autorizados



A. Instrumentos para el manejo de la liquidez: ofrecidos por entidades bancarias y bancos centrales que, por su muy corto plazo, alta liquidez y riesgo insignificante de cambios en su valor, puedan ser catalogados como efectivo, hasta un 5% del activo del Fondo.

B. Valores representativos de deuda emitidos en serie, hasta un 100% del activo del Fondo. 

C. Valores de participación en fondos de inversión “Financieros”, independientemente del grupo de interés económico al que pertenece la SAFI, hasta un 5% del activo del Fondo.

D. Valores de participación en fondos de inversión “No Financieros” (Inmobiliarios, Desarrollo, Titularización, entre otros), independientemente del grupo de interés económico al que pertenece la SAFI, hasta un 10% del activo del Fondo.

E. Títulos de deuda del sector privado con calificación de grado de inversión, hasta un 70% del activo del Fondo.

F. Títulos de deuda del sector público costarricense, al menos un 30% del activo del Fondo (Ley N°. 9544).

G. Valores individuales de deuda emitidos por las entidades financieras supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (CDP´s), siempre y cuando sean desmaterializados y el plazo no sea mayor a 360 días, hasta un 10% del activo del Fondo. 

H. Valores o instrumentos de inversión estructurados producto de procesos de desarrollo y/o titularización de obra (pública o privada), fideicomisos, vehículos de propósito especial y/o similares, hasta un 10% del activo del Fondo.

I. Operaciones de recompras o reportos con valores negociados a través de Puestos de Bolsa con respaldo Estatal, realizados bajo las regulaciones establecidas por las bolsas de valores autorizadas por la Superintendencia General de Valores, hasta un 5% del activo del Fondo.







D. [bookmark: _Toc72411485]Aspectos Específicos para las Inversiones

1) [bookmark: _Toc72411486]Estrategia de Inversión



Para la administración del portafolio de inversiones del FJPPJ, el Comité de Inversiones definirá (con la frecuencia que estime conveniente), un documento denominado “Estrategia de Inversiones” el cual contendrá al menos los siguientes aspectos que servirán de guía a los gestores del portafolio (s) del FJPPJ:



1. Análisis de la situación del mercado: Se incluirá un panorama general de los principales acontecimientos nacionales e internacionales que podrían impactar las decisiones de inversión.

2. Control de límites de inversión: Se incluirá un detalle de monitoreo de los límites de inversión, composiciones y demás requerimientos que imponga esta política, así como los requeridos por el Comité de Inversiones.

3. Plazo meta: Se definirá un horizonte de colocación para las nuevas posiciones de inversión según condiciones del mercado y expectativas, las necesidades de liquidez, rentabilidad, calce de plazos y oportunidades en el mercado; así mismo se definirán los porcentajes de composición deseados para la cartera.

4. Moneda: Se definirá la moneda o monedas de predilección para colocar para las nuevas posiciones de inversión según condiciones del mercado y expectativas, así mismo se definirán los porcentajes de composición deseados para la cartera.

5. Cualquier otro requerimiento que el Comité de Inversiones estime para la gestión de la cartera de inversión.

	

2) [bookmark: _Toc72411487]Tipos de Transacciones Autorizadas



Para la administración del portafolio de inversiones del FJPPJ, los gestores de dicho (s) portafolio (s) podrán efectuar las siguientes operaciones, en apego a los límites establecidos en la presente política:



1. Compra de instrumentos por medio de ventanilla electrónica.

2. Compra de instrumentos por medio de subasta (mercado primario) y/o a través de los mercados secundarios de negociación.

3. Operaciones de reporto.

4. Venta de instrumentos.

5. Canje de operaciones.

6. Subastas inversas.

7. Inversión en Fideicomisos de Titularización y/o Desarrollo de Obra Pública y/o Privada.

8. Adquisición de participaciones en fondos de inversión “Financieros” y “No Financieros”.





3) [bookmark: _Toc72411488]Transacciones NO Autorizadas



Los gestores de dicho (s) portafolio (s) “No podrán” efectuar las siguientes operaciones, salvo autorización expresa del Comité de Inversiones y/o Órgano de Dirección del FJPPJ:



1. Compra/venta de acciones de cualquier tipo y/o emisor.

2. Venta de instrumentos financieros con pérdidas de capital.

3. Bonos u obligaciones convertibles en acciones comunes o preferentes.

4. Operaciones de reporto con garantía de instrumentos acá vedados.

5. Operaciones con derivados.

6. Préstamo de valores. 

7. Todas aquellas que no hayan sido expresamente autorizadas por el Comité de Inversiones y/ Órgano de Dirección del FJPPJ.

8. Todas aquellas que no se encuentren autorizadas por el ente regulador en la normativa vigente.



4) [bookmark: _Toc72411489]Negociación de Inversiones:



Los contratos suscritos con los proveedores de servicios bursátiles deberán contener normas de confidencialidad y de manejo de información privilegiada, de conformidad con las regulaciones del mercado de valores. Así mismo, se definirán en dichos contratos los niveles de comisión máxima a cancelar por las operaciones transadas con recursos del FJPPJ.  



Para la gestión del (los) portafolio (s) de inversiones se deberán tomar en cuenta los siguientes niveles de aprobación: 



· Hasta 1.00% (inclusive) del valor facial de la cartera administrada, será autorizada por la Jefatura del Proceso Financiero.

· Montos hasta el 3.00% (inclusive) será autorizada por el/la Director(a).

· Montos hasta el 10.00% (inclusive) corresponderá al Comité de Inversiones.

· Superiores al 10% corresponderá al Órgano de Dirección del FJPPJ.



Cabe indicar que, el Órgano de Dirección del FJPPJ podrá modificar los niveles de autorización previamente definidos, conforme a la estructura organizacional (para la administración de dichos recursos) que determine conveniente. En caso de situaciones contingentes o de crisis, dicho órgano determinará un plan de acción a seguir, con el fin de mitigar la exposición a estos eventos.













5) [bookmark: _Toc72411490]Manejo de Incumplimientos:



En caso de presentarse un incumplimiento de límites internos y/o normativos, requisitos de inversión o prohibiciones, los Gestores del portafolio de inversiones deberán notificar al Comité de Inversiones en un plazo de un día hábil, preparando un plan de acción para corregir la situación; el Comité valorará los mecanismos de control existentes y/o necesarios para minimizar la posibilidad de ocurrencia de este evento. Una vez aprobado en firme dicho plan, será remitido al Órgano de Dirección para su aprobación final y comunicación a los entes supervisores cuando así corresponda. 



6) [bookmark: _Toc72411491]Otras Consideraciones:



Para la gestión de los recursos del FJPPJ, se establece la “Política de Liquidez del FJPPJ”, en la cual se desarrollan los aspectos técnicos y otros elementos relacionados con su administración. Para el manejo de la liquidez se consideran fondos de inversión de mercado de dinero e instrumentos ofrecidos por entidades bancarias, Ministerio de Hacienda y Banco Central de Costa Rica que, por su muy corto plazo, alta liquidez y bajo riesgo de cambios en su valor, puedan ser catalogados como equivalentes de efectivo. 



La contratación de proveedores de servicios bursátiles para el FJPPJ, estará sujeta al complimiento de los requisitos estipulados en el Reglamento de Gestión de Activos.



Se realizará el seguimiento de las condiciones pactadas para cada uno de los servicios bursátiles y otros, conforme al contrato vigente y las cláusulas establecidas para cada caso, anualmente se evaluará el desempeño de los proveedores, recomendando la continuidad de estos, cuando así aplique mediante la emisión de un “Informe de Seguimiento de Proveedores Bursátiles”. En caso de incumplimientos comprobables de los proveedores de servicios, se podrá proceder con la rescisión anticipada de los contratos, según corresponda.

7. [bookmark: _Toc72411492]Cartera de Préstamos



Conforme a lo definido en la Ley. N° 9544, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial podrá invertir parte de sus recursos en operaciones de crédito, las cuales cumplan lo establecido en el artículo N°. 240 bis, inciso “a” de dicho cuerpo normativo, el cual destaca:



“a) Hasta un veinticinco por ciento (25%) del Fondo, en operaciones de crédito por intermedio de instituciones bancarias del Estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de servidores, jubilados o pensionados del Poder Judicial, que cuenten con la plataforma que les permita administrar dichos recursos y estén supervisadas y autorizadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), lo anterior para financiar préstamos para construcción o mejoramiento de vivienda y otros de carácter social para sus asociados, según el reglamento que al efecto debe dictarse, así como para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial, conforme a la reglamentación que se emita al efecto.”



La administración de dicha cartera se regirá conforme a lo dictado por el “Reglamento para el otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada y al poder judicial con recursos del fondo de jubilaciones y pensiones del poder judicial (artículo 240 bis, ley 9544)”, documento específico que regula la materia y debidamente avalado por el Órgano de Dirección del FJPPJ.



8. [bookmark: _Toc72411493]Mercados de Negociación



El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial podrá invertir sus recursos dinerarios en los mercados locales autorizados por el CONASSIF, que estén avalados en la legislación vigente; respetando las normas de manejo de información privilegiada respectiva a cada mercado. 



De igual manera podrá transar (compra/venta) títulos valores del mercado local de emisores o administradores que se encuentren debidamente aprobados por el Comité de Inversiones.

9. [bookmark: _Toc72411494]Límites de Inversión



Para la ejecución de operaciones bursátiles, se utilizarán los mercados y mecanismos autorizados de conformidad con los siguientes límites máximos establecidos: 



		EMISORES

		MÁXIMO % DEL MONTO DEL ACTIVO TOTAL



		A

		MINISTERIO DE HACIENDA (G) y BCCR

		80.00%

		SECTOR PÚBLICO AUTORIZADO 80% DEL TOTAL SEGÚN RGA

		10% MÁXIMO POR CONGLOMERADO Y POR EMISOR, EXCEPTO BCCR Y MH



		B

		RESTO DEL SECTOR PÚBLICO NO FINANCIERO

		40.00%

		

		



		C

		BANCOS ESTATALES y BANCOS   CREADOS   POR   LEYES   ESPECIALES

		40.00%

		

		



		D

		EMISORES SECTOR PRIVADO GRADO AAA y AA

		70.00%

		SECTOR PRIVADO AUTORIZADO

100% DEL TOTAL SEGÚN RGA

		



		E

		FONDOS DE INVERSIÓN CERRADOS [footnoteRef:3] [3: 
 Se debe considerar en esta categoría a los Fondos Inmobiliarios y Fondos de Desarrollo que se tengan en cartera.] 


		10.00%

		

		



		F

		FIDEICOMISOS DE TITULARIZACIÓN

		10.00%

		

		



		G

		FONDOS DE INVERSIÓN ABIERTOS

		5.00%

		

		



		H

		OPERACIONES DE REPORTO

		5.00%

		SECTOR MIXTO AUTORIZADO

		









		PRÉSTAMOS

		MÁXIMO % DEL MONTO DEL ACTIVO TOTAL



		A

		Instituciones bancarias del Estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de servidores, jubilados o pensionados del Poder Judicial supervisados por la SUGEF, así como para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial.

		 

		25.00%

		Conforme al artículo 240 Bis. de la Ley N°. 9544 que reforma La Ley Orgánica del Poder Judicial.









Los límites de plazo y moneda serán definidos por el Comité de Inversiones de acuerdo con la estrategia de inversiones autorizada, ajustando su posición según las condiciones de mercado, expectativas y necesidades particulares del FJPPJ.



Así mismo, es importante destacar que la Ley N°. 9544 establece en su artículo 240 Bis un mínimo de inversión que se debe mantener en el sector público costarricense, conforme al siguiente detalle:



“b) Al menos un treinta por ciento (30%) del Fondo, en títulos emitidos por el sector público.”

10. [bookmark: _Toc72411495]Aspectos No Contemplados



Los aspectos no contemplados en la anterior política deberán hacerse del conocimiento del Órgano de Dirección del FJPPJ, previo análisis y recomendación técnica del Comité de Inversiones.

11. [bookmark: _Toc72411496][bookmark: _Toc25056768]Tabla de Documentos Relacionados





		Política de Liquidez

[bookmark: _MON_1652183242] del FJPPJ



		Estrategia de Inversiones

del FJPPJ



		Perfil de 

Riesgos



		Marco Gestión 

[bookmark: _MON_1652183352]Integral de Riesgos







12. [bookmark: _Toc72411497]Actualización de la Política



Conforme las necesidades de rentabilidad, liquidez, diversificación, calce de plazos, condiciones de mercado y oportunidad, al considerar los marcos normativos aplicables a la administración de recursos del FJPPJ a lo largo del tiempo, se han aprobado las siguientes actualizaciones de la Política de Inversión del citado Fondo:



		Fecha

		Acuerdo de Autorización



		Julio de 2001

		Sesión N° 24 del 16 de julio de 2001. Artículo XXVI – Corte Plena



		Mayo de 2008

		Sesión N° 14 del 5 de mayo de 2008. Artículo XX – Corte Plena



		Julio de 2013

		Sesión N° 30 del 8 de julio de 2013. Artículo XX – Corte Plena



		Marzo de 2014

		Artículo XLIV. Definición del Perfil de Inversionista. – Corte Plena



		Febrero 2015

		Sesión N° 05 celebrada el 9 de febrero de 2015. – Corte Plena Artículo XVI. Actualización Política de Inversión.



		Abril de 2017

		Sesión N° 09 celebrada el 24 de abril de 2017. – Corte Plena Artículo XXX. Actualización Política de Inversión



		Junio de 2020

		Sesión N° 18-2020 celebrada el 01 de junio de 2020. – Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial Artículo XXI



		Junio de 2021

		







Esta Política de Inversión será revisable anualmente conforme a lo que estime pertinente el Comité de Inversiones y/o el Órgano de Dirección del FJPPJ, según las condiciones macroeconómicas del país, las necesidades del FJPPJ y/o la normativa vigente aplicable.

13. [bookmark: _Toc72411498]
Glosario



A continuación, se enumeran los principales conceptos contenidos en la presente política de inversión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial:





a) Bursatilidad: Grado de negociabilidad de un valor cotizado a través de la bolsa. Significa la posibilidad de encontrar compradores o vendedores de este con relativa facilidad.



b) Calificadoras de Riesgo: Son entes especializados que se dedican fundamentalmente a analizar las emisiones de renta fija, con el fin de evaluar la certeza de pago puntual y completo de capital e intereses de las emisiones, así como la existencia legal, la situación financiera del emisor y la estructura de la emisión, para establecer el grado de riesgo de esta última.



c) Canje: Operación en la cual la entidad Emisora y los tenedores de valores intercambian dichos valores por otros, que por sus características y análisis efectuado convenga a ambas partes.



d) Concentración de plazos: Consiste en distribuir los vencimientos con base en la en la información de saldos de plazos de vencimientos y recuperación, lo que brinda un panorama respecto a la planificación que se ejerce en la obtención y canalización de los recursos.



e) Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF):  Es un órgano colegiado de dirección superior, cuyo fin es el de dotar de uniformidad e integración a las actividades de regulación y supervisión del Sistema Financiero Costarricense.  La labor directiva del CONASSIF se ejerce sobre la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF), la Superintendencia General de Valores (SUGEVAL), la Superintendencia General de Seguros (SUGESE) y la Superintendencia de Pensiones (SUPEN).



f) Custodio de Valores: Entidades, constituidas como sociedades anónimas, que se encargan de la custodia y debida conservación de los valores y documentos que les hayan sido entregados formalmente, así como de su administración. Su operación busca reducir el riesgo que representa el manejo físico de los valores para sus tenedores, agilizar las operaciones en el mercado secundario y facilitar su liquidación.



g) Garantía Subsidiaria: Garantía de pago brindada por un tercero a una obligación de forma tal que el acreedor debe dirigirse primero al deudor y solo en caso de que éste no pague podrá dirigirse al garante, que hará frente a las obligaciones del deudor en los plazos y condiciones que se hayan definido. Los valores emitidos por las entidades pertenecientes al sistema financiero para la vivienda cuentan con la garantía subsidiaria del BANHVI.



h) Garantía Solidaria: Garantía de pago brindada por un tercero a una obligación de forma tal que el acreedor puede dirigirse a cobrar el crédito indistintamente al deudor o al garante.



i) Intermediario bursátil: Persona física o jurídica debidamente autorizada por las entidades reguladoras de los mercados de valores para prestar el servicio de compra y venta de valores por cuenta propia o de terceros.



j) Inversionista Moderado: Acepta un mayor grado de riesgo o diversifica su inversión en valores de distintos grados de riesgo.



k) Inversionista Profesional: es aquel que posee la infraestructura o capacidad para reconocer, comprender y gestionar los riesgos inherentes a sus decisiones de inversión, por su naturaleza, todo inversionista supervisado se clasifica como inversionista profesional.



l) Límites de inversión: Restricciones de concentración por emisión, emisor, tipo de instrumento y mercado establecidos como regulación prudencial y de diversificación. Los límites de inversión se establecen como porcentaje del total de inversiones y disponibilidades.



m) Liquidez: Estado de la posición de efectivo de una empresa y capacidad de cumplir con sus obligaciones de corto plazo.



n) Mercados locales: Son aquellos en que participan compradores y vendedores para la adquisición o venta de valores emitidos por entidades costarricenses o extranjeras, cuando esas transacciones se realizan en el territorio nacional.



o) Oferta Pública: Todo ofrecimiento, expreso o implícito, que se proponga emitir, colocar, negociar o comerciar valores y se transmita por cualquier medio al público o a grupos determinados.



p) Perfil de inversionista: Es una visión resumida de la información más importante de cada persona como inversionista, que reúne un conjunto de características relevantes para la toma de sus decisiones de inversión. La SUGEVAL exige a los intermediarios del mercado de valores (sociedades administradoras de fondos de inversión y puestos de bolsa) el requisito de definir el perfil del inversionista de previo a realizar cualquier inversión.



q) Posiciones: Corresponde a los títulos valores adquiridos.



r) Recompra o reporto: Operación en la que una persona (comprador a plazo) vende un valor hoy y se compromete a recomprarlo de nuevo en un plazo determinado, reconociéndole a su contraparte (vendedor a plazo) un rendimiento por el tiempo que estuvo vigente el contrato.



s) Rentabilidad o rendimiento esperado: Ganancia que se obtiene al invertir en un valor, depende del precio pagado por la inversión y del pago esperado de intereses o dividendos.



t) Riesgo: Incertidumbre sobre precios y rentabilidad de inversiones cabe esperar que la rentabilidad esperada de una inversión deba guardar una relación directa con su riesgo a mayor rentabilidad, mayor riesgo. Existen diferentes tipos de (riesgo que pesan sobre las posiciones fondo: riesgo de crédito, de mercado, legal, liquidez, etc.).



u) Seguridad: Ausencia relativa de riesgo.



v) Subasta Inversa: Consiste en la recompra, por oferta pública, de valores en circulación. Esta modalidad le permite al Emisor pagar anticipadamente parte de la deuda que está pronta a vencer y disminuir la presión sobre el flujo de caja, minimizando los riesgos de refinanciamiento. 



w) Superintendencia General de Valores (SUGEVAL): Entidad responsable de la promoción y regulación del mercado de valores en Costa Rica y de velar por su buen funcionamiento. La Ley Reguladora del Mercado de Valores establece como su función principal velar por la transparencia de los mercados de valores, la formación correcta de los precios en ellos, la protección de los inversionistas y la difusión de la información necesaria para conseguir estos fines.



x) Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF): Organismo público encargado de supervisar el comportamiento de las entidades intermediarias con la finalidad de proteger el ahorro del público.



y) Superintendencia de Pensiones (SUPEN):  Entidad responsable de autorizar, regular, supervisar y fiscalizar los planes, fondos, gestores y regímenes regulados por el Sistema Nacional de Pensiones en Costa Rica.
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Informe de Inversiones - FJPP] mayo 2021

1. Introduccion

En el presente informe, se muestra el detalle de los diferentes elementos que componen la cartera
de inversion del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FIJPPJ), de los que se
mencionan las colocaciones de recursos efectuadas en el mes respectivo, el rendimiento promedio
mensual obtenido de dichas colocaciones, asi como otros aspectos relevantes de la cartera de
inversiones, como por ejemplo, la composicion por moneda, el detalle del tipo de deuda,

composicién por tasa de interés, entre otros.

El andlisis de los elementos mencionados anteriormente que forman parte de dicho informe, estan
directamente relacionados con el Reglamento de Gestién de Activos aprobado por el Consejo
Nacional de Supervision del Sistema Financiero Nacional, publicado en el alcance N°. 192 del

diario oficial La Gaceta del 02 de noviembre del 2018.

Desde que se dio la reforma de la Ley N°. 9544 el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial se inicid con la regulacién de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), en ese sentido
los reglamentos sobre riesgos, inversiones, gobierno corporativo, entre otros deben cumplirse a
cabalidad, por lo que rige a partir del 1 de marzo 2019 se deben considerar los lineamientos del
Reglamento de Gestién de Activos de la SUPEN.

Por otra parte, se destaca que, a partir del 27 de enero de 2020, la Junta Administradora fue
debidamente juramentada y ese mismo dia inicid6 operaciones como ente encargado de la
administracion del FIPPJ, en sesion N° 18-2020 celebrada el 01 de junio de 2020 en el articulo
XVI aprobd la Politica de Inversiones para el FIPP). De acuerdo con lo expuesto, el
correspondiente informe mensual de inversiones se realizara considerando el Reglamento de

Gestidn de Activos de la SUPEN vy la Politica de Inversiones vigente.

La cartera de inversion del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FIPPJ) al cierre
de mayo de 2021 posee un valor facial de ¢631.382.120.442,90 (incluye las inversiones
en cuenta para el pago de obligaciones y acumulacion de recursos para participacion
en subastas), se muestra la evolucion del valor facial de la misma del afio 2017 a la fecha:
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Grafico 1
Valor Facial de Cartera
Datos al 31 de mayo 2021
(En miles de millones de colones)

f631.38

3,96%

{607.35

553.28

465.27

dic-17 dic-18 dic-19 dic-20 may-21
Fuente: Elaboracion propia con datos del Sistema Integrado de Carteras de Inversidn (SCI).

En el grafico anterior, se visualiza un crecimiento en el valor facial de 3,96%, de la cartera de
inversiones del FIPPJ (comparando con diciembre 2020), situacién que prevé un superavit
financiero (ingresos percibidos por el Fondo son mayores al valor presente de las obligaciones)
siendo que, durante los Ultimos cinco afios se ha mantenido un constante crecimiento de las

reservas.

2. Gestion realizada en mayo 2021.

Los recursos econdmicos que son recaudados por este Fondo como parte de sus ingresos y los
disponibles que se presenten producto de su actividad, son invertidos y gestionados segun lo

dispuesto en el Reglamento de Gestion de Activos de la SUPEN.

a) Compras:

El resumen general de los montos colocados durante el mes para cada moneda se presenta a

continuacion:
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i.

CuadroN° 1
Colocaciones FIPP]
Al 31 de mayo de 2021

Plazo Rendimiento

Monto Colocado

Concepto Valor Facial Promedio Promedio
Leleiactcl) (en aios) Ponderado
Cta. Colones (Reservas pago planillas) @3 499 934 552,06 - 5,10%
Cta Dolares (Vencimientos DI) $13 133 954,82 - 1,60%
Colones (Igual o Superior a 1 afio) @6 500 000 000,00 3,20 5,27%
Délares (Igual o Superior a 1 afio) $244 000,00 - -
Colones:

Durante el periodo en analisis se realizaron inversiones segun estrategia de inversion, las
colocaciones ascendieron a un monto de ¢6,500,000,000.00 con un rendimiento bruto
promedio de 5.27%, ademas se realizaron inversiones en la cuenta corriente para el calce de
obligaciones por un monto de ¢3,499,934,552.06 con un rendimiento del 5.10%, el siguiente

cuadro muestra lo comentado:

A continuacidn, se detallan las compras ejecutadas durante el periodo:

Cuadro N° 2
Detalle compras en colones
Al 31 de mayo de 2021

Emisor Instr. Val. Facial ala Compra Precio Fecha Rdto Bruto

Vencim. promedio
BDAVI bdh5c @3 000 000 000,00 100,00 1139 24/07/2024 5,29%

BDAVI bdh6c ¢3 500 000 000,00 100,11 1162 20/08/2024  5,25%

Total ¢6 500 000 000,00 1151 5,27%
En mayo se lograron dos colocaciones en sector privado (Davivienda) esto en medio de un
mercado que sigue ofreciendo pocas opciones en emisores privados. Esto dificulta la
diversificacion en emisores distintos al Gobierno, que sigue aprovechando la liquidez

imperante para colocar deuda.

Dolares:

Durante el mes se invirtieron recursos de acuerdo con la estrategia aprobada, para el mes al

que corresponde este informe el total de las colocaciones en dolares se hicieron en fondos
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inmobiliarios alcanzando la cifra de $244.000,00. A continuacion, se presentan el detalle de

las compras realizadas.

Cuadro N° 3
Detalle compras en délares
Al 31 de mayo de 2021

Emisor Instrumento Valor facial Facial de Precio Plazo

Participaciones
BNSFI 244 000,00 1220,00 Indefinido

Total 244 000,00

b) Ventas:

En la sesién del Comité de Inversiones del lunes 26 de abril de 2021 se autoriz6 a la Unidad de
Gestion de Portafolios a ejecutar operaciones de venta con instrumentos en ddlares que generen
ganancias de capital a favor del FJPP], a continuacion se muestra el resumen de las operaciones

realizadas:

Cuadro N° 4
Detalle ventas en dolares
Al 31 de mayo de 2021

Instrumento Valor Facial Vencimiento Ganancia % Ganancia

ICE bic 1$ $ 885,000.00 17/11/2021 $ 20,411.37 2.31%

Por otra parte, con respecto a las ganancias de capital, los resultados se reflejaran en los estados
financieros del FIJPPJ con corte mayo 2021 (Ultimos estados financieros publicados) dentro de la
cuenta contable “514.00.00 Ingresos por negociacion de instrumentos financieros”, segun
“Manual de Cuentas para los Regimenes de Pensiones de capitalizacion colectivd’ emitido por la

Superintendencia de Pensiones (SUPEN).

En resumen, al cierre de mayo de 2021, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
(FJPPJ) mantuvo inversiones por un monto total de #631.382.120.442,90! e intereses

acumulados por ¢20,210,538,982,06° tal como se detalla a continuacion.

1 Valor facial al 31 de mayo de 2021, incluye inversiones en cuenta corriente 32-9 para el calce y posterior pago de obligaciones de jubilaciones y aguinaldo.
2 Con base en los Estados Financieros del FIPPJ con corte mayo 2021, nota 2.
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Cuadro N° 5
Resumen de la Composicion del Portafolio de Inversiones FIJPPJ
Al 31 de mayo de 2021

Concepto Mayo 2021 Mtereszzc;;nulado
Valor facial* 631 382 120 442,90
Interés ganado del mes * 4108 623 825,92 20 210 538 982,06

Fuente: Sistema Integrado de Carteras de Inversiones y Estados Financieros del FIPPJ.

Es importante indicar que, en saldos bancarios, el Fondo mantiene una reserva para
eventualidades en cuentas bancarias por un maximo de ¢200,000,000.00, segun lo autorizado
por la Direccién Ejecutiva, mediante oficios 5546-DE-2013 del 25 de junio del 2013 y 416-DE-
20153 del 26 de enero 2015. En Comité de Inversiones del 22 de enero de 2016, se tomd el
acuerdo de aumentar dicha reserva a ¢200,000,000.00; ratificado por el actual Comité de
Inversiones en sesion 93-2020 del 26 de octubre de 2020.

Ademas, se mantienen reservas para diferentes pagos, dado que, la tasa de interés que reconoce
el banco en la cuenta corriente esta por encima de las opciones de corto plazo que se tienen en
el mercado bursatil y financiero (se realiza analisis financiero previo en cada caso), en las otras

cuentas bancarias en total existen montos cercanos a ¢250,000.00, como saldo minimo.

3. Politica de Inversion

Considerando la supervision actual por parte de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), que
se rige por el Reglamento de Gestion de Activos (RGA), en dicho reglamento se establece la
creacion de una politica de inversiones para los regulados, por lo que en sesién N° 18-2020 de la
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, celebrada el 01
de junio de 2020, en el articulo XXI en acuerdo XVI aprobé la Politica de Inversiones para el
FJPPJ. Siguiendo los lineamientos de la reglamentacion y de dicho documento se presenta lo

siguiente:

a) Distribucion de Valores de Emisores Publicos y Privados

Para la realizacion de operaciones bursatiles con emisores nacionales, sean publicos o
privados de conformidad con los siguientes limites maximos aprobados por la Junta

Administradora:

3 Cuenta Platino No. 229-32-9, con el Banco de Costa Rica que reconoce un 5.10% sobre saldos diarios.
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Cuadro N° 6
Limites Generales segtin articulo N°. 67 del RGA
Al 31 de mayo de 2021

Articulo N°. 67. Limites generales

Criterio Limite
a. En valores emitidos por el Sector Publico 80,00%
b. En valores emitidos en el mercado extranjero hasta el 25%. Este
porcentaje puede ser ampliado hasta el 50%.

c. En valores emitidos por un mismo grupo o conglomerado financiero local,
o en el ambito internacional en un mismo emisor, sus subsidiarias y filiales.
Conglomerado BCR

50,00%

10,00%

c. En valores emitidos por un mismo grupo o conglomerado financiero local,
o en el ambito internacional en un mismo emisor, sus subsidiarias y filiales. 10,00%
0
Conglomerado Improsa !
c. En valores emitidos por un mismo grupo o conglomerado financiero local,
o en el ambito internacional en un mismo emisor, sus subsidiarias y filiales. 10
Conglomerado Prival !
c. En valores emitidos por un mismo grupo o conglomerado financiero local,
o en el ambito internacional en un mismo emisor, sus subsidiarias y filiales. 10,00%
0
Conglomerado BNCR !
d. Cualquier otro limite establecido en leyes que rigen la materia aplicable a
los fondos de pension, los de capitalizacidn laboral y ahorro voluntario.

e. Hasta el 10% en cada administrador externo de inversiones. 10,00%

Actual
76,88%

0,00%

1,40%

3,64%

1,97%

0,25%

0,00%

0,00%

Diferencia
3,12%

50,00%

8,60%

6,36%

8,03%

9,75%

10,00%

Fuente: FJPPJ y RGA.

Se aprecia en el cuadro anterior que para el mes en andlisis no se tiene exceso segun el

articulo N°. 67 del RGA y aun se cuenta con espacio de hasta un 3,12% con respecto al

limite en cuanto a concentracidon en sector publico. Con respecto a la inversidon en los

conglomerados financieros se tiene inversién en entidades de cuatro conglomerados
distintos, estos son: BCR, IMPROSA, PRIVAL y BNCR manteniendo concentraciones de

1,40%, 3,64%, 1,97% y 0,25% seguln corresponda.

Consecuentemente, al cierre de mayo 2021 se mantienen las siguientes posiciones seguin

el tipo de instrumento:
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Cuadro N° 7
Limites por instrumento
Al 31 de mayo de 2021
Articulo N°. 68. Limites por tipo de instrumento

Criterio Limite Actual Diferencia
a. Titulos de deuda:
i.Instrumentos de deuda individual 10,00% 0,75% 9,25%
ii. En cada uno de los siguientes instrumentos: reportos, préstamo de
valores, notas estructuradas con capital protegido y en deudas 5,00% 0,00% 5,00%

estandarizada nivel Il1.

b. Titulos representativos de propiedad:
i. Hasta un 25% en instrumentos de nivel |, 25,00% 0,00% 25,00%
excepto en fondos y vehiculos de inversion financieros locales donde se

o . 5,00% 0,00% 5,00%
podrd invertir hasta un 5%.
ii. Hasta un 10% en instrumentos de nivel Il. 10,00% 5,55% 4,45%
iii. Hasta un 5% en instrumentos de nivel lll. 5,00% 0,00% 5,00%

Fuente: FJPPJ y RGA.

Con respecto a los instrumentos de deuda individual (ventanillas) se cuenta con espacio
de hasta 9,25 puntos porcentuales para adquisiciones nuevas, de igual manera los
instrumentos de nivel II tiene espacio de hasta 4,45% para aumentar posturas, los

restantes limites se mantienen en cero.

A continuacion, se muestra el cuadro N° 8, el cual contiene la informacion del limite por
emisor, sobresale el emisor Ministerio de Hacienda, con una concentracion del 71,46% en
sus diferentes instrumentos, asi mismo el ICE con un 3,71% en segunda posicién, el
Banco Davivienda con un 2,47%, Banco Improsa con un 2,15% y Banco Centroamericano
de Integracién Econdmica con una concentracion por emisor del 1,56% permitiendo lo
anterior verificar que se esta cumpliendo el limite por emisor segin los reglamentos
emitidos por el supervisor y por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y

Pensiones:
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CuadroN° 8
Limite por emisor, articulo 69 RGA.
Al 31 de mayo de 2021

Articulo 69. Limites por emisor

Emisor Limite Actual Diferencia
Los fondos deben cumplir con un limite maximo de inversidn de hasta un 10% en un solo emisor de cualquier tipo de
valores, excepto para el Ministerio de Hacienda de Costa Rica, el Banco Central de Costa Ricay los emisores de deuda
soberana internacional de paises que cuenten con calificacion de riesgo dentro del grado de inversién.
G N.A 71,46% -
ICE 10% 3,71% 6,29%
BDAVI 10% 2,47% 7,53%
BIMPR 10% 2,15% 7,85%
BCIE 10% 1,56% 8,44%
BPDC 10% 1,50% 8,50%
FGSFI 10% 1,49% 8,51%
BPROM 10% 1,44% 8,56%
MULTI 10% 1,36% 8,64%
BCRSF 10% 1,30% 8,70%
BSJ 10% 1,16% 8,84%
MADAP 10% 1,11% 8,89%
MUCAP 10% 1,09% 8,91%
PRSFI 10% 1,01% 8,99%
PRIVA 10% 0,96% 9,04%
BLAFI 10% 0,29% 9,71%
BNSFI 10% 0,25% 9,75%
VISTA 10% 0,15% 9,85%
BCCR N.A 0,11% -
BCR 10% 0,10% 9,90%
BNCR 10% 0,00% 10,00%

Fuente: FIPPJ y RGA.

Ahora bien, al articulo N°. 70 del RGA define los criterios para considerar instrumentos
como “no autorizados” dentro del marco normativo; de acuerdo con lo anterior y
considerando que el transitorio para entrada en vigor del Reglamento de Gestion de
activos finalizo el 02 de noviembre 2020, la cartera del FIPP] “arrastra’ de anos anteriores
instrumentos no contemplados en la reglamentacion actual de la SUPEN, pero que si
estaban autorizados por la normativa en el momento de adquisicion y que por sus
condiciones no son facilmente liquidables, estos representan un 18,75% del activo
total del FJPPJ.

b) Plazo de las inversiones

El plazo meta se analiza como un punto en la estrategia de inversién recomendada por el
Proceso de Inversiones, dicho plazo estara definido por las condiciones de mercado,
necesidad de liquidez, calce de plazos de las obligaciones del FJPPJ], entre otros elementos
de andlisis técnico que permitan observar una estructura del portafolio orientada a sus
necesidades. En concordancia con lo anterior, se presenta la estructura del plazo actual

de la cartera de inversion.
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Cuadro N° 09
Inversiones segun su plazo
Al 31 de mayo de 2021

TASA FIJA
Concepto i i
p Valor I_’aclal Peso Actual Valor I_=ac|al Focs Ace
Colonizado Colonizado
Hasta 360 dias @128 038 584 095,08 20,28% @16 102 000 000,00 2,55%
Entre 361 y 1800 dias (5 afios) @261 359 246 089,51 41,39% ¢1 343 000 000,00 0,21%

Entre 1801 y hasta 2520 (7 afios) @61 882 867 650,00 9,80%
Entre 2521 y hasta 3600 (10 afios) | 69 898 926 610,00 11,07% @16 025 287 464,94 2,54%
Entre 3601 y hasta 5400 (15 afios) @29 133 122 960,00 4,61%

Mas de 5401 dias ¢0,00 0,00% 47 599 085 573,37 7,54%
SUBTOTALES €550 312 747 404,59 87,16% €81 069 373 038,31 12,84%
TOTAL FACIAL CARTERA €631 382 120 442,91

TOTAL PORCENTUAL CARTERA 100,00%

Fuente: Elaboracion propia con datos del Sistema Integrado de Carteras de Inversion (SCI).

A continuacién, se muestran graficamente la composicién segun tipo de tasa y plazo:

Grafico N° 2
Pesos relativos para titulos de renta fija
Al 31 de mayo de 2021

Tasa Fija
Peso Actual 87,16%

¢261359246 089,51

€128038584 095,08

¢69898926 610,00

¢61882 867 650,00
€29133122 960,00
- ~—_—

HASTA 360 DIAS ENTRE 361Y 1800 ENTRE 1801Y ENTRE 2521Y ENTRE 3601Y MAS DE 5401 DIAS
DiAS(SAﬁOS) HASTA 2520 (7 HASTA 3600 (10 HASTA 5400 (15
ARNOS) ANOS) ANOS)

Entre 361y 1800 dias | Entre 1801y hasta Entre 2521y hasta Entre 3601y hasta
i (5 afios) 2520 (7 afios) 3600 (10 afios) 5400 (15 afios) Misde SaoLoiy

BTASAFUA 20,28% 41,39% 9,80% 11,07% 4,61% 0,00%

Fuente: Elaboracion propia con datos del Sistema Integrado de Carteras de Inversion (SCl).

Del grafico anterior es importante resaltar que el 61.67% en tasa fija de la cartera de
inversion se ubica en plazos menores o iguales a cinco afos. Contrario a los instrumentos

tasa variable que la gran porcion se ubican al largo plazo, visible a continuacion:
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Grafico N° 3
Pesos relativos para titulos de renta ajustable
Al 31 de mayo de 2021

Tasa Variable
Peso Actual 12,84%

€47599085573,37

€16 025 287 464,94

¢1 343000 000,00 .

HASTA 360 DIAS ENTRE 361Y 1800 ENTRE 1801Y HASTA  ENTRE 2521YHASTA  ENTRE 3601YHASTA  MAS DE 5401 DIAS
DIAS (5 ANOS) 2520 (7 ANOS) 3600 (10 ANOS) 5400 (15 ANOS)

€16 102 000 000,00

Entre 361y 1800 dias Entre 1801y hasta | Entre 2521y hasta = Entre 3601y hasta
(5 afios) 2520(7 afios) 3600(10afios) | 5400(15afios) | Vasdesd0ldias

B TASA AJUSTABLE 2,55% 0,21% 2,54%

Hasta 360 dias
7,54%

Fuente: Elaboracion propia con datos del Sistema Integrado de Carteras de Inversion (SCl).

c) Moneda

Se incluye un apartado de distribucion de cartera segun la moneda, para los diferentes
instrumentos financieros, el RGA establece en el articulo N°. 15 que las monedas
permitidas para transar (colones, ddlares y euros) pero no define un porcentaje.
Internamente el Comité de Inversiones ha mantenido una diversificacion de moneda en

80% - 20% siendo colones donde se posee la mayor distribucidn, se aprecia la colocacién

actual en el siguiente cuadro:

Cuadro N° 10
Distribucion de la cartera por moneda

Al 31 de mayo de 2021
Moneda Facial (Colonizado) Peso

Colones 459 958 596 752,11 72,85%
Délares 99 593 271 113,37 15,77%
UDES 71 830 252 577,42 11,38%
Total 631 382 120 442,91 100,00%

Fuente: Elaboracion propia con datos del Sistema Integrado de Carteras de Inversion (SCI).

Se observa que la estructura por monedas se mantiene; el mayor volumen corresponde a
los colones con un 72,85% (consecuente con la moneda en la que se encuentran las
obligaciones del Fondo), seguido por los ddlares con un peso de 15,77%. En esta moneda
segun la estrategia del mes en analisis se puede invertir hasta un maximo de un 20% del
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total de la cartera del FIPPJ. Por ultimo, las Udes con un 11,38%, porcentaje que
corresponde al remanente de instrumentos, siendo que no esta autorizada la compra de

Udes de acuerdo con la Estrategia de Inversiones.

d) Préstamos

El articulo N°. 240 de la Ley N° 9544 Reforma al Régimen de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial, establece que el FIJPP] puede colocar recursos hasta un maximo del
25% en préstamos, también el capitulo IX, articulo del 35 al 43 del Reglamento de Gestién
de Activos regula lo relacionado con los eventuales préstamos otorgados por aquellos
fondos que poseen autorizacion para hacerlo. De igual manera el “Reglamento para e/
otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del estado, cooperativas, cajas de
ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la poblacion
Jubilada y pensionada y al poder judicial con recursos del fondo de jubilaciones y pensiones
del poder judicial (articulo 240 bis, ley 9544)” que establece los lineamientos para el
manejo de este tipo de transacciones por parte del FJPPJ. A la fecha del presente informe

no se tienen operaciones de crédito vigentes con ninguna entidad.

De acuerdo con los analisis efectuados en los diferentes componentes del presente informe, es
posible concluir que el comportamiento de la cartera de inversiones del FJPP], mantiene niveles
acordes con la reglamentacion vigente, con la Estrategia y Politica de Inversion definida, asi como
demas parametros de control establecidos para la misma. En el caso de las posturas en
instrumentos no autorizados, el Proceso de Inversiones trabaja para ir resolviendo positivamente

dicha situacion lo cual se refleja en la disminucién del porcentaje.
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NELSON Firmado digitalmente por BRYAN JEREMY Firmado digitalmente por FABIAN SALAS ;it;rr\’\Fa;;:’i\lgistzan;gnte
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ROMERO (FIRMA) frgoq: 2021902003741 (FIRMA) o021 0630 (FIRMA) 1201 -0600
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1) PROPOSITO

El propdsito del presente documento es definir la Planificacion Estratégica del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante FIPPJ) para establecer lineamientos
como entidad regulada para la gestién, administracion y control de las inversiones
pertenecientes al citado Fondo, tanto en mercados locales como internacionales, de
conformidad con la normativa vigente aplicable.

2) ALCANCE

La Planificacién Estratégica del FJPPJ se aplica en la conformacion y gestion del portafolio de
inversiones que administra el Organo de Direccién establecido. El FIPPJ corresponde a una
reserva cuyos ingresos y disponibilidades se utilizan para el pago de los derechos de pensiény
jubilacion vigentes, asi como los beneficios futuros de la poblacidn cubierta por el FIPPJ. En este
sentido, se deben considerar elementos como los requisitos de los activos sujetos a inversiény
los mercados en los cuales puede operar, los limites prudenciales de inversidn de los activos de
los fondos, los aspectos minimos que deben verificarse para utilizar los proveedores de servicios
de inversiones y los elementos minimos por cumplir para la concesién de créditos por parte del
FIPPJ.

Por ultimo, aspectos como el objetivo de rendimiento de los activos del fondo y el apetito de
riesgo son talantes que considerar también dentro de la Planificaciéon Estratégica de las
Inversiones del FIPPJ.

3) MARCO NORMATIVO

Para el cumplimiento de la normativa vigente, el FJPPJ considera como referencia lo siguiente:

v' Ley N°. 9544, Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial,
Contenido en la Ley N°. 7333, Ley Orgdnica del Poder Judicial, del 5 de Mayo de 1993 y
sus Reformas.

v" Ley N°. 7983, Ley de Proteccidn al Trabajador y sus reformas.

v Normativa vigente emitida por el Consejo Nacional de Supervision del Sistema
Financiero (CONASSIF) dirigidos al sector de pensiones costarricense.

v Los acuerdos y directrices emanados por el Organo de Direccién del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

v" Cualquier otra normativa inherente; siempre y cuando, no contravenga la Ley N°. 9544
y sus reformas.
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4) CARACTERISTICAS DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER
JUDICIAL

a) Situacion actual del FJPP].

El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es el tercer participante dentro del
primer pilar del Sistema Nacional de Pensiones, tanto por cartera como por cantidad de
afiliados. El siguiente cuadro presenta la cantidad de personas funcionarias activas que forman
parte de dicho Fondo:

CuadroN°. 1
Afo 2020

RJP del Poder Judicial
Miembros activos al 31 de diciembre del 2020
Edad Antigiiedad Salario

Cantidad promedio promedioc Pormedio
Hombres 6,970 39 14 1,467,636
Mujeres 6,752 39 14 1,522,680
Total 13,722 39 14 1,494,720

Fuente: Estudio Actuarial, Actuario Raul Hernandez.

La composicidn de la poblacién pasiva de este régimen con corte al afio 2020, puede apreciarse
en el siguiente detalle:

RJP del Poder Judicial

RJP del Poder Judicial Monto promedio por tipo de beneficio
Distribucion de la poblacion jubilada y pensionada Montos en colones
Beneficio Hombres Mujeres Taotal % Beneficio Hombres Mujeres Total
Vejez 1,986 1,057 3,043 T218% Vejez 1,780,884 1,846,434 1,803,653
Invalidez 275 143 418 9.91% Invalidez 1,504,227 1,344,003 1449413
Sucesiones 96 653 755 17.91% Sucesiones 614,024 872,114 839,297
Total 2,357 1,859 4,216 100.00% Total 1,701,080 1,462,397 1,595,835

Fuente: Estudio Actuarial, Actuario Raul Hernandez.

Acorde a la informacidn que se puede apreciar en el cuadro anterior, se destaca una poblacién
jubilada/pensionada de 4.216 personas 2.19% menos que en el afio previo y con ingresos
inferiores a la pensién maxima definida para el régimen del IVM. No obstante, es importante
destacar que segun la expectativa de vida de la poblacidn costarricense, se esperaria que la
poblacién jubilada y pensionada se mantenga viva en promedio por mas de una década,
aumentando la necesidad de recursos para atender el pasivo actuarial del Fondo.

Con respecto a la poblacidn activa de este régimen de pensiones, se puede destacar la edad,
género y salario promedio, segun el siguiente detalle:
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Hombres Mujeres
Salario
Edad Cantidad Promedio Cantidad Salano Promedio

19 4 538,838 2 535,309
20 17 543 509 15 554 791
21 25 557,018 41 546272
22 46 568,553 66 566,024
23 62 617,764 7 578,780
24 101 631,022 102 594 958
25 90 681,019 114 631,046
26 115 733,269 170 703,833
27 176 753,385 198 721,726
28 196 934 835 191 802 958
29 221 907 271 230 969 146
30 248 980,793 235 991,997
k] 308 1,124 888 286 1,109,941
32 269 1,130,659 287 1,193,011
33 306 1,165 978 281 1,290,943
34 338 1277 195 262 1.344 499
35 302 1,306 509 293 1419424
36 288 1,320 977 280 1,345 614
37 274 1,418,321 254 1,548,928
38 265 1,442 077 234 1,639.297
39 225 1,399,973 205 1,709,999
40 262 1,644 837 220 1,762 658
41 242 1,669 495 218 1,717,250
42 230 1,668,714 230 1,859 139
43 231 1,830,292 240 1913473
44 207 1,954,798 201 1,979,771
45 184 1,859 772 196 1,987 765
46 179 1,990,801 170 2,066,372
47 176 1,898,116 173 2,171,085
48 152 2.038,388 170 2247 010
49 138 2,116 967 159 2,114,316
50 137 2185793 131 1,912 868
51 113 2097116 120 2,045,507
52 137 1,983 671 119 2215565
53 133 2,181,789 99 2028374
54 a2 1,873,120 91 2,205,056
55 a7 1,877,214 77 2,100,881
56 82 1914 814 79 2228 558
57 80 1,804,818 75 2174 609
58 GG 1,902 933 60 2,009,887
59 53 1,960,059 27 1,971,329
60 58 1,713,026 36 1,768,874
61 23 1,324 311 18 2,186,596
62 7 2421798 8 1,643,086
63 2 669 423 1 3 467 149
64 3 1,509,000 1 828 688
65 1 3,108,239 3 1,458 381
66 1 870,883 1 928 521
67 2 6,274,649 1 4,914,934
68 1 3,958 790

70 0 8,708,308
71 2 6,000,717 1 974 890
72 1 7417 175

78 2 9,312 470

Fuente: Estudio Actuarial, actuario Raul Hernandez.

De dicha informacidn los rangos de edades de las personas contribuyentes activas del fondo de
jubilaciones, rango que inicia en los 19 hasta los 78 afios. Donde el rango que se observa mas

5|Pagina





Planificacion Estratégica de las Inversiones 2021

personas contribuyentes de 27 a los 48 afios, concluyendo con esto que los afios faltantes para
el beneficio jubilatorio rondara de 20 a 30 afios laborables. Esto modifica el horizonte de
inversion posible para la gestidn del portafolio de inversiones, permitiendo un eventual
aumento en la duracion promedio de su cartera.

Con la reforma implementada en la Ley N°. 9544, se eleva la edad de jubilacidn a los 65 afios y
se definen 35 afios de servicio como requisitos para obtener el derecho jubilatorio, debido a lo
cual se esperaria que en promedio la poblacién activa cotice alrededor de 27 afios mas,
permitiendo definir de mejor manera un horizonte posible de inversion. Con esta reforma se
modificaron puntos medulares orientados a dar sostenibilidad al fondo, entre otros:

v" Aumento del aporte obrero del 11% al 13%.

v Se definié un tope para el monto de la jubilacién posible (82% del salario promedio de
los ultimos 20 afios).

v" Aporte de contribucion especial y solidaria escalonado para aquellas jubilaciones y/o
pensiones en curso de pago que superen la suma de diez salarios base del puesto mas
bajo pagado en el Poder Judicial.

v" Secrea la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
(en adelante Junta Administradora), como encargada directa de gestionar los recursos
del FJPPJ.

v' Se establece de manera formal, la supervision directa de la Superintendencia de
Pensiones (SUPEN) sobre el FIPPJ y la Junta Administradora.

El volumen administrado que posee el FIPPJ al cierre del afio 2020, supera la suma de quinientos
noventa y ocho mil millones de colones (¢633 mil millones), cantidad equivalente a 1.25 veces
el presupuesto anual del Poder Judicial para dicho afio.

A continuacion, se presenta un detalle del plan de contribuciones vigentes para el FIPPJ al cierre
del Ultimo periodo fiscal:

ML L 42020
Trabajadores 13% v 11% 38.034.051.833 36.398.197.337
Patrono 14.36% 40.120.250.994 39.908.884.176
Estado 124% v 0.58% 33R2.108978 3.017.076.408

Jubilados v Pensionados 13% v 11%
Contribucién solidana —-
Toral Aportes

10.091.006 463
012.606242

01.740.024.510

10.602.569.303
2.825.495.797

Fuente: Estados Financieros Auditados 2019-2020

93.742.223.021

La estructura del portafolio de inversiones vela por el cumplimiento de las obligaciones del FIPPJ
con las jubilaciones y pensiones en curso de pago, procurando la sostenibilidad en el largo plazo,
conforme a los ajustes que definan los estudios actuariales.

En la version del Estudio Actuaria efectuada con informacion del afio 2020, se extrae
informacidn relevante sobre las caracteristicas del Fondo:
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Trabajadores
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la generacion actual de trabajadores activos concluye en el afio 2065, mientras que los derechos

los derechos en curso de pago se extinguirdn en el aflo 2101, como se muestra en las siguientes
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Para la definicion del rendimiento objetivo, se utilizara el “Rendimiento del escenario base del

estudio actuarial vigente”, el vigente para el periodo 2021 es de 5.05%’ rendimiento real para

el portafolio completo. El rendimiento objetivo variard segun la periodicidad de los estudios

actuariales de acuerdo con lo establecido en la norma, no obstante es los supuestos del ultimo

estudio realizado, se estimd un nivel incremental para dicho objetivo segln se aprecia a

continuacion:

Escenario Medio

Cartera de Inversion del FJPPJ”,

Comité de Riesgos del Fondo.

Afo Tasa
2021 5.05%
2022 5.10%
2023 5.25%
2024 5.36%
2025 5.41%
2026 5.41%
2027 5.41%
2028 5.41%
2029 5.41%
2030 5.36%
2031 5.30%
2032 5.25%
2033 5.20%
2034 5.14%
2035 5.09%
2036 5.04%
2037 4.99%
2038 4.94%
2039 4.89%
2090 en 4.50%
adelante

en el rendimiento real de este Fondo.

con el

Asi mismo, se sefiala que de manera anual se emite el “Informe Anual

fin de dar a conocer

publicamente los resultados de la gestion para dicho periodo, no
obstante, el seguimiento de su comportamiento y variables se efectua
de manera mensual por parte de los Comités de Inversiones y del

Por ultimo se destaca que, dada la composicidn actual de la cartera del
FJPPJ y los plazos de vencimiento de sus activos, se espera para el
periodo 2022 una importante sustitucién de su portafolio, dado el
vencimiento de los instrumentos en Unidades de Desarrollo (cerca del
11.40% de cartera) y con ello se estimaria una mejora directa del 0.5%

Para el segmento invertido en Mercados Extranjeros se definird un benchmark, con el cual dar

seguimiento al comportamiento de dicha cartera, sera definido en “Politica de Inversiones del

FJPPJ para Mercados Internacionales” con sequimiento mensual en los informes de resultados

de la gestion.

! En caso de variaciones importantes de las variables macroecondmicas por factores exégenos o no previsibles (emergencia nacional, guerra, sanciones

econdmicas y/o crisis mundial, entre otros), el Organo de Direccién podra autorizar un ajuste al objetivo de rendimiento con la respectiva justificacion

técnica.
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5) ELECCION MODELO DE NEGOCIO

Es importante destacar que seguin lo define el Reglamento de Informacidn Financiera (RIF)
autorizado por el CONASSIF “.. la NIIF 9 introduce el “modelo de negocio” como una de las
condicionantes para clasificar los activos financieros, reconoce que una entidad puede tener mds
de un modelo de negocio...”, por lo cual se debe considerar para la eleccidn de este se debe

buscar uno que refleje como se administran los grupos de activos financieros para atender los
objetivos del fondo, considerando sus caracteristicas particulares y actuales.

Conforme al comportamiento histérico en el manejo de los recursos del FIPPJ, se adquirian
instrumentos que se mantenian hasta su vencimiento (gestidn pasiva), importando
principalmente el flujo de efectivo, mas que su nivel de bursatilidad. Al momento de declararse
la supervision directa por parte de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), se estaria en un
proceso de alineamiento a su normativa y a un cambio en el tipo de gestion aplicable, hacia uno
mas activo, pero que mantenga su perfil de naturaleza moderada.

Asi mismo al analizar las caracteristicas del FJPPJ, su resultado actuarial y perfil de beneficios
vigentes, es posible asegurar que con la reforma presentada mediante la Ley 9544, este Fondo
se encuentra con mayores probabilidades de alcanzar su equilibrio actuarial, permitiendo que
las inversiones en activos financieros obedezcan en mayor medida a estrategias de inversion
establecidas y no principalmente al calce de plazos para el pago oportuno de sus beneficios.

De ahi que, la clasificacion depende de cdmo se gestiona la cartera de instrumentos financieros,
la existencia o no de flujos de efectivo, pero sobre todo la intencidon o el fin que se tenga parala
operacion especifica, al momento de compra por parte del Gestor, basado en el negocio de la
entidad. Como se ha visto en el estudio actuarial mas reciente, las estimaciones de crecimiento
en el pago de beneficios y las caracteristicas de los instrumentos que originalmente componen
el portafolio de inversiones influyen en la necesidad de mantener activos financieros (durante
los préximos afios) con una orientacion hacia el calce de plazos y que por compatibilidad con la
norma deban ser clasificados bajo el modelo de Costo Amortizado.

Asi mismo en las estimaciones efectuadas, se espera que a partir de la segunda mitad de esta
década se den incrementos importantes en los niveles de reserva del Fondo y un periodo de
estancamiento en el crecimiento de los gastos, producto de un menor flujo de jubilaciones, lo
que conlleva a espacios mas orientadas hacia una gestion mas de mercado, coincidiendo con las
caracteristicas de un modelo de Valor Razonable con Cambios en Otros Resultados Integrales.

Dado lo anterior, los modelos de negocio elegidos para la administracidon del portafolio de
inversiones son los denominados “Costo Amortizado” y “Valor Razonable con Cambios en Otros
Resultados Integrales”, mientras que el enfoque de “Valor Razonable con Cambios en
Resultados” se considera Unicamente para los fondos de inversion abiertos seglin normativa
aplicable. Tomando en consideracion los criterios de clasificacion definidos en parrafos
anteriores, mediante el oficio 0482-FC-2019 del 21 de noviembre 2019 y el 040-P1-2020 del 03
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de febrero 2020 (oportunamente remitidos a la SUPEN), se realizd la asignacion inicial de la
cartera del FJPPJ por modelo de negocio, destacandose las siguientes reglas de clasificacion:

Reglas de clasficacién del Modelo de Negocio

Tiplcamente, los instrumentos de inversion del FIPP) deberdn clasificarse a Valor Razonable (cambios al resultado integral), no obstante se
exceptuaran los casos gue eumplan los siguientes criterios.

Los instrumentos en Unidades de Desarrofio se dlasificardn a costo amortizade debido a:

1) ada su nula bursatilidad

2) Imposibilidad de efectuar canje en el future cercano.

3) El plazo a su vendmiente no implica una necesidad puntual de recurses para el portafolio.
Los instrumentos de deuda individualizada en colones , se clasifican a costo amortizado si:

1) Mo puedan ser negoclados a traves de bolsa.

2) Imposibilidad de efectuar canje en el futuro cercano. Costo Amortizado TPE-CDP-C1
3) El vencmiento de dichos instrumentos esta considerado en el calee de obligadones del flujo
operativo del FIPP).

Los instrumentos de deuda individualizada en délares , se clasifican a costo amortizado si:

1) No puedan ser negoclados a traves de bolsa.

2) Cuyo vendmiento sea superior a dos afios plazo.

3) Imposibilidad de efectuar canje en el futuro cercano.

Los instrumentos fasa wariable , <e clasifican a costo amaortizado si:

1) Sean instrumentos gue por su naturaleza, sean mitigadores del riesgo de tasas o precios. Costo Amortizado tptba - bemy -
2) Se prive en la estrategia de inversiones su adquisicidn. ete.

3) La intencidén en el momento de adquisicidn fuese mantener dicho instrumento en cartera.

Cotto Amortizado TUDES

Costo Amortizado TPES - COPS

Los instrumentos de dewda estandarizada, de cualguier moneda se clasifican a costo amortizado si:

1) El vencmiento de dichos instrumentos esta considerado en el calce de obligadones del flujo

operativo del FIPPL. Costo Amortizade tp - bem - ete.
2) La intencién en el momento de adquisidén fuese el calce de una obligacidn, independientermnente

de su plazo.

Los instrumentos de fondos de inversién abiertos, de cualguier moneda se clasifican a Valor
razonable con cambios en resultados (Estado de Resultados) si:

1) Tedos los fondos de inversidn independientemente del plazo de permanencia se clasificaran en
esta categoria.

Valor Razonable
cambio en resultados

Asi mismo, en dicho momento se determind como distribucidn inicial por modelo de negocio la
cual se compara con la segregacion al corte de mayo 2021, seguidamente el detalle:

Distribucion  Distribucion

Modelo de Negocio

inicial Actual
Costo amortizado 45% 22%
Valor razonable con cambios en otros resultados integrales (Balance de
. L. 55% 78%
situacion)
Valor razonable con cambios en resultados (Estado de Resultados) 0% 0%

Al respecto se considera de vital importancia destacar que dicha composicién continua en
constante variacidn, conforme al vencimiento de algunos instrumentos clasificados como “No
Autorizados” por la normativa vigente y la recomposicion de la cartera heredada, que en
principio llevarian a incrementar la postura en instrumentos clasificados como “ORI”.

6) DESCRIPCION DE LA PLANIFICACION ESTRATEGICA

a) Cumplimiento y control de la gestion.

Para coadyuvar con el proceso de control y supervision del fondo, el Organo de Direccién en
aplicacion de la normativa vigente ha desarrollado dos grupos encargados de apoyar la
administracién de los recursos financieros: Comité de Inversiones y Comité de Riesgos. Estos
conformados por un miembro externo (para cada Comité) y miembros de la Junta
Administradora. Aunado a lo anterior, existe el Proceso de Financiero que se encarga de la
gestidon del portafolio de inversiones del FJPPJ, realizando otras funciones suplementarias y
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especializadas las cuales se relacionan con el monitoreo del mercado financiero y bursatil
nacional e internacional, cumplimiento de la normativa, reglamentacién, entre otros; ademas
del registro y control de las operaciones que se desarrollan.

La Unidad de Riesgos que se encarga de monitorear los riesgos asociados a la operacion propia
del FJPPJ, analisis de emisores, instrumentos y proveedores de servicios financieros, asi como lo
atinente a lo establecido en la Metodologia General de Valoracion de Riesgos autorizados.

Asi mismo existen otras dependencias del Poder Judicial que brindan apoyo en las gestiones
propias del citado Fondo, en caracter de auxiliares a su gestion.

b) Plazos para el logro de objetivo de rendimiento.

Conforme a lo establecido, la meta planteada para la gestidon de la cartera serd monitoreada de
forma mensual, con un replanteamiento anual de las variables involucradas en su
determinacion, la cual serd aprobada por el Organo de Direccién del FIPPJ.

Dado que el rendimiento objetivo de cartera se determinard mediante el estudio actuarial, el
cual se practica de manera anual, la medicién del cumplimiento de este objetivo se realizara con
dicha frecuencia.

Los plazos de inversién por modelo de negocio se estiman en:

a. Costo Amortizado 0 a 10 afios plazo.
b. Valor Razonable con Cambios en Otros Resultados Integrales 1 — 30 afios plazo.

Sin embargo, es importante destacar que por modelo de negocio, no se determina un
rendimiento individual, sino que se considera el rendimiento total de la cartera definido en el
apartado 4 inciso b de este documento.

c) Asignacion estratégica de activos.

Las inversiones realizadas con recursos econdmicos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial se deben efectuar de conformidad con lo establecido en:

v’ Elarticulo 240 bis de la Ley N°. 9544 publicada el 22 de mayo del 2018, en la Gaceta N°.
89.

v El titulo 1l Régimen de Inversidn, capitulos IV, V, VI, VII, VIII, IX del Reglamento de
Gestion de Activos de la Superintendencia de Pensiones, aprobado por el Consejo
Nacional de Supervision del Sistema Financiero y publicado en el 192 del diario oficial
La Gaceta el 02 de noviembre del 2018.

v' La Politica de Inversiones vigente definida por el Organo de Direccidn.

v" El Reglamento de Crédito vigente definido por el Organo de Direccién.
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Para la administraciéon del portafolio de inversiones del FIPPJ, y en consideracion de los modelos
de negocio adoptados, se podran efectuar operaciones con el siguiente tipo de valores, los
cuales pueden ser locales o internacionales, respetando los siguientes limites generales:

A. Instrumentos para el manejo de la liquidez: ofrecidos por entidades bancarias y bancos
centrales que, por su muy corto plazo, alta liquidez y riesgo insignificante de cambios en su
valor, puedan ser catalogados como efectivo, hasta un 5% del activo del Fondo.

B. Valores representativos de deuda emitidos en serie, hasta un 100% del activo del Fondo.
C. Valores de participacidn en fondos de inversidon “Financieros”, independientemente del
grupo de interés econdmico al que pertenece la SAFI, hasta un 5% del activo del Fondo.

D. Valores de participacion en fondos de inversidn “No Financieros” (Inmobiliarios, Desarrollo,
Titularizacion, entre otros), independientemente del grupo de interés econdmico al que
pertenece la SAFI, hasta un 10% del activo del Fondo.

E. Titulos de deuda del sector privado con calificacién de grado de inversidn, hasta un 70% del
activo del Fondo.

F. Titulos de deuda del sector publico costarricense, al menos un 30% del activo del Fondo
(Ley N°. 9544).

G. Valores individuales de deuda emitidos por las entidades financieras supervisadas por la
Superintendencia General de Entidades Financieras (CDP’s), siempre y cuando sean
desmaterializados y el plazo no sea mayor a 360 dias, hasta un 10% del activo del Fondo.

H. Valores o instrumentos de inversidn estructurados producto de procesos de desarrollo y/o
titularizacion de obra (publica o privada), fideicomisos, vehiculos de propdsito especial y/o
similares, hasta un 10% del activo del Fondo.

I. Operaciones de recompras o reportos con valores negociados a través de Puestos de Bolsa
con respaldo Estatal, realizados bajo las regulaciones establecidas por las bolsas de valores
autorizadas por la Superintendencia General de Valores, hasta un 5% del activo del Fondo.

J. Instrumentos en Mercados Internacionales(Ml) hasta un 10% del activo del Fondo.

Para la administracion del portafolio de inversiones del FJPPJ, los gestores de dicho (s) portafolio
(s) podran efectuar los siguientes tipos de operaciones:

VALOR

VALOR
COSTO RAZONABLE RAZONABLE

TIPOS DE OPERACION AMORTIZADO CON CAMBIOS EN

CAMBIOS EN

i RESULTADOS

Compra de instrumentos por medio de
ventanilla electronica.
Compra de instrumentos por medio de subasta

X X N/A

(mercado primario) y/o a través de los mercados X X X
secundarios de negociaciéon.

Operaciones de reporto. X N/A N/A
Venta de instrumentos. N/A X X
Canje de operaciones. X X N/A
Subastas inversas. X X N/A
Inversion en Fideicomisos de Titularizacion y/o X X N/A
Desarrollo de Obra Publica y/o Privada.

Adquisiciéon de participaciones en fondos de X X X

inversion “Financieros” y “No Financieros”.

Los gestores de dicho (s) portafolio (s) “Ne pedrdn” efectuar las siguientes operaciones, salvo
autorizacion expresa del Comité de Inversiones y/o Organo de Direccién del FJPPJ:
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Compra/venta de acciones de cualquier tipo y/o emisor.

Venta de instrumentos financieros con pérdidas de capital.

Bonos u obligaciones convertibles en acciones comunes o preferentes.
Operaciones de reporto con garantia de instrumentos aca vedados.

Operaciones con derivados.

Préstamo de valores.

Todas aquellas que no hayan sido expresamente autorizadas por el Comité de
Inversiones y/ Organo de Direccién del FJPPJ.

8. Todas aquellas que no se encuentren autorizadas por el ente regulador en la

No v bk wNe

normativa vigente.

En términos generales, el FIPPJ priorizara para la ejecucidén de sus inversiones la moneda en
curso legal de Costa Rica (colones)?, sin embargo por estrategia se define que podrd mantener
hasta un 20% de sus activos en moneda extranjera (preferiblemente ddlares o euros).

Asi mismo se destaca que, segun la normativa aplicable, la cartera los activos del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se podrdn distribuir por sector de la siguiente forma:

Sector Minimo Maximo
Publico 30% (Ley N° 9544)3 80% (RGA)
Privado 20% (RGA) 70% (Ley N° 9544)*
Cartera Crédito 0% (Ley N° 9544) 25% (Ley N° 9544)°

Otro elemento que considerar dentro de la Planificacién Estratégica de las Inversiones es la
autorizacién para conceder créditos segln la Ley 9544 “Reforma del Régimen de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial”, asi como lo sefialado en el Reglamento de Gestién de Activos de
la SUPEN, donde a la hora de proceder con la concesién se debera desarrollar lo establecido en
el Capitulo IX.

En atencidn con los limites de inversion, la Planificacion Estratégica de las Inversiones del FIPPJ
considera lo establecido en capitulos XIV, XV y XVI Limites, Prohibiciones y Excesos del
“Reglamento de Gestion de Activos”, asi como lo indicado por el articulo 240 bis de la Ley 9544,
definiendo a la fecha los limites establecidos en |la “Politica de Inversiones del FIPPJ”.

Para el manejo de la liquidez se consideran fondos de inversion de mercado de dinero e
instrumentos ofrecidos por entidades bancarias, Ministerio de Hacienda y Banco Central de
Costa Rica que, por su muy corto plazo, alta liquidez y riesgo insignificante de cambios en su
valor, puedan ser catalogados como efectivo. Los limites son los abordados en la “Politica de

2 Dada la actual composicién de la cartera del FIPPJ, se aclara que para todos los efectos los instrumentos referenciados en Unidades
de Desarrollo (UDES) seran considerados como parte de las inversiones en colones costarricenses.

3 Articulo 240 bis de la Ley N°. 9544 inciso b), exige al menos un 30% de los activos invertidos en el sector publico costarricense.

4 El Reglamento de Gestidn de Activos facilita hasta un 100% de inversion en el sector privado, no obstante conforme a lo establecido
en el articulo 240 bis de la Ley N°. 9544 inciso b) se debe mantener al menos un 30% invertido en el sector publico.

5 Articulo 240 bis de la Ley N°. 9544 inciso a), permite hasta un 25% de los activos en operaciones de crédito.
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Liquidez” del FIPPJ, documento en el cual se justifica técnicamente su definicidn y los plazos de
inversion predilectos se encuentran definidos en el apartado 6, inciso b de este documento.

Todo lo anterior se encuentra en concordancia con lo definido en el documento “Metodologia
General de Valoracion de Riesgos” y |la “Declaracion de Apetito de Riesgo”, el cual aborda los
niveles y riesgos a gestionar para el FJPPJ.

Con respecto a la gestién en Mercados Extranjeros se utilizard como base las siguientes
consideraciones:

e Asignacion Estratégica de Activos: se propone una distribucién por clase de activo
(renta fija, renta variable), en funcion al perfil de riesgo aprobado por la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Revisidn
minima una vez al afo.

e Asignacidon Tactica de Activos: aplicacion de movimientos poco significativos a los
porcentajes asignados a las clases de activos en la Asignacidn Estratégica de Activos,
estos responderan a la coyuntura y ciclo econémico (sobreponderar o subponderar
clases activos).

e Distribucion Individual de Activos: Se realiza una asignacién por cada tipo de activo
(etf’s, fondos mutuos, deuda bonificada, entre otros).

e Seleccion de Activos: eleccion de cada uno de los instrumentos, basada en la
Distribucion Individual de Activos.

Se implementard un seguimiento periddico y estrategia de rebalanceo, proceso por el cual el
portafolio se ajusta a la Asignacidn Tactica de Activos vigente, la cual haya sufrido desviaciones
producto de los movimientos de mercado, situacidon econdmica y requerimientos de liquidez y/o
cumplimiento normativo.

Las particularidades operativas de la gestién en dichos mercados se plantearan en la “Politica
de Inversiones del FIPPJ para Mercados Internacionales” y en |la “Estrategia de Inversiones del
FJPPJ para Mercados Internacionales”.

d) Gestion de Riesgos.

Es importante destacar que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial aprobé la
“Metodologia General de Valoracion de Riesgos” por el Comité de Riesgos en la Sesién N°.52
celebrada el dia 12 de junio del 2018 y por el Consejo Superior en la sesién N°.63-18 celebrada
el 17 de julio de 2018, articulo VIII, dentro de esta metodologia se considera el Cédigo de
Gobierno Corporativo, la Declaracién de Apetito, el Perfil y las Politicas de Riesgos.

En general, el apetito por riesgo va ligado a un perfil definido como “Moderado” para el FIPPJ, el
cual busca un balance entre estabilidad, diversificacién y apreciacién de la cartera. Apunta hacia
una rentabilidad real positiva.
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e) Medidas de Contingencia.

Para la atencion de los riesgos asociados a la administracidn del FIPPJ, se valoran las medidas de
contingencia indicadas en el “Marco de Gestion de Riesgos”, la “Metodologia General de
Valoracion de Riesgos” y las politicas especificas de gestion desarrolladas para dichos efectos.

7) PRINCIPIOS RELATIVOS AL MANE]O DE LAS INVERSIONES.

Para la gestidn eficiente de los recursos del FIPPJ, se adoptan los siguientes principios para la
administracidn de las inversiones:

a. Administracion prudente: Los activos de los fondos administrados por las entidades
reguladas deben manejarse con base en los deberes de cuidado y lealtad definidos en el
Reglamento de Gobierno Corporativo, con altos estandares éticos, profesionales y técnicos,
en procura de los mejores intereses para los afiliados y pensionados, dentro de un marco de
gestién de riesgos.

b. Debida diligencia: Es el proceso de investigacion previo a la toma de decisiones. Debe
tomar en cuenta, aspectos de la actualidad del mercado nacional e internacional,
expectativas econdmicas y politicas, elementos operativos y legales de los mercados en que
se pretende participar, andlisis de los emisores, caracteristicas de los instrumentos, la
experiencia del administrador de fondos, el monto de recursos administrados, la liquidez de
los instrumentos o participaciones, asi como, el tipo y frecuencia de valoracién de los
instrumentos financieros.

Ademas, se deben tener en cuenta los riesgos asociados a las inversiones.

El uso de las calificaciones de riesgo emitidas por empresas calificadoras autorizadas por sus
respectivos érganos reguladores no exime a la entidad regulada del analisis de riesgo de los
valores y sus emisores.

La entidad debe asegurarse que cuenta con los procedimientos operativos adecuados para
los instrumentos adquiridos, asi como, que las metodologias de medicion y manejo de
riesgos sean afines con la complejidad de la inversién que se desea realizar.

Adicionalmente, debe asegurarse que los encargados de las dreas de negociacidn, analisis y
control de riesgos, y del registro de las transacciones, conozcan y entiendan las
particularidades de las inversiones tales como convenciones para pagos de intereses,
aspectos tributarios, liquidaciones, registros contables, aspectos legales aplicables a los
instrumentos, metodologias de riesgo, entidades supervisoras competentes, segun
corresponda.

Asimismo, elaborar un plan tactico que establezca las acciones necesarias para el logro de
los objetivos estratégicos dentro del marco de la politica de inversiones.

c. Toma de decisiones: Las decisiones para la gestion de activos deben estar orientadas a
los mejores intereses de los afiliados y pensionados. Estas deben prevalecer por sobre de
los intereses de la entidad regulada y del conglomerado, grupo financiero o econémico al
qgue pertenece, por lo que debe existir un proceso documentado de toma de decisiones
objetivo, basado en criterios técnicos, fundamentado en informacidn veraz, necesaria y
oportuna que evite cualquier conflicto de interés en relacién con las empresas del grupo o
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conglomerado financiero, el grupo de interés econémico o de los personeros y funcionarios
involucrados en el proceso de inversiones. Lo anterior, a los efectos de que los responsables
en las entidades puedan tomar decisiones objetivas, documentadas, informadas y apegadas
a la técnica y mejores practicas.

Como parte del proceso de toma de decisiones, se deben valorar previamente las
consecuencias en la rentabilidad de los fondos y su exposicién al riesgo de crédito, mercado,
liquidez, operativo y legal, asi como las variables geopoliticas que lo afecten.

El Organo de Direccién, debe establecer el monto maximo por transaccién que debe
respetarse por linea jerarquica, tomando en cuenta la complejidad y riesgo correspondiente
al tipo de instrumento u operacion.

d. Idoneidad: Todas las personas que gestionan, supervisan, controlan y auditan los activos
regulados en este Reglamento deben contar con las competencias, cualidades morales, la
independencia, los conocimientos y experiencia necesarios para el cumplimiento de sus
responsabilidades, de acuerdo con la complejidad de las inversiones que se realicen. En caso
de falta de conocimiento de alglin tema especifico se debe buscar apoyo de capacitacién o
asesoria, pero en ningln momento incursionar en alguna inversion sin tener el conocimiento
necesario.

El Organo de Direccidn debe asegurarse que tanto el personal que gestiona los activos como
el que ejecuta labores de supervision y control, tengan los conocimientos necesarios para
entender sus caracteristicas y riesgos.

e. Separacion de funciones: En el proceso de inversiones debe existir una adecuada
separacion de funciones entre los procesos de andlisis, negociacion, registro, control y
manejo de sus riesgos. Asimismo, en el proceso de otorgamiento de créditos, las funciones
de analisis, aprobacién, formalizacién y cobro deben estar separadas.

Desde el punto de vista fisico, se debe procurar que exista restriccion de acceso a personal
ajeno a la funcién de inversiones.

f. Costo-beneficio: En busca de la mayor eficiencia en la gestion de los activos, la entidad
regulada debe asegurarse que las transacciones se realicen en las mejores condiciones de
costo, rendimiento y servicio, siempre buscando el beneficio del afiliado. De manera que la
cantidad de las operaciones, su volumen, el tipo de transacciones y su costo, correspondan
a criterios de generacion de valor para los fondos segun sus caracteristicas.

i) En procura de la obtencidén de la mejor relacidén costo-beneficio se debe establecer
un mecanismo de evaluacidn y seleccién de proveedores de servicios bursatiles-
financieros (intermediarios, bancos, custodios, proveedores de servicios,
aseguradoras, peritos, entre otros), que tome en cuenta criterios de costo, volumen,
experiencia, concentracion y servicio, asi como los controles necesarios para
asegurar su aplicacién. La seleccién final del proveedor debe documentarse y
quedar justificada técnicamente en funcion de los criterios establecidos.

ii) Previo ala firma de un contrato de servicios, las entidades reguladas deben conocer
y entender la estructura de costos que genera el servicio, asi como los gastos y
comisiones incluidas en el valor de las cuotas de participacién de los fondos o
vehiculos de inversion. De igual forma, deben analizar los deberes vy
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responsabilidades de las partes contratantes. Este proceso debe quedar
debidamente documentado.

g. Dotacion de recursos: La entidad regulada debe contar con los recursos que reunan las
condiciones necesarias para la ejecucion del proceso de la administracion de los activos,
tales como: tecnologia y sistemas de informacidén que le permitan procesar y analizar los
datos relacionados con las caracteristicas de las inversiones, precios (histéricos y de
mercado), hechos relevantes, el comportamiento de los portafolios de inversiones,
interfaces con custodios, intermediarios, plataformas de negociacidn, elaboracién de
reportes y cualquier otro proceso necesario para realizar eficientemente su labor.

h. Rendicién de cuentas: El Organo de Direccién debe contar con informes periédicos de la
gestidn de los activos, sobre el logro de los objetivos y la estrategia, los riesgos asumidos y
los materializados.

En caso de incumplimientos en la politica de inversién y de los limites, las propuestas de
correccién y la efectividad de las medidas tomadas, deben ser comunicadas al Organo de
Direccién oportunamente.

8) ACTUALIZACION

Conforme las necesidades de rentabilidad, liquidez, diversificacidn, calce de plazos, condiciones de
mercado y oportunidad, se han aprobado las siguientes actualizaciones de la Politica de Inversién
del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial:

Fecha Acuerdo de Autorizacion

Sesion N° 18-2020 celebrada el 01 de junio de 2020. — Junta
Junio de 2020 |Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial Articulo XXI

Junio de 2021

9) TABLA DE DOCUMENTOS RELACIONADOS

Nombre ‘ Documento ‘

Estudio Actuarial del FJPPJ INFORME PJ 2020 V

5.pdf
~
Informe Anual Cartera de Inversion del L
FJPPJ Informe anual FJPP)
2020.pdf

[

Politica de Liquidez del FJPPJ Politica de Liquidez

2020-04.docx
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Metodologia General de Valoracion de
Riesgos

kil

Metodologia General
para la Valoracién de

Marco de Gestion de Riesgos

Lid

Marco de Gestion
Integral de Riesgos

Declaracion de Apetito de Riesgos

Lid

Declaracién del
Apetito de Riesgo

Perfil de Riesgos

)

PDF

Perfil de Riesgos
FJPPJ.pdf

Politica de Inversiones FJPPJ

Poltica de Inversin
FJPPJ - RGA 2020.pd

Sesién N°. 101 del Comité de Inversiones del 21 de junio de 2021.
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